FALLOS DE RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL 

DE LOS SERVICIOS DE SALUD.

CASO 1: 
CONTRA ORTEGA WEASON, RAÚL Fuente: Vásquez R., Andrés: “Responsabilidad del Estado por sus Servicios de Salud”, Ed. Conosur, 1999.

Corte Suprema - 4 de octubre de 1984

DOCTRINA. El control de los signos vitales de la parturienta mientras la anestesia hace su efecto como asimismo el percatarse de un paro cardíaco o sacar de él a la paciente son obligaciones propias del anestesista y no de la matrona que asiste en dicho momento.
Incurre en imprudencia temeraria el anestesista que abandona el box en que se encuentra la paciente cuando la anestesia no había terminado y hacía su efecto en la ofendida, particularmente si aquél había notado al principiar el proceso anestésico dificultad para hablar y anomalía motora en las extremidades de la víctima.
El daño cerebral irreversible por anoxia como consecuencia del paro cardíaco en que permaneció la ofendida, sin que se adoptara recurso terapéutico -alguno para sacarla de ese estado, es de responsabilidad del reo como consecuencia del abandono que hizo de su paciente.

Si el reo ejecutó el hecho imprudente en su condición de dependiente del Servicio de Salud Central, el que en tal caso actuaba como persona jurídica de derecho privado, obliga a este último a responder de los perjuicios causados por el primero. Revela falta de previsión, de cuidado y de autoridad el que en un box de la sala de prepartos de la maternidad de un recinto hospitalario pueda abandonarse a su suerte a una enferma sometida a los efectos de la anestesia epidural.

Asimismo, la ausencia de cuidado ordinario por parte del Servicio se refleja en el hecho de encomendar a un estudiante de quinto año de medicina la atención exclusiva de procesos anestésicos múltiples.

El Fisco, aunque persona jurídica de Derecho Público, puede estar sujeto a responsabilidad extracontractual cuando se trata de meros actos de gestión, por lo cual responde de hechos ejecutados por un dependiente suyo, con imprudencia temeraria, con culpa, pues en tal caso el dependiente no actúa como autoridad pública, sino en acto de gestión privada.

Los actos de gestión son aquellos que caen en el dominio de la igualdad de derechos entre las partes; en la esfera del derecho privado.

Procede, en consecuencia, rechazar los recursos de casación en la forma sustentados en la causal 9ª del artículo 541 del Código de Procedimiento Penal; y los recursos de casación en el fondo sustentados en la causal 3ª del artículo 546 del mismo Código; y en la infracción de los artículos 67 de la Ley 10.383; 16 inciso 2º del D.L. 2.763 de 1979; y 2322 del Código Civil.

Por sentencia pronunciada por el juez del 4º Juzgado del Crimen de Santiago,
se absolvió a María Sorda Salas Barría de la acusación de ser autora del cuasidelito de lesiones graves a Silvia Bravo Bravo, se condenó al reo Raúl Andrés Ortega Weason, a la pena de trescientos días de reclusión menor en su grado mínimo, a la accesoria legal correspondiente y al pago de las costas de la causa, como autor del hecho punible ya mencionado, que ocurrió en esta ciudad el 10 de septiembre de 1978, remitiéndosele condicionalmente la pena; se acogió la demanda civil deducida en contra de Ortega, sólo en cuanto deberá pagar al actor la cantidad de $ 6.673.405,56, por concepto de lucro cesante, de daño emergente y de daño moral, reajustados en la forma que indica el fallo, con costas y se rechazó la acción civil interpuesta en contra del Servicio de Salud Central, por su responsabilidad en los hechos del pleito, sin costas.

Apelada la referida resolución por el reo Ortega y por el querellante y elevada en consulta respecto de la absolución de Sonia Salas Barría, una de las Salas de la Corte de Apelaciones de Santiago, decidió lo siguiente: a) la revocó en cuanto a la indemnización por daño emergente y respecto del rechazo de la acción civil interpuesta en contra del Servicio de Salud Metropolitano Central, la que acogió con costas; b) confirmó el fallo del juez a quo, con las siguientes declaraciones: 1) que la pena impuesta al reo Ortega se rebaja a 61 días de reclusión menor en su grado mínimo, como autor del cuasidelito investigado; 2) que los $ 2.542.090,12, que por lucro cesante obliga a pagar al procesado, se reducen a $ 2.375.204; 3) que los $ 44.007,77, que por daño emergente correspondiente al acápite préstamos y descuentos del Servicio de Bienestar de la Empresa de Transportes Colectivos del Estado, que también se obliga a pagar al reo, se limitan a $ 20.631,92; y 4) que las indemnizaciones a que el sentenciado Ortega queda sometido se reajustarán de conformidad con lo razonado en la motivación vigésima octava de la sentencia, y c) que se aprueba el fallo en lo consultado.

En contra de la sentencia de alzada, tanto el procesado Ortega como el Servicio de Salud Metropolitano Central han formalizado, el primero, recursos de casación en la , forma y en el fondo, y el segundo, recurso de casación en el fondo. El recurso de nulidad formal interpuesto por Ortega, se funda en la causal del Nº 9° del artículo 541 del Código de Procedimiento Penal, en relación con los números 4º y 5° del artículo 500 del mismo Cuerpo de Leyes, sostiene el recurrente que el fallo que impugna no explica en qué habría consistido la omisión que se imputa al referido reo, que tampoco contiene la sentencia censurada afirmaciones específicas acerca de si tiene o no por probados los hechos que resultan esenciales para la posterior calificación jurídica de imprudencia temeraria que se sostiene habría cometido el nombrado reo, no se especifican los hechos que debió ejecutar Ortega y que no ejecutó pudiendo hacerlo y que de haber mediado, habrían evitado que hubieran sobrevenido las lesiones a Silvia Bravo. Agrega que al contestar la acusación el procesado invocó en su favor tres circunstancias eximentes, las de los números 8º, 10º y 13º del artículo 10 del Código Penal y la atenuante del número 1º del artículo 11 del mismo Estatuto, en relación con las referidas tres eximentes, pero el fallo que se ataca no contiene las razones legales o doctrinales para rechazar la atenuante del artículo 11 Nº 1º del Código Penal en relación con el artículo 10 Nº 10°, del indicado Estatuto Punitivo. Asevera, asimismo, el recurrente que el fallo de segunda instancia, no se pronuncia sobre la petición del reo de que se lo eximiera de la obligación de satisfacer la responsabilidad civil que el fallo le impone, como condición previa para gozar del beneficio de la remisión condicional de la pena, con lo que se infringe el artículo 24 de la Ley 18.216. En el escrito de formalización de fojas 549, el recurrente hace valer la causal del número 3° del artículo 546 del Código de Procedimiento Penal, por haber calificado como delito un. hecho lícito y señala como quebrantados los artículos 490 del Código Penal en relación con los artículos 1º y 2° del mismo Estatuto, porque se ha aplicado a una conducta que el propio fallo califica como omisiva, una sanción que el citado artículo 490 sólo aplica a la ejecución de un hecho y porque ha calificado jurídicamente de "imprudencia temeraria" a una conducta en la cual no ha existido imprudencia ni temeridad ni tampoco negligencia u otra forma de culpa.

El Servicio de Salud Metropolitano formaliza su recurso de casación en el fondo y sostiene que se han trasgredido los artículos 67 de la Ley Nº 10.383, 16 inciso 2º del Decreto Ley 2.763, de 1979, y 2322 del Código Civil, porque este último precepto rige relaciones de derecho privado y el Servicio recurrente es una persona de derecho público a la que no se le pueden aplicar normas que se refieren a relaciones de derecho privado como es el Código Civil. Para hacer aplicable el citado artículo 2322 del Código Civil el fallo atacado recurrió a una ficción, cual es considerar que una persona jurídica de derecho público actuó como una de derecho privado, ficción que no tiene fundamento alguno en el derecho chileno, sino que por el contrario implica una infracción a los artículos 67 de la Ley 10.383 y 16, inciso segundo, del Decreto Ley 2.763.

A fojas 549, el procesado Ortega, formaliza su recurso de casación en el fondo y hace valer la causal del Nº 3º del artículo 546 del Código de Procedimiento Penal, o sea, que la sentencia impugnada califica como delito un hecho lícito. El recurrente invoca el quebrantamiento del artículo 490 del Código Penal en relación con los artículos 1° y 2° del mismo Estatuto. Sostiene que tales normas han sido trasgredidas porque se ha aplicado a una conducta que el fallo censurado califica como omisiva, una sanción que el artículo 490, recién citado, sólo aplica a la ejecución de un hecho y porque ha calificado jurídicamente de "imprudencia temeraria" a una conducta en la cual no ha existido imprudencia, ni temeraria ni ordinaria, ni tampoco negligencia u otra forma de culpa. A continuación indica cuáles son los hechos que la sentencia atacada estima como acreditados y efectúa un análisis de la historia de las normas de los artículos 490, 491 y 492 del Código Penal, para concluir que para los redactores de dicho Estatuto Punitivo, la expresión "ejecutare un hecho" excluía a las omisiones; agrega que aplicar la pena del artículo 490 a conductas que el propio fallo señala como omisivas, es quebrantar el claro tenor y sentido de la ley. Sostiene que dar la calificación jurídica de "imprudencia temeraria" a una conducta en que no ha existido imprudencia de ninguna especie, mucho menos temeraria, trasgrede el citado artículo 490. Manifiesta que la doctrina y la jurisprudencia coinciden en ciertos rasgos básicos de la imprudencia temeraria; la creación o aumento de un riesgo, la gravedad del mismo, la irreflexión extrema en el obrar y dice que ninguno de estos criterios, aplicados en la especie, permite calificar de temeraria la imprudencia de Ortega cuya conducta, lejos de revelar imprudencia temeraria, evidencia preocupación y solicitud por la paciente, pues coloca la anestesia, permanece unos quince minutos al lado de la señora Bravo, controlándola y superando algunos problemas menores y cerciorándose de que todo marche bien. Luego, sale del box, pero dejando a la parturienta acompañada por la matrona y permanece dentro del recinto de la sala de pre-partos, a pocos metros de distancia del box en que está el lecho de aquélla. Apenas la matrona advierte el paro lo llama y Ortega acude en forma inmediata y hace lo que debería hacer: comienza las maniobras de reanimación y envía entretanto a buscar a alguno de los médicos de turno. Esta conducta no puede considerarse, racionalmente, de imprudencia temeraria y ni siquiera permite afirmar un vínculo de causalidad entre la momentánea ausencia de Ortega del interior del box y las lesiones sufridas por la señora Bravo. Termina solicitando que esta Corte acoja el recurso, anule la sentencia recurrida y dictando sentencia de reemplazo absuelva al acusado y niegue lugar a la demanda civil.

LA CORTE

En cuanto al recurso de casación en la forma del procesado:

1º) 
Que el recurrente sostiene que el fallo no indica en qué habría consistido la omisión que se le imputa, lo que no es efectivo, pues la omisión en que incurrió Ortega, se encuentra latamente descrita en los considerandos 13º, 14º y 15º de la sentencia que se ataca;

2º) 
Que en el escrito de formalización se afirma que el fallo censurado no contiene consideraciones respecto de la atenuante incompleta del Nº 1º del artículo 11, en relación con las eximentes de los números 8º, 10º y 13º del artículo 10 del Código Penal, pero la sentencia de alzada contiene razonamientos respecto de dichas atenuantes en sus fundamentos 20º y 21º;

3º) 
Que finalmente se hace valer la nulidad formal, respecto de la parte del fallo atacado que se refiere a la remisión condicional de la pena, pero tal beneficio, al igual que las tachas, si bien se resuelve en la sentencia definitiva, sin embargo, en este aspecto el fallo no es una sentencia definitiva ni interlocutoria que haga imposible la continuación del juicio, por lo que el recurso, en este aspecto, debe ser declarado inadmisible.

Respecto al recurso de casación en el fondo formalizado a fojas 544:

4º) 
Que el recurrente no hace valer el quebrantamiento de ninguna ley reguladora de la prueba, ni la causal 7ª del artículo 546 del Código de Procedimiento Penal, por lo cual han quedado definitiva e inamoviblemente establecidos para el tribunal de casación en el fondo los siguientes hechos:

a)
que en lo tocante a la previsibilidad del resultado producido, el Director del Hospital Paula Jaraquemada informa que el paro cardíaco respiratorio consecutivo a la anestesia epidural es un riesgo que está descrito en medicina; el médico Humberto Juan de Dios Leyton Besoaín explica a fojas 34 de este expediente y a fojas 13 del sumario administrativo, que el accidente sufrido por la señora Bravo —a quien él debió practicar de urgencia una cesárea— es un riesgo contemplado en el uso de este tipo de anestesia; la Sociedad de Anestesiología expresa que en todo proceso anestesiológico existe un porcentaje de riesgos, entre los que incluye la caída de la presión arterial, insuficiencia respiratoria y circulatoria, paro cardíaco y muerte; el Instituto Médico Legal asegura que el paro cardio-respiratorio se puede presentar cuando se administra cualquier tipo de anestesia; y el médico Herdenson Flores, Jefe del Departamento de Anestesia del Hospital Paula Jaraquemada, informa que la entrada masiva de solución anestésica al espacio subaracnoideo -una de las complicaciones de la epidural- se caracteriza por una parálisis de los músculos intercostales y del diafragma que imposibilita al paciente para movilizar el volumen respiratorio corriente, lo que irremediablemente deriva en paro cardíaco si no se trata como allí se indica; en el informe pericial de fojas 116 también se precisó que la anoxia neuronal difusa es una fase posterior al paro cardíaco respiratorio, que se produce después de la reanimación tardía; que el nombrado médico Flores, a fojas 19 del sumario administrativo y 305 del expediente; sus colegas de profesión Alberto -Krug Peñafiel, Emiliano Alberto Soto Ramo, Ramón Antonio Rubio Madariaga, René Cabrera Porter, José Catafau Soto, Osvaldo San Pedro Valenzuela, Luis Díaz Quijada, Andrés Joaquín Juricic Villalón, el ya nombrado Humberto Juan de Dios Leyton Besoaín, y las matronas Otilia Gómez Hernández, Berta Irene Burkhardt Loch, Noemí Zepeda Morales, Sonia Torres Mellado y Leticia Lorenzetti Silva, coinciden en aseverar que el control de los signos vitales de la madre mientras la anestesia hace efecto corresponde al anestesista, así como el percatarse de un paro cardíaco y sacar de él a la paciente; que el reo Raúl Andrés Ortega estaba en la obligación de prever el resultado en comento (considerando 13º);

b)
que en lo que se refiere a la matrona que asistió a la Sra. Bravo, en el fundamento 9º de la sentencia se deja constancia de que el objeto propio de su oficio es el de asistir a la madre y a la criatura durante el parto propiamente tal, lo cual comprende, por una parte, el hecho biológico de la expulsión del feto y de la placenta desde el cuerpo materno y, por otra, la recepción exterior de la criatura separada de su madre (considerando 9º sentencia recurrida);

c)
que no cabe incluir en el arte propio de la matrona Sonia Salas conocimientos específicos relativos al proceso de anestesiamiento y sus posibles efectos inmediatos así como a maniobras de desparalización cardiorrespiratoria y de resucitación postanóxicas, porque por sí mismas escapan al ámbito propio que a esa profesión concierne (considerando 11°);

d)
que Sonia Salas no estaba en el deber u obligación de prever los hechos directamente causantes de las lesiones de Silvia Bravo, y que, por lo mismo, ese resultado lesivo no es imputable a la infracción de un deber de cuidado o diligencia por parte de aquélla (considerando 11°);

e)
que en lo relativo a que Ortega no haya previsto tal resultado, rolan en autos los siguientes elementos probatorios: a) informe pericial de fojas 116, en cuyo acápite primero se consigna que la anoxia neuronal difusa se produce después de la reanimación tardía de un paro cardiorrespiratorio y que es reversible, es decir, regresa a la normalidad sin dejar secuelas, si se aplican recursos terapéuticos "que dan la experiencia y práctica del anestesiólogo" en el comienzo del paro o en los primeros cuatro minutos de iniciación de la fase anóxica. A fojas 333 el mismo instituto especializado precisa que el daño cerebral irreversible por anoxia se produce si la detención de la función cardíaca supera los tres minutos; b) Oficio de fojas 263 en el que la Sociedad Chilena de Obstetricia y Ginecología expresa que en condiciones ideales el organismo tendría una reserva de oxígeno que alcanzaría para que tolerase solamente hasta tres minutos de cese de circulación antes de que empiece a producir daño cerebral; c) documento de fojas 21 del sumario administrativo, ratificado por su otorgante a fojas 19 de ese antecedente, consiste en un informe del médico Herdenson Flores; confeccionado por él el día de los hechos, y dirigido por Flores al Jefe del Departamento de Anestesia del Hospital Paula Jaraquemada, en el que manifiesta que "la paciente queda sin control por tiempo que no define"; que el daño cerebral irreversible por anoxia se debió a que Silvia Bravo permaneció en paro cardíaco sin que se adoptara recurso terapéutico alguno para sacarla de ese estado durante un significativo período de tiempo, cuya exactitud cronológica no es indispensable precisar. No contradice la conclusión anterior lo sostenido por Ortega a fojas 83 del sumario administrativo en orden a que una vez puesta la anestesia controló la presión arterial, salió del box y permaneció en el recinto de preparto hasta ser avisado por la matrona de que la enferma presentaba problemas respiratorios, hecho este no solamente reconocido por la defensa en estrados y atestiguado por la matrona de turno Noemí Zepeda Morales, sino aclarado por el reo al formular sus descargos a fojas 153 del sumario administrativo: durante cinco a diez minutos inmediatamente siguientes al inicio del anestesiamiento acostó a la parturienta y efectuó diversos controles; durante otros cinco minutos solucionó una cierta dificultad para hablar y anomalías motoras en las extremidades inferiores; salió del box y permaneció en el recinto de preparto hasta el aviso de irregularidades por parte de la matrona, paseándose en el intertanto por el recinto; reconoce no haber controlado directamente en su totalidad el proceso anestésico; es precisamente el hecho de la desatención el que importa que Ortega no haya previsto el resultado producido que como se ha dicho estaba en la obligación de prever, y, en este caso además, en la evidente posibilidad de evitar (considerando 14º de la sentencia recurrida);

f)
que en cuanto a que el resultado (lesiones gravísimas a la víctima) sea consecuencia inmediata de la trasgresión del deber de cuidado o diligencia que Ortega tenía para con la señora Bravo, es un hecho cierto que fluye de las pericias de fojas 116 y 333 suscritas por especialistas del Instituto Médico Legal, del informe de la Sociedad Chilena de Obstetricia y Ginecología y de los testimonios que prestan los médicos Emiliano Alberto Soto Romo, José Catafau Soto y Luis Díaz Quijada, y la matrona Noemí Zepeda Morales, que las lesiones que afectan a Silvia Bravo no habrían sobrevenido de haber mediado de parte de aquél ese elemental cumplimiento del deber y respeto a la vida y la salud de la señora Bravo le hacía inexcusable (considerando 15° del fallo censurado);

5°) 
Que el hecho ejecutado por el reo de abandonar el box dentro del cual estaba la paciente, para salir a pasearse en la sala de preparto (considerando 14°, sentencia de fojas 513) cuando la anestesia no había terminado y estaba haciendo su efecto en la ofendida, constituye imprudencia temeraria, pues si el reo Ortega había notado al principiar el proceso anestésico en la señora Bravo dificultad para hablar y anomalía motora en las extremidades -hubiera quedado en el box, como era su deber—, controlando los signos vitales de su paciente, se habría percatado del paro cardíaco antes de que lo hiciera la matrona Sonia Salas y se habría ocupado de inmediato, de sacar a la señora Bravo del paro cardíaco que la afectaba sin esperar el llamado de Sonia Salas, la que tenía bajo su responsabilidad sólo asistir a la madre y a la criatura durante el parto propiamente tal, especialmente conociendo, como se expresa en el fundamento 4°, que en todo proceso anestesiológico existe un porcentaje de riesgos, entre los que se incluye la caída de la presión arterial, insuficiencia respiratoria y circulatoria, paro cardíaco y muerte;

6°) 
Que, por lo tanto, la sentencia que se ataca no ha trasgredido el artículo 490 del Código Penal, ni los artículos 1° y 2° del mismo Estatuto, pues el reo ejecutó un hecho con culpa de su parte.

En lo que se refiere al recurso de casación en el fondo interpuesto por el Servicio de Salud Metropolitano Central;

7º) 
Que el recurso en estudio, cita como trasgredidos los artículos 67 de la Ley 10.383, 16 inciso 2°- del Decreto Ley 2.763, de 1979, y 2322 del Código Civil, sostiene que la infracción se ha producido al determinar que el Servicio de Salud Metropolitano Central, un ente estatal, persona jurídica de Derecho Público, fuera condenado al pago de una indemnización civil, solidariamente con Raúl Ortega Weason, funcionario del mismo a la fecha de la ocurrencia de los hechos que dieron origen al proceso, por aplicación del artículo 2322 del Código Civil;

8º) 
Que el artículo 67 de la Ley 10.383, dispone "El Servicio Nacional de Salud será persona jurídica de administración autónoma, dependerá del Ministerio de Salubridad, actual Ministerio de Salud Pública, y se regirá por las disposiciones de la presente ley y por los reglamentos que se dicten en conformidad a ella y estará sometido al control administrativo y técnico, en lo que no se refiera a funciones derivadas del Código Sanitario, a la Dirección General de Previsión Social, actual Superintendencia de Seguridad Social, la que conservará sus actuales facultades".

Por su parte el inciso 2° del artículo 16 del Decreto Ley 2.763, de 1979, crea Servicios de Salud Regionales, en la Región Metropolitana de Santiago, en número de siete: Central, Sur, Sur Oriente, Oriente, Norte, Nor Occidente y Occidente. Los Servicios serán organismos estatales, funcionalmente descentralizados, dotados de personalidad jurídica y patrimonio propio para la realización de las referidas acciones (acciones integradas de fomento, protección y recuperación de la salud y rehabilitación de personas enfermas);

9º) 
Agrega el recurrente que en primer término cabe señalar que el artículo 2322, ubicado en el Título XXXV del Libro IV del Código Civil, al igual que todo ese cuerpo legal, rige relaciones de derecho privado. El Servicio de Salud Metropolitano y "su antecesor el ex Servicio Nacional de Salud", como ya se manifestó, por disposiciones de sus respectivas leyes orgánicas, son personas jurídicas de Derecho Público, con personalidad jurídica y patrimonios propios, sin fines de lucro;

10°) 
Que en lo atinente al recurso en estudio, la sentencia recurrida tiene por acreditados los siguientes hechos:

a)
que Raúl Ortega Weason asistió a Silvia Bravo, en su calidad de auxiliar de anestesia contratado por el Servicio de Salud Central, para desempeñarse en el Hospital Paula Jaraquemada, hecho que se establece, entre otras múltiples probanzas, con el mérito del Sumario Administrativo, con lo declarado en él y a fojas 302 del expediente por el médico Herdenson Flores, con lo informado por el Director del Hospital, con lo admitido por el Servicio demandado y con lo expresado por el propio Ortega en autos como en el cuaderno administrativo;

b)
que por la asistencia médica que procuró a la señora Bravo, el Servicio demandado le cobró las sumas indicadas en los instrumentos de fojas 389 y 390, hecho corroborado con los dichos de Sonia Salas y del actor a fojas 39 y 72 del sumario tantas veces mencionado (considerando 30º);

c)
que Raúl Ortega ejecutó el hecho imprudente en su condición de dependiente de una institución que en la oportunidad actuó como persona jurídica de derecho privado (considerando 31°);

d)
que si la hipótesis tuviera asidero que el Servicio de Salud sostuvo que el reo Ortega y la matrona Sonia Salas actuaron en carácter particular, necesario habría sido que al Hospital Paula Jaraquemada no le hubiera cabido otra participación que la de permitir el uso de sus equipos e instalaciones tal como lo sostienen los autorizados informes de fojas 336 (punto 2), 357 (párrafo final) y 363 (punto 2); (considerando 32º).

e)
que revela la más absoluta falta de previsión, de cuidado y de autoridad, el que en un box de la sala de preparto de la maternidad de un recinto hospitalario pueda abandonarse a su suerte a una enferma sometida a los efectos de la anestesia epidural, sin que un sistema de control o de vigilancia impida que los dependientes incumplan sus deberes, y ello es de resorte exclusivo del Servicio demandado; y

f)
la ausencia de cuidado ordinario por parte del Servicio se refleja también palmariamente en el hecho indubitado de encomendar a un estudiante de quinto año de medicina la atención exclusiva de procesos anestésicos múltiples, asumiendo con ello un evidente riesgo, como lo indican los oficios de fojas 116, 45 y 145, y el de acometer tales tareas en locales carentes de elementos indispensables, como fluye de lo que se lee a fojas 20, 23 (puntos 11 y 12) y 170 (punto 10) del cuaderno administnativo y del oficio de fojas 501 de este expediente);

11º) 
Que dentro de nuestra jurisprudencia, sentencias de esta Corte de 11 de octubre de 1938, de 15 de noviembre de 1941, de 9 de agosto de 1944, de 11 de noviembre de 1947 y de 13 de enero de 1965, afirman que el Fisco, por su condición de persona jurídica, es capaz de contraer obligaciones civiles derivadas de los delitos o cuasidelitos de sus dependientes, a virtud de que es propio de estas personas contraer obligaciones civiles, ya que con ese fin se ha creado la ficción especial que ellas constituyen, dándoles la aptitud necesaria para adquirir derechos de cualquier índole, excepto los familiares, y para ser sujetos de toda clase de derechos patrimoniales. El Fisco, aunque persona jurídica de Derecho Público, puede estar sujeto a responsabilidad extra-contractual cuando se trata de meros actos de gestión, por lo cual responde de hechos ejecutados por un dependiente suyo, con imprudencia temeraria, con culpa, tal dependiente no actúa como autoridad pública, sino como ya se dijo, en un acto de gestión, que por su naturaleza cae dentro de la regulación del derecho privado. El Estado cuando contrata con un particular ejecuta un acto de gestión privada que queda sometido al Derecho Privado, pues no procede como Poder Público, sino que se desprende de su facultad potestativa para pasar a ser sujeto de aquel derecho en iguales condiciones que su cocontratante. Los actos de gestión son aquellos que caen en el dominio de la igualdad de derechos entre las partes, o sea en la esfera del derecho privado. El Fisco, representante de la entidad en el orden patrimonial, responde civilmente de los perjuicios causados por un dependiente suyo que desempeñaba actos de gestión de una repartición fiscal que tiene a su cargo un servicio de utilidad pública.

Como se expresó en los acápites b) y c) el reo Ortega ejecutó el hecho imprudente en su condición de dependiente de una institución que efectuó un acto de gestión como persona jurídica de derecho privado y tanto es así, que la atención prestada a la señora Bravo hubo de ser pagada.

Cuando el Fisco actúa como poder público no tiene responsabilidad alguna por daños causados por funcionarios que realizan actos de autoridad, ejerciendo funciones que corresponden sólo a los Poderes Públicos, salvo las que establezcan leyes especiales para determinados Servicios Públicos;

12º) 
Que de la sentencia recurrida se desprende que la ofendida Bravo ingresó a la maternidad del Hospital Paula Jaraquemada, como paciente privada del Dr. Hernán Bórquez y que como éste no pudiera atender el parto, actuaron en él la matrona Sonia Salas y el anestesista Ortega, todo ello dentro de una actuación del Derecho Privado, como ya se ha manifestado, en ningún momento ni la matrona Salas ni el reo Ortega han actuado en su calidad de funcionarios públicos, por lo que es aplicable en este caso el Título XXXV del Libro IV del Código Civil; y

13°) 
Que dado todo lo que se ha expuesto no se han quebrantado, sino que se ha dado correcta aplicación a los artículos 67 de la Ley 10.383, 16 inciso segundo del Decreto Ley 2.763, de 1979, y 2.322 del Código Civil, por lo tanto, debe ser rechazado el recurso de casación en el fondo interpuesto por el Servicio de Salud Metropolitano Central.

Atendido, además, lo dispuesto en los artículos 535, 537, 543, 544 y 547 del. Código de Procedimiento Penal y 764, 765, 767, 787 y 809 del Código de Procedimiento Civil, se declara que no ha lugar, con costas, en que se condena solidariamente a la parte recurrente y al abogado que aceptó su patrocinio, a los recursos de casación en la forma y en el fondo, formalizados respectivamente, por el reo Raúl Ortega Weason a fojas 537 y 549 y por el Servicio de Salud Metropolitano Central, a fojas 544, en contra de la sentencia de 23 de agosto del año pasado, que se lee a fojas 513 y siguientes, la que no es nula.

Se aplica a beneficio de la Junta de Servicios Judiciales la cantidad de que da constancia la actuación de fojas 533; gírese cheque en su oportunidad.

Acordada contra la opinión del ministro señor Bórquez y del abogado integrante señor Urrutia, quienes estuvieron por acoger el recurso de casación en el fondo interpuesto por la defensa del reo Raúl Ortega Weason, que se formaliza en el escrito de fojas 549, en virtud de sus propios planteamientos de hecho y fundamentos de derecho, ya que a juicio de los disidentes la sentencia impugnada infringió el artículo 490 del Código Penal en relación con los artículos 1º y 2° del mismo Código, al aplicar a una conducta que el propio fallo califica como omisiva una sanción que el precepto contenido en el artículo 490 del aludido Estatuto aplica a aquel que ejecutare un hecho, por imprudencia temeraria, que si mediara malicia constituiría un crimen o un simple delito contra las personas.

En efecto, de lo expuesto en el párrafo final del considerando 14º del fallo que se impugna aparece en forma nítida el error de derecho en que incurren los jueces de la instancia al concluir calificando el actuar del reo Ortega en esta forma textual: "Es precisamente el hecho de la desatención el que importa que Ortega no haya previsto el resultado producido que, como se ha dicho, estaba en la obligación de prever, y, en este caso, además, en la evidente posibilidad de evitar".

¿Cuál es el hecho ejecutado por el reo Ortega que trajo tan desgraciadas consecuencias a la señora Bravo?

La sentencia impugnada, reafirmando el error de derecho en que incurre agrega en su considerando 15º: "Que en cuanto a que el resultado sea una consecuencia inmediata de la transgresión del deber de cuidado o diligencia que el acusado Ortega tenía para con la señora Bravo, es un hecho cierto —que fluye de las pericias de fojas 116, y de los testimonios de los médicos de fojas 273 vuelta, 275, 287, 292, 293, 299 vuelta, 300, 314, 317 vuelta- que las lesiones que afectan a Silvia Bravo no habrían sobrevenido de haber mediado de parte de aquél ese elemental cumplimiento del deber, que el respeto por la vida y la salud de la Bravo le hacía inexcusable".

Es con estos antecedentes y razonamientos que el fallo que se impugna concluye en el fundamento 16º, textualmente: "Que de esta manera, por reunirse todas las condiciones que la figura del artículo 490 del Código Criminal hace exigibles, se llega a la convicción de que Raúl Andrés Ortega Weason es responsable del cuasidelito de lesiones graves que su numero primero sanciona con reclusión o relegación menores en sus grados mínimo a medio".

Sin embargo, en cuanto a la única conducta sancionable que jurídicamente pudiera haber afectado al reo Raúl Ortega en estos hechos, cual es la de su intervención en la anestesia de la señora Bravo, los propios jueces de la instancia -ateniéndose al mérito del proceso— expresan en el considerando 17º: "Que contrariamente a lo sostenido por el querellante y acusador, no resulta procedente condenar al reo Ortega, por la supuesta imprudencia temeraria que se le achaca al inyectar erróneamente la anestesia epidural, toda vez que no habiéndose descartado el evento de una malformación de la paciente —que es una de las causales de trastornos postanestésicos descubierta por la ciencia (fojas 43 y siguientes, 143 y siguientes y 158 y siguientes y 334), no queda establecido que haya sido esa conducta la inmediata causante del resultado antijurídico".

Por lo expuesto, y ante la circunstancia de mantenerse por los (señores ministros que forman sentencia, los mismos errores en que incurre el fallo impugnado, disienten de lo por ellos resuelto y estiman que a su juicio debe acogerse el recurso de casación en el fondo deducido por la defensa del reo Ortega, anularse dicho fallo y dictar la correspondiente sentencia de reemplazo que revocando la de primera instancia absuelva de la acusación al reo Raúl Andrés Ortega y mantenga la absolución de María Sonia Salas Barría, y consecuencialmente rechazar la demanda civil en todas sus partes, declarándose también por esta Corte Suprema que atendido lo resuelto es innecesario dar pronunciamiento respecto del recurso de casación en el fondo deducido por el Servicio de Salud Metropolitano Central. Los disidentes concurren al rechazo del recurso de casación en la forma interpuesto por el reo Raúl Andrés Ortega.

Redacción del fallo de mayoría el ministro señor Eyzaguirre y del voto disidente el ministro señor Bórquez.José M. Eyzaguirre E., Israel Bórquez M., Octavio Ramírez M., Víctor Manuel Rivas del C., Enrique Urrutia M.

En su parte pertinente, la sentencia de segunda instancia, de la Corte de Apelaciones de Santiago, es del tenor siguiente:

1° 
Que conviene dejar expresa constancia del vicio procesal que los sentenciadores han percibido en el curso del acuerdo, consistente en haberse procedido a la vista de los recursos sin hacer regir previamente el decreto "autos en relación" que se había dejado sin efecto a fs. 505, omisión que M obliga al tribunal a invalidar el trámite, habida consideración de la comparecencia a estrados de los representantes de todas las partes que, al actuar, así, renunciaron a la invocación del vicio eventualmente invalidante.

2° 
Que acerca de la existencia del hecho punible investigado, rolan también en autos los siguientes antecedentes:

a)
declaración de Ana Luisa Catalán Pedraza, a fs. 268 vta., ex vecina de la ofendida y actual vecina de una tía de ésta, a la que le consta que Silvia Bravo fue a "mejorarse" al Hospital Paula Jaraquemada y quedó impedida, perdiendo "de repente" la noción;

b)
Dichos de Manuel Cabello Galarce, a fs. 269, quien conoce a la afectada por tener un negocio cerca de su domicilio y dice haber visto, entre cinco y tres meses antes de su comparecencia (fines de octubre de 1981), que la llevan en silla de ruedas y la hacen caminar entre dos personas, agregando que da lástima verla paralítica y que ella misma le contó que ello se debía a una operación;

c)
Atestado de Marta Alicia Sir Escobar, a fs. 276, quien dice ser kinesióloga de la Empresa de Transportes Colectivos del Estado, donde conoció a Silvia Bravo; que supo por la matrona de esa empresa que ésta había sufrido un paro cardio-respiratorio en el parto; que la atendió como kinesióloga pues quedó con encefalopatía; que se ha mantenido informada de su estado a través de llamadas telefónicas del cónyuge de la enferma y que le consta que quedó incapacitada, debiendo ayudársele incluso a comer cuando las convulsiones así lo requieren;

d)
Deposición de María Angélica de Geyter Cáceres a fs. 276 vta., químicofarmacéutica del ex Hospital San Borja, donde se le informó que la Bravo quedó inválida a raíz de un parto. Dice que la vio en la Clínica Coronaria, que estaba saliendo de su coma, que no controlaba sus movimientos y que cree que la reconoció con dificultad;

e)
Expresiones de la tecnóloga médica Dina del Pino Muñoz a fs. 277, en orden a haber conocido a Silvia Bravo en el Hospital San Borja, donde trabajaron juntas. Al ser informada que como consecuencia de una anestesia había quedado enferma, la visitó en tres oportunidades, notando una recuperación;

f)
Relato de Noemí Zepeda Morales (fs. 282), matrona que estaba de turno en la maternidad del Hospital Paula Jaraquemada la noche del 10 de septiembre de 1978 y que percibió de modo directo cómo la anestesia produjo "problemas" a la paciente Silvia Bravo, ayudando a su reanimación, y

g)
Sumario administrativo incoado en el Servicio de Salud Central con ocasión de las conductas aquí investigadas, de cuya inspección se dejó constancia a fs. 149 y siguientes, y copia fiel del cual este tribunal ha tenido a la vista.

3° 
Que los antecedentes signados e), f) y j) del fundamento tercero de la sentencia apelada y g) del que precede constituyen presunciones judiciales al tenor de los artículos 479, 485 y 486 inciso segundo del Código de Procedimiento Penal; los signados s), t) y u) del mismo razonamiento del fallo en examen, y f) del precedente, consisten en testimonios del artículo 459 del mismo Código; y los signados v) y w) del señalado considerando tercero, a), b), c), d) y e) de que antecede, son testimonios apreciables de conformidad con los artículos 464 y 488 de ese cuerpo legal.

Tales elementos de convicción permiten tener por establecido que Silvia de las Mercedes Bravo Bravo —nacida el 14 de octubre de 1945, según aparece de la Libreta de Familia de fs. 1 ingresó el día 9 de septiembre de 1978 a la maternidad del Hospital Paula Jaraquemada para ser atendida en su primer parto. Se le inyectó anestesia epidural, la que causó un paro cardiorrespiratorio, el que a su vez ocasionó una anoxia neuronal, a consecuencia de la cual resultó la señora Bravo con lesiones irreversibles.

El parto de creatura viva se produjo por vía cesárea, estando la madre en coma anóxico.

4° 
Que sobre el carácter de tales lesiones rolan en autos variados antecedentes, entre los que cabe destacar:

a)
Certificado del médico del Servicio de Neurología del Hospital del Salvador señor Arturo Fredes Briceño, quien el 25 de octubre de 1978 señala que Silvia Bravo presenta una encefalopatía anóxica desde hace un mes, con pronóstico reservado;

b)
Historia Clínica en la Unidad Coronaria del Hospital Paula Jaraquemada, recinto en el que la señora Bravo permaneció entre los días 11 y 24 de septiembre de 1978 (fs. 55 y siguientes).

En ella se deja constancia que la paciente ha experimentado mejoría del estado de conciencia, pues "obedece órdenes, sigue con la mirada, pregunta por familiares lejanos, coopera, se expresa de palabra y con ' mímica en forma atingente". En lo neuro- lógico, mira y responde al llamado de su nombre. Padece de hiperkinesia, con sacudidas axiales;

c)
Informe clínico del Servicio de Neurología del Hospital Salvador (fs. 3), en el que se concluye que en noviembre de 1978 Silvia Bravo padecía un síndrome de Korsakoff, secuela del paro cardíaco aludido;

d)
Certificados médicos otorgados por el médico José Joaquín Fernández Valenzuela con fechas 28 de febrero de 1979 (fs. 6), diciembre del mismo año, 11 de enero de 1980 y 15 de julio de 1981, signados los tres últimos con los números 10, 11-2 y 9 en el cuarto otrosí de fs. 216, y ratificados todos por su otorgante a fs. 311 y 146, donde se deja constancia de la evolución de la enferma después de su anoxia, resumiendo su estado a fines de 1981 en incapacidad para el desempeño de funciones básicas como las de defecar, orinar y asearse; escasa capacidad volitiva, imposibilidad irreversible de autosuficiencia y riesgo de nuevos cuadros psicóticos;

e)
Declaración del médico Félix Camilo Amagada Ríos, quien a fs. 308 ratifica el certificado acompañado con el número 10 bis en el cuarto otrosí de fs. 216 y expresa que en su calidad de neurólogo atendió a Silvia Bravo entre febrero de 1979 y mediados de 1981, por lo que puede aseverar que la anoxia que la afectó en septiembre de 1978 dejó en ella secuelas definitivamente invalidantes que le impedirán valerse por sí misma en la vida diaria, requiriendo de medicamentos en forma permanente y afrontando el riesgo de nuevos episodios psicóticos;

f)
Informe del Instituto Médico Legal, de fs. 20, donde se constata que en junio de 1979, la señora Bravo presenta síndrome psicoorgánico y síndrome atáxico cerebeloso con miclonías, secuelas ambas de una anoxia que se habría producido en el parto y que pueden estabilizarse con grave compromiso de la personalidad o recuperarse parcialmente.

En septiembre del mismo año se complementa esa información en el sentido que, examinada la enferma en tres oportunidades, sus lesiones tienden a estabilizarse (fs. 37); y

g)
Dictamen del perito designado por el tribunal, médico fisiatra Livio Paolinelli Monti, quien a fs. 364 -objeción parcial desechada en el fundamento 21º del fallo apelado y 387 informa con fechas enero y marzo del año pasado, respectivamente, que doña Silvia Bravo deambula apoyada por terceros, con marcha atáxica; que necesita silla de ruedas para su movilización; que las secuelas motoras que presenta son secundarias a paro cardiorrespiratorio sufrido en septiembre de 1978; que tales secuelas son definitivas e irrecuperables; que si bien hay independencia en las actividades más básicas, sobre todo en los momentos de mayor lucidez (alimentarse, vestirse, asearse), necesita apoyo permanente en las actividades de la vida diaria; que requerirá de controles y medicamentación continuos y que no pueden descartarse nuevos episodios psicóticos.

5º 
Que los datos que vienen de exponerse son suficientes para concluir que doña Silvia Bravo Bravo quedó inutilizada para el trabajo por el resto de su vida, como consecuencia directa de la anoxia cerebelosa que en ella produjo el paro cardiorrespiratorio postanestésico que sufrió la noche del 9 de septiembre de 1978, lesión grave comprendida en el número primero del artículo 397 del Código Penal.

6º 
Que la acusación vertida a fs. 214 contra Sonia Salas y Raúl Ortega como autores del cuasidelito del que esas lesiones serían el resultado, obliga a los sentenciadores a revisar los requisitos del delito culposo y la concurrencia de ellos en el caso sub judice, respecto de cada uno de los encausados.

7º 
Que todo delito culposo presupone:

a)
una conducta humana (activa u omisiva);

b) 
un resultado típico y antijurídico, y

c) 
relación causal directa entre quehacer y resultado.

En el caso en examen el único presupuesto a estas alturas claramente concurrente es el segundo, toda vez que al tenor de lo anteriormente expuesto la señora Bravo resultó con lesiones cuya antijuricidad y tipicidad aparecen de su consagración delictiva en el artículo 397 Nº 1 del Código Penal.

8º 
Que para el correcto estudio de la configuración de los otros dos presupuestos es preciso destacar la forma en que nuestro ordenamiento jurídico encara el delito culposo.

El artículo 10 Nº 13 del Código Punitivo establece la regla general: está exento de responsabilidad criminal el que comete un cuasidelito, salvo en los casos expresamente penados por la ley.

El artículo 2° del mismo Código se limita a sostener que hay cuasidelito cuando sólo concurre culpa en el que comete acciones u omisiones que, actuadas con dolo o malicia, importarían un delito.

Aparte de otras figuras que no vienen al caso, importa detenerse en las acciones u omisiones culposas que contempla el Título X del Libro II del citado estatuto. El artículo 491 inciso primero es restrictivo en cuanto alcanza únicamente a quienes detentan algunas de las calidades profesionales en él indicadas: médico, cirujano, farmacéutico, flebotomiano o matrona.

Este tipo es eventualmente aplicable a Sonia Salas, pues está comprobada en autos su calidad de matrona a la época de los hechos pesquisados; mas no a Raúl Andrés Ortega, que carecía en la misma época de cualesquiera de las señaladas calidades. El artículo 492 refiérese al delito culposo ejecutado con infracción de los reglamentos, entendiéndose por tales los que específicamente incumben a la actuación humana de que se trata.

A la fecha de las conductas en examen y como se informa en el primer acápite de fs. 124, no existía una reglamentación específica que obligara, en los términos del recordado artículo 492 inciso primero, al inculpado Raúl Andrés Ortega. La normativa a que aluden los oficios de fs. 336, 357, 363, 372 y 374 es irrelevante a tal propósito, sea por no revestir tal carácter reglamentario, sea por resultar inatinente al preciso quehacer que aquí interesa, sea por su data posterior a la del cuasidelito imputado.

Por su parte el artículo 490 sanciona al que por imprudencia temeraria ejecutare un hecho que, si mediara malicia constituiría un crimen o un simple delito contra las personas, norma cuya amplitud -al menos aparente— hace imperativo el examen de su posible aplicación a la conducta de los reos.

Por lo tanto, el estudio de los antedichos presupuestos debe hacerse a la luz del artículo 491 tratándose de Sonia Salas, y del 490 tratándose de ambos reos.

9º 
Que la razón de ser del tipo que contempla el artículo 491 inciso primero del Código Penal radica en la conveniencia de asegurar la sanción de aquellos que prescinden de la esmerada diligencia que la importancia de su profesión hace indispensable en atención al gran valor que constituye su objeto propio, como, por ejemplo, la vida y la salud. El aprecio de los bienes jurídicos protegidos hace que el legislador exija un cuidado especial a los exclusivos encarga; dos de velar por ellos, tanto en orden a la previsibilidad de su lesión como a la evitabilidad de los resultados que de ésta puedan derivarse.

En lo que respecta a una matrona, el objeto propio de su oficio es él de asistir a la madre y a la creatura durante el parto propiamente tal, lo cual comprende, por una parte, el hecho biológico de la expulsión del feto y de la placenta desde el cuerpo materno y, por otra, la recepción exterior de la creatura separada de su madre. Puede entonces sostenerse que delinque culposamente la matrona que en forma negligente, esto es, atentando contra la esmerada diligencia, causa mal a la madre en el arte de asistirla por mientras expulsa el feto y la placenta, o a la creatura en el de recibirla una vez separada de su madre.

Sentado como ha quedado en el considerando tercero de este fallo que el resultado lesivo se debió a una anestesia epidural que causó un paro cardiorrespiratorio y éste, a su vez, una anoxia neuronal, es evidente que la eventual impericia de Sonia Salas no ha podido ser la causante del mal que hoy se lamenta, por cuanto, como ya se precisó, es impertinente a su oficio o profesión el tal proceso anestésico.

No puede sancionársela entonces como infractora del consabido artículo 491 inciso primero.

10º 
Que el hecho ejecutado por imprudencia temeraria que castiga el artículo 490 del Código Penal es el que viola el elemental deber general de precaución y diligencia que pesa sobre todo hombre respecto de ciertos bienes que el legislador valoró especialmente, tales como la vida, la integridad física y la salud, cuyo aprecio el ordenamiento jurídico no sólo quiere sino que supone, de manera tal que castiga al que, despreciándolos o minusvalorándolos, actúa voluntariamente a pesar del resultado injusto que su actuar, si bien no quiere, puede producir. La imprudencia temeraria apunta al innecesario aumento o creación por el agente del riesgo que constituye ese resultado, por no adoptar las medidas o precauciones que la prudencia ordinaria hace aconsejables.

Como se ve, el sujeto puede y debe saber el efecto antijurídico que su actuación potencialmente implica y está en situación de evitarlo. Es lo que la doctrina llama previsibilidad.

Para que la conducta humana sea culposa -primero de nuestros presupuestos se requerirá:

a) 
que el resultado producido sea previsible;

b) 
que haya existido obligación de preverlo; y

c) 
que no se le haya previsto.

Y para que esa conducta culposa configure a su vez alguno de los cuasidelitos del artículo 490, imprescindible resulta establecer que el resultado obligatoriamente previsible y no previsto sea consecuencia inmediata de la infracción del deber de cuidado o diligencia -tercero de nuestros presupuestos- o, en otros términos, que tal resultado de manera alguna se habría producido de haberse obrado conforme al deber.

Corresponde revisar la concurrencia de esos requisitos respecto de los reos Salas y Ortega.

11º 
Que nada en autos permite incluir en el arte propio de la matrona Sonia Salas conocimientos específicos relativos al proceso de anestesiamiento y sus posibles efectos inmediatos, así como a maniobras de desparalización cardiorrespiratoria y de resucitación postanóxicas, porque por sí mismas escapan al ámbito propio que a esa profesión concierne, según se dijo en el razonamiento noveno que precede.

Esto implica que Sonia Salas no estaba en el deber u obligación de prever los hechos directamente causantes de las lesiones de Silvia Bravo, y que, por lo mismo, ese resultado lesivo no es imputable a la infracción de un deber de cuidado o diligencia por parte de aquélla.

Sonia Salas es, por ende, inimputable en los términos del citado artículo 490 inciso primero. Algunas alegaciones o argumentaciones en contrario ventiladas en autos no tienen asidero porque, sin excepción, se apoyan en hechos que no han sido los inmediatamente causantes de las lesiones (verbigracia: no haber dado aviso del parto a los médicos de turno, haber ordenado a Ortega que pusiera anestesia epidural, o haber modificado la "ficha" de parto).

Debe, por tanto, accederse al pedido de absolución hecho por la defensa de la Salas a fs. 226, pues al tenor del artículo 456 del Código de Procedimiento del Rata nadie puede ser condenado sino cuando el tribunal que lo juzgue haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al reo una participación culpable y penada por la ley.

12º 
Que en lo tocante a la previsibilidad del resultado producido, el Director del Hospital Paula Jaraquemada informa a fs. 10 que el paro cardiorrespiratorio consecutivo a la anestesia epidural es un riesgo que está descrito en medicina; el médico Humberto Juan de Dios Leyton Besoaín explica a fs. 34 de este expediente y a fs. 13 del sumario administrativo que el accidente sufrido por la señora Bravo —a quien él debió practicar de urgencia la cesárea- es un riesgo contemplado en el uso de este tipo de anestesia; la Sociedad de Anestesiología expresa a fs. 45 que en todo proceso anestesiológico existe un porcentaje de riesgos, entre los que incluye la caída de la presión arterial, insuficiencia respiratoria y circulatoria, paro cardíaco y muerte; el Instituto Médico Legal asegura a fs. 116 que el paro cardiorrespiratorio se puede presentar cuando se administra cualquier tipo de anestesia; y el médico Herdenson Flores, jefe del Departamento de Anestesia del Hospital Paula Jaraquemada, informa a fs. 160 que la entrada masiva de solución anestésica al espacio subaracnoideo —una de las complicaciones de la epidural- se caracteriza por una parálisis de los músculos intercostales y del diafragma que imposibilita al paciente para movilizar el volumen respiratorio corriente, lo que irremediablemente deriva en paro cardíaco si no se trata como allí se indica.

Cabe tener presente que en el dictamen pericial de fs. 116 también se precisó que la anoxia neuronal difusa es una fase posterior al paro cardiorrespiratorio, que se produce después de su reanimación tardía.

Todo lo cual conduce a la inevitable conclusión de que el resultado lesivo de que se viene hablando era normalmente previsible para quien anestesió a la afectada.

13º
Que en lo referente a la obligación que recaía sobre Ortega de prever ese resultado, ella se desprende de lo que viene de esclarecerse, toda vez que si este resultado se inscribía entre los riesgos normalmente previsibles, es inconcuso que para quien voluntariamente asume la responsabilidad de anestesiar —labor, por lo demás, que constituía al mismo tiempo su labor habituales un deber conocer el efecto antijurídico que su conducta potencialmente implica.

Así se desprende también de lo que informa a fs. 124 el nombrado médico Herdenson Flores en cuanto a que el tipo de anestesia que se emplea en un paciente depende del conocimiento teórico anestesiológico adquirido en cursos, becas, charlas y congresos y en la constante puesta al día de conocimientos que se adquieren en libros y revistas de la especialidad; y que el tipo de anestesia a administrar es discriminada por el anestesiólogo conforme a ciertos indicadores que ahí se mencionan.

Por su parte, el mismo médico Flores, a fs. 19 del sumario administrativo y 305 del expediente; sus colegas de profesión Alberto Krug Peñafiel, a fs. 273 vta., Emiliano Alberto Soto Ramo, a fs. 275, Ramón Antonio Rubio Madariaga, a fs. 287, René Cabrera Porter, a fs. 292, José Catafau Soto, a fs. 293, Osvaldo San Pedro Valenzuela, a fs. 297 vta., Luis Díaz Quijada, a fs. 299 vta. y 300, Andrés Joaquín Juricic Villalón, a fs. 314, el ya nombrado Humberto Juan de Dios Leyton Besoaín, a fs. 317 vta., y las matronas Otilia Gómez Hernández, a fs. 280, Berta Irene Burkhardt Loch, a fs. 281, Noemí Zepeda Morales, a fs. 282, Sonia Torres Mellado, a fs. 283 y Leticia Lorenzetti Silva, a fs. 318 coinciden en aseverar que el control de los signos vitales de la madre mientras la anestesia hace efecto corresponde al anestesista, así como el percatarse de un paro cardíaco y sacar de él a la paciente.

Por consiguiente, el reo Raúl Andrés Ortega estaba en la obligación de prever el resultado en comento.

14º 
Que en lo relativo a que Ortega no haya previsto tal resultado, rolan en autos los siguientes elementos probatorios:

a) 
Informe pericial de" fs. 116, en cuyo acápite primero se consigna que la anoxia neuronal difusa se produce después de la reanimación tardía de un paro cardiorrespiratorio, y que es reversible, es decir, regresa a la normalidad sin dejar secuelas, si se aplican recursos terapéuticos "que dan la experiencia y práctica del anestesiólogo", en el comienzo del paro o en los primeros cuatro minutos de iniciación de la fase anóxica. A fs. 333, el mismo instituto especializado precisa que el daño cerebral es irreversible -anoxia- si la detención de la función cardíaca supera los tres minutos;

b) 
Oficio de fs. 263, en el que la Sociedad Chilena de Obstetricia y Ginecología expresa que en condiciones ideales el organismo tendría una reserva de oxígeno que alcanzaría para que tolerase solamente hasta tres minutos de cese de circulación antes que se empiece a producir daño cerebral;

c) 
Documento de fs. 21 del sumario administrativo ratificado por su otorgante a fs. 19 de ese antecedente, consistente en un informe que el día de los hechos confeccionó el médico Herdenson Flores, Jefe del Departamento de Anestesia del Hospital Paula Jaraquemada, al Jefe de Pabellones, y en el que narra que "la paciente queda sin control por tiempo que no se define.

Se encuentra a la paciente con dificultad para hablar y angustiada. Se solicita la presencia del Auxiliar Técnico, quien encuentra a la paciente en apnea, cianosis, se hace el diagnóstico de paro cardiorrespiratorio, estimándose la anoxia en más o menos diez minutos";

d)
Instrumento que rola a fs. 46 del mismo sumario, por el cual la Estadístico Jefe del Hospital del Salvador da cuenta de que la historia clínica de Silvia Bravo comienza diciendo que el 10 de septiembre de 1978 presentó paro cardíaco postanestesia epidural de 15 minutos de duración, y una anoxia cerebral como consecuencia;

e) Copia de la epicrisis de la señora Bravo en el Servicio de Maternidad del Hospital Paula Jaraquemada, donde se -lee que presentó problemas respiratorios a los 15 minutos siguientes al suministro de anestesia epidural, cayó en paro cardiorrespiratorio, permaneció en anoxia más o menos 10 minutos, se recuperó del paro, y retomó la respiración espontánea a los 40 minutos (fs. 76);

f)
Copia de la historia clínica de la Unidad Coronaria del mismo establecimiento asistencial, dejando constancia de que Silvia Bravo sufrió un paro cardiorrespiratorio a los 15 minutos siguientes a la inyección de la anestesia; que salió del paro, con maniobras, a los 10 minutos; y que recuperó la respiración a los 40 minutos (fs. 55), y

g)
Declaración del ya aludido médico Humberto Juan de Dios Leyton Besoaín, a fs. 33 vta., a quien le correspondió contribuir a la recuperación de la víctima y practicar la operación cesárea, por haber estado de turno en la oportunidad. Calcula que la paciente estuvo en paro cardíaco más de 4 minutos.

Estas probanzas, consistentes en un testimonio apreciable de conformidad con el artículo 464, dictámenes periciales valorables según el artículo 473 y documentos cuyo peso regulan los artículos 478 y 479, todos del Código de Enjuiciamiento del ramo, configuran presunciones judiciales que por reunir las exigencias del artículo 488 del mismo estatuto autorizan a tener por acreditado que el daño cerebral irreversible por anoxia se debió a que Silvia Bravo permaneció en paro cardíaco sin que se adoptara recurso terapéutico alguno para rescatarla de ese estado durante un significativo período de tiempo, cuya exactitud cronológica no es indispensable precisar.

No contradice tal conclusión lo sostenido por Raúl Andrés Ortega a fs. 83 del sumario administrativo en orden a que una vez puesta la anestesia controló la presión arterial, salió del box y permaneció en el recinto de prepartos hasta ser avisado por la matrona que la enferma presentaba problemas respiratorios, hecho este no solamente reconocido por su defensa en estrados y atestiguado por la matrona de turno Noemí Zepeda Morales a fs. 282, sino aclarado con detalle por el reo al formular sus descargos a fs. 153 del sumario administrativo: durante 5 a 10 minutos inmediatamente siguientes al inicio del anestesiamiento acostó a la parturienta y efectuó diversos controles; durante otros 5 minutos solucionó una cierta dificultad para hablar y anomalías motoras en las extremidades inferiores; salió del box y permaneció en el recinto de preparto hasta el aviso de irregularidades por parte de la matrona, paseándose en el intertanto por el recinto; reconoce, por último, no haber controlado directamente en su totalidad el proceso anestésico".

Esta confesión extrajudicial es para los sentenciadores un indicio grave al tenor del artículo 484 del Código de Procedimiento Penal, atendida la circunstancia en que fue prestada y la calidad de los funcionarios ante los cuales se rindió.

Es precisamente el hecho de la desatención el que importa que Ortega no haya previsto el resultado producido que, como se ha dicho, estaba en la obligación de prever, y en este caso, además, en la posibilidad de evitar.

15° 
Que en cuanto a que el resultado sea consecuencia inmediata de la transgresión del deber de cuidado o diligencia que el acusado Ortega tenía para con la señora Bravo, es un hecho cierto -que fluye de las pericias de fs. 116 y 333 suscritas por especialistas del Instituto Médico Legal, del informe de la Sociedad Chilena de Obstetricia y Ginecología (fs. 263), y de los testimonios que prestan los médicos Emiliano Alberto Soto Romo (fs. 274 vta.), José Catafau Soto (fs. 293) y Luis Díaz Quijada (fs. 299), y la matrona Noemí Zepeda Morales (fs. 282)—, que las lesiones que afectan a Silvia Bravo no habrían sobrevenido de haber mediado de parte de aquél ese elemental cumplimiento del deber que el respeto por la vida y la salud de la Bravo le hacía inexcusable.

16° 
Que de esta manera, por reunirse todas las condiciones que la figura del artículo 490 del Código Criminal hace exigibles, se llega a la convicción de que Raúl Andrés Ortega Weason es responsable del cuasidelito de lesiones graves que su número primero sanciona con reclusión o relegación menores en sus grados mínimo a medio.

17º 
Que contrariamente a lo sostenido por el querellante y acusador, no resulta procedente condenar al reo Ortega por la supuesta imprudencia temeraria que se le achaca al inyectar erróneamente la anestesia epidural, toda vez que no habiéndose descartado el evento de una malformación de la paciente —que es una de las causales de trastornos postanestésicos descubierta por la ciencia (fs. 43 y siguientes, 143 y siguientes, 158 y siguientes, y 334)- no queda establecido que haya sido esa conducta la inmediata causante del resultado antijurídico.

18º 
Que no puede aceptarse la alegación de la defensa del reo Ortega tendiente a excluir la conducta que se sanciona del ámbito de aplicación del artículo 490, por la vía de calificar a aquélla como meramente omisiva y de asignar a la voz "imprudencia" una acepción exclusivamente comisiva.

Si bien generalmente la imprudencia coincidirá con un comportamiento positivo (comisión) y la negligencia con uno negativo (omisión), ello no constituye una regla absoluta, pues el amplio concepto de "ejecutare un hecho" que emplea el artículo citado hace concebibles tanto negligencias en la acción como imprudencias en la omisión.

En la especie, Raúl Andrés Ortega encaró voluntariamente la ejecución de todo el proceso anestésico -ejecución de un hecho— y en él hubo un momento omisivo característico de esta índole de delitos culposos, cual es el de la falta al cuidado o el incumplimiento del deber de precaución cuya observancia habría evitado las consecuencias del hecho. Fue por imprudencia temeraria que el reo ejecutó el hecho no haciendo lo que debió hacer, aumentando los riesgos naturales del mismo.

19° 
Que la falta de la debida diligencia, latamente desarrollada en los fundamentos décimo a decimosexto de esta sentencia, obsta a la configuración de la eximente contemplada en el Nº 8 del artículo 10 del Código Penal, y de la atenuante correspondiente, impetradas por la defensa del reo Ortega.

20º 
Que la eximente del Nº 10 del mismo precepto y la consiguiente minorante del artículo 11 Nº 1, que también se hacen valer, exigen que se obre en el ejercicio legítimo de un oficio o cargo. Se dice que al estar contratado para suministrar anestesia, el encausado cumplió en el caso sub lite con su función específica. La causal eximente concurre siempre y cuando el acto tildado de imprudente responda al legítimo ejercicio de un oficio o cargo, legitimidad que mira en este caso al fiel seguimiento de la lex artis por la que tal oficio o cargo se rige y que ya ha sido echada de menos en la conducta enjuiciada, en términos tales que justifican su calificación de temerariamente imprudente.

21º 
Que la eximente del Nº 13 de la misma norma, y la atenuante del recordado artículo 11 Nº 1, no resisten el menor análisis a la luz de lo que se expuso en el razonamiento octavo precedente.

22º 
Que beneficia a Raúl Andrés Ortega la atenuante de su irreprochable conducta anterior, establecida con el mérito del extracto de filiación de fs. 192 y los testimonios de Luis Alberto Budinich Cortada y Emilio Chahuan Chehade a fs. 471 y 471 vta., respectivamente.

23º 
Que no resulta lógico ni aceptable atribuir a los tratamientos recuperatorios que Ortega efectuó a la paciente el carácter que el número séptimo del artículo 11 del Código Criminal exige para entender que con ellos se ha procurado con celo reparar el mal causado o impedir sus ulteriores consecuencias, puesto que la gratuidad de que éstos están revestidos por definición, no se compadece con la obligatoriedad jurídica y ética de aquellas maniobras, cuya omisión pudo haber importado el deceso de la destinataria.

24º 
Que favoreciendo al procesado Ortega una circunstancia minorante y ninguna agravante, no puede el tribunal aplicar el grado máximo de la penalidad, por imperativo del inciso segundo del artículo 68 del Código del Ramo.

25º 
Que si bien el certificado extendido por el secretario general subrogante de la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas en julio de 1981, acompañado con el número cinco en el cuarto otrosí de la demanda de fs. 216, y que no ha sido objetado, demuestra que a doña Silvia Bravo se le efectuaron descuentos por concepto de préstamos de medicina preventiva, se ignora el destino de esos créditos y, por consiguiente, no es posible establecer su relación directa con el mal causado por el reo, lo que conduce al rechazo de la acción civil en esa parte.

26º 
Que otro tanto debe decirse respecto de los pagos que por concepto de "bonos cheques", "recetas médicas" y "préstamos a descuento" figuran hechos por la víctima al Servicio de Bienestar de la Empresa dé Transportes Colectivos del Estado, en liquidación, en el listado adjunto con el número siete en el escrito a que acaba de hacerse referencia, correspondiendo, además, acotar que no está descartada la posibilidad de haberse destinado esos haberes a la solución de gastos cuya indemnización la sentencia ya ha considerado, lo que impele a su rechazo para evitar un doble resarcimiento.

No ocurre lo mismo con los rubros "Factura 01825 de la Clínica Psiquiátrica Pocuro $ 16.502,61", "Factura 010 de Clínica Pocuro $ 2.629,31" y "Factura 008 del Neurólogo Dr. Amagada $ 1.500", pues el mérito de los instrumentos agregados a fs. 6 y 11 de autos, así como el signado nueve en el cuarto otrosí del libelo, sumado a lo declarado a fs. 308 por el médico Félix Camilo Arriagada Ríos, hace presumir fundadamente la veracidad de esos insumos, motivo bastante para acoger la acción a su respecto.

27º 
Que en lo que toca al daño moral, no puede el tribunal desentenderse de la penosa realidad que por sí mismo constituye el resultado lesivo que ha sido motivo de esta investigación y comprende el vasto alcance de las interrogantes que el actor plantea a fs. 218: "¿cómo valorar lo que implica para una mujer joven el convertirse violentamente en un muerto-vivo, sin esperanza de normalidad, viendo convertirse en un vegetal, sin control de su cuerpo y su mente?, ¿cuánto vale para una creatura el no haber tenido ni tener jamás una madre como todos los seres humanos poseen?, y ¿cómo cuantificar lo que significa para un hombre y marido joven el cargar de por vida con una mujer incapaz de comportarse como tal luchando por mantenerla a ella y a su hija?"

El "cómo" y el "cuánto" es lo dificultoso.

Desde luego, algunas precisiones.

Las secuelas que quedaron precisadas en los razonamientos cuarto y quinto de este fallo crean un abismo entre la vitalidad actual de la señora Bravo y la muerte, de manera tal que no justifican, a estas alturas de su afección, el empleo de la noción "muerto-vivo" para referirse a su persona.

La normalidad no es una meta hoy científicamente posible para la enferma, según entonces quedó sentado. Pero no ha sido eliminada la eventualidad de una normalización, lo que conlleva la necesaria esperanza de mejoría, aunque parcial. Los términos "sin esperanza de normalidad" resultan así algo atenuados.

No parece tampoco apropiado en este momento asimilar a doña Silvia a la condición vegetal. Durante breves horas pudo médicamente calificársela de tal. Pero el posterior renacer paulatino y progresivo de sus capacidades motora, volitiva y anímica la hacen, aunque en forma limitada, sujeto y objeto de las superiores cualidades del ser humano.

Ese ser humano que según lo que ya se estableció reconoce y quiere, no ha perdido su condición de madre a raíz de sus lesiones. La hija que dio a luz el 10 de septiembre de 1978 tiene una madre como la tienen los demás seres humanos. Esa madre es también esposa que en ciertos aspectos puede comportarse como tal. Precisiones estas que hacen vislumbrar como excesiva la indemnización que por daño moral tan justificadamente se pretende.

Con todo, son hechos indiscutidos la significativa disminución de las manifestaciones vitales de la señora Bravo, su permanente sufrimiento al tener conciencia de su mal, la angustia que la impotencia por superarlo le acarrea y la diaria eventualidad de nuevos episodios psicóticos.

También son indubitados el dolor y las molestias de quien en el inicio de su experiencia matrimonial, paternal y familiar ve desterrados para siempre proyectos que les son inherentes y que, en definitiva, conciernen a la felicidad personal suya y de sus seres queridos, felicidad que asume ahora un aspecto diverso y considerablemente más exigente.

Es de suponer la honda preocupación que por largo tiempo ha debido embargar al demandante con ocasión de las insuficiencias constatadas en su hija, al nacer por vía cesárea en las circunstancia sobradamente conocidas, con un apgar de 5, un esfuerzo respiratorio lento e irregular, sin movimientos activos ni llanto, y con un color cianótico pálido (fs. 73 vía. y 317 vta.), condiciones atribuibles a la anoxia materna y que pueden motivar secuelas difíciles de predecir.

Es al mismo tiempo razonable presumir el daño que la constante preocupación por la sobrevida de su cónyuge persigue al actor, al que debe agregarse el necesario reemplazo que de aquélla él debe hacer como jefe de hogar. Los sentenciadores, procurando apreciar con agudeza la extensión del daño moral, y en uso del juicio que la ley les reserva, lo regulan en la cantidad de $ 10.000.000.

28° 
Que para que la indemnización sea completa, deberá ser actualizada de acuerdo con la variación que experimente el índice de Precios al Consumidor desde la fecha que se indica en cada caso y hasta la del mes que precede a la de su pago:

a) 
Los $ 18.731,50 a que alude la letra c) del razonamiento vigésimo octavo de la sentencia de primer grado, desde noviembre de 1978;

b) 
Los $ 3.480 de la letra e) del mismo considerando, desde agosto de 1979;

c) 
Los $ 115 de su letra f), desde septiembre de 1978;

d) 
Los $ 21.980 de su fundamento trigésimo primero, desde septiembre de 1981 como quedó dicho en el trigésimo segundo;

e) 
Los $ 2.375.204 a que se refiere la letra b) de su motivación trigésimo cuarta, desde enero de 1980;

f) 
Los $ 16.502,61 reconocidos en el predicamento vigésimo sexto de esta sentencia, desde marzo de 1979;

g) 
Los $ 2.629,31 y los $ 1.500 de la misma consideración, desde abril de 1979; y

h) 
Los $ 10.000.000 de daño moral, desde esta fecha.

29º 
Que en cuanto dirigida contra Sonia Salas Barría, la acción civil interpuesta en el primer otrosí de la presentación de fs. 216 debe ser desestimada en atención a que, no cabiendo a ésta responsabilidad en los hechos punitivos investigados, no puede obligársele a las reparaciones allí perseguidas.

30º 
Que en lo referente a la responsabilidad extra-contractual del Servicio de Salud Central hay que tener en cuenta:

a)
Que Raúl Andrés Ortega Weason anestesió a Silvia Bravo Bravo en su calidad de auxiliar de anestesia contratado por dicho Servicio para desempeñarse en el Hospital Paula Jaraquemada, hecho que se establece, entre otras múltiples probanzas con el mérito del sumario administrativo, con lo declarado en él y a fs. 302 del expediente por el médico Herdenson Flores, con lo informado a fs. 10 por el director del Hospital, con lo admitido por el Servicio demandado a fs. 241, y con lo expresado por el propio Ortega tanto en autos como en el cuaderno administrativo; y

b) 
Que por la asistencia médica que procuró a la señora Bravo, el Servicio demandado le cobró las sumas ameritadas con los instrumentos de fs. 389 y 390, hecho corroborado con los dichos de Sonia Salas y del actor a fs. 39 y 72 del sumario tantas veces mencionado.

31º 
Que lo anterior permite sostener sin equívocos que Raúl Andrés Ortega ejecutó el hecho imprudente en su condición de dependiente de una institución que en la oportunidad actuó como una persona jurídica de derecho privado.

Es procedente, en consecuencia, acceder a la acción civil intentada contra el Servicio de Salud Central, en los términos del artículo 2322 del Código Civil, debiendo éste responder solidariamente con Ortega por todos los perjuicios cuyo resarcimiento se ha decidido.

32º 
Que el Servicio ha procurado sortear esa responsabilidad escudándose en el carácter particular en que actuaron Ortega y Sonia Salas.

Para que tal hipótesis tuviera asidero, necesario habría sido que al Hospital Paula Jaraquemada no le hubiera cabido otra participación que la de permitir el uso de sus equipos e instalaciones, tal como lo sostienen los autorizados informantes de fs. 336 (punto 2), 357 (párrafo final) y 363 (punto 2).

Sin embargo, no admite dudas para los sentenciadores que en la especie, no obstante tratarse de una paciente que ingresó como privada, Ortega prestó sus servicios como funcionario del mencionado establecimiento hospitalario.

Ello se desprende principalmente del hecho de haber sido Ortega la única persona disponible para anestesiar, cometida para ello por su empleador, y de la circunstancia de haberse encargado la noche del ilícito del proceso anestésico de varias enfermas, según aparece de los documentos de fs. 67 y 69 del sumario administrativo y de lo por él mismo manifestado a fs. 151 y 154 de ese antecedente.

No es por mera coincidencia que el médico y fiscal del sumario, Sergio Olmedo Droguett, llega a la misma conclusión en el numeral sexto de su dictamen de fs. 170 del referido sumario.

33° 
Que con menor razón puede el Servicio esgrimir subsidiariamente que no tuvo medio de prever o impedir la conducta culpable, mediante el empleo del cuidado ordinario y de la autoridad competente.

En efecto, revela la más absoluta falta de previsión, de cuidado y de autoridad, el que en un box de la sala de prepartos de la maternidad de un recinto hospitalario pueda abandonarse a su suerte a una enferma sometida a los efectos de la anestesia epidural, sin que un sistema de control o de vigilancia impida que los dependientes incumplan sus deberes. Y ello es de resorte exclusivo del Servicio demandado.

¿Qué otra cosa explica, si no eso, el tenor del documento cuya copia no objetada se agregó a fs. 501º

La ausencia del cuidado ordinario por parte del Servicio se refleja también palmariamente en el hecho indubitado de encomendar a un estudiante de quinto año de medicina la atención exclusiva de procesos anestésicos múltiples, asumiendo con ello un evidente riesgo, como lo indican los oficios de fs. 116, 45 y 145. Y en el de acometer tales tareas en locales carentes de elementos indispensables, como fluye de lo que se lee a fs. 20, 23 (puntos 11 y 12) y 170 (punto 10) del cuaderno administrativo, y del oficio de fs. 501 de autos.

34º 
Que, por último y aparte de cuanto viene de argumentarse en torno a esta cuestión, los sentenciadores estiman oportuno explicitar que cualquier otra decisión sobre este punto implicaría renunciar a la misión jurisdiccional que les está encomendada, que como es sabido, se define en la fidelidad a la justicia y al Derecho.

Más allá de lo adjetivo, debe rescatarse aquí la imprescindible necesidad de que un ente encargado de velar por los valores primarios de la vida, la integridad física y la salud, asuma con la diligencia del caso la consecución de su finalidad propia, sin condicionar ésta a la calidad jurídica o reglamentaria del requirente, ni limitarla a la mera prestación de aparatos, como si éstos no fueran utilizados por hombres en bien del hombre.

Es el Derecho el que exige reparar el injusto resultante del ilícito culposo ocurrido en un local y con ocasión de un acto de un dependiente del Servicio. Y todo hace aconsejable que lo sea por esta vía, que sin ser la única, se vislumbra como la más prudente.

Atendido también lo dispuesto en los artículos 514 y 527 del Código de Procedimiento Penal y 173 inciso final del Código Orgánico de Tribunales:

1) 
Se revoca la referida sentencia, que es de fecha 26 de mayo de 1982 y está escrita a fs. 415, en cuanto por ella se concede la indemnización de $ 31.665,75 por concepto de daño emergente correspondiente al rubro préstamos de medicina preventiva hechos por la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas (considerando 28, letra d), el que se rechaza.

2) 
Se la revoca en cuanto desecha la demanda civil deducida por don Leopoldo Paredes en el primer otrosí de fs. 216 en contra del Servicio de Salud Metropolitano Central, representado por don Winston Chinchón, acción a la que se hace lugar, debiendo este demandado pagar solidariamente con Raúl Andrés Ortega las cantidades que se indican en el razonamiento vigésimo octavo, con los reajustes allí señalados con costas.

3) 
Se la confirma en lo demás apelado, con las siguientes declaraciones:

a) 
Que la pena que por ella se impone al nombrado Raúl Andrés Ortega se rebaja a 61 días de reclusión menor en su grado mínimo, como autor del cuasidelito de lesiones graves a Silvia Bravo Bravo;

b) 
Que los $ 2.542.090,12 que por lucro cesante obliga a pagar a Raúl Andrés Ortega se reducen a $ 2.375.204;

c) 
Que los $ 44.007,77 que por daño emergente correspondiente al acápite préstamos y descuentos del Servicio de Bienestar de la Empresa de Transportes Colectivos del Estado también lo obliga a pagar (fundamento 28º, letra g) se limitan a $ 20.631,92;

d)
Que las indemnizaciones a que el sentenciado Ortega queda sometido se reajustarán de conformidad con lo razonado en la motivación vigésima octava de este fallo; y

4) 
Se la aprueba en lo consultado.

Se mantiene el beneficio de la remisión condicional de la pena de reclusión impuesta al acusado Ortega, de conformidad con lo prescrito en la Ley 18.216, quedando sujeto a la observancia de la autoridad correspondiente durante un año y debiendo cumplir con las exigencias de su artículo 5º, sin perjuicio del derecho que al afectado asiste de hacer valer ante el tribunal de primer grado la situación a que se refiere la parte final de la letra d) del referido artículo 5º, que ha sido invocada en esta instancia. Si el beneficio le fuere revocado, se estará a lo estatuido en el artículo 6° de la misma ley.

Regístrese y devuélvanse oportunamente. Restitúyase el sumario administrativo, en su oportunidad. Redacción del ministro don Carlos Cerda Fernández. No firma el ministro señor Marcos Libedinsky T., no obstante haber entrado a la vista del recurso y al acuerdo, por encontrarse haciendo uso de feriado legal.

COMENTARIO (Eduardo Soto Kloss) 

La sentencia que se transcribe pone fin a un penoso caso judicial, y pienso que lleva a la víctima y, en especial, a su cónyuge e hija pequeña, una gota de alivio en su penar. No es aquí nuestro afán comentar el caso ¿es de la perspectiva de la responsabilidad penal de los médicos y de quienes realizan actividad de auxiliares de ella, sea en hospitales, clínicas o en sus consultorios: ello es más bien asunto de penalistas. Aquí -dada nuestra especialidad— nos interesa, con la brevedad de una nota, mostrar algunos aspectos de interés que presenta el caso en lo referente a la responsabilidad extra-contractual del Estado y de los entes personificados que lo configuran.

El Estado, en tanto persona jurídica, está configurado en el derecho chileno, y en su aspecto organizativo funcional de derecho interno, por un conjunto de personas jurídicas, a saber: fisco, instituciones, empresas y municipalidades; no es el caso aquí de ahondar sobre las características de cada una de ellas ni en su régimen jurídico. Baste señalar que en el caso que comentamos la persona jurídica pública administrativa responsable es un ente personificado distinto del fisco: propiamente, un Servicio de Salad, el Servicio de Salud Metropolitano Central y el ha sido el sujeto cuya responsabilidad patrimonial ha sido perseguida por su actividad a fin de reparar los daños producidos en una víctima. Se trata, pues, de la responsabilidad de un ente público administrativo en cuyo funcionamiento, por la realización de su actividad, como servicio público que es, se ha producido un daño, perjuicios, a una víctima; es, como decíamos, un problema —en este aspecto— de lo que se ha dado en llamar responsabilidad del Estado, y aquí del Estado administrador, por su actividad administrativa y responsabilidad extra-contractual. 

No obstante que el caso desde el punto de vista del derecho administrativo no presentaba mayor complejidad, puesto que se trataba de un daño producido a una víctima por la ineficiencia en la realización de las Prestaciones de un servicio público (servicio público hospitalario), curiosamente las tres sentencias recaídas en él han enfocado el problema de una manera que denominaríamos técnicamente falsa, si bien tanto la sentencia de segunda instancia como la que rechaza la casación, han hecho justicia en el caso concreto, ordenando la debida reparación a la víctima y condenando al servicio público personificado a la correspondiente indemnización de perjuicios, tanto por los daños patrimoniales como extra-patrimoniales sufridos por la víctima.

Cierto, sí; se ha hecho justicia, y debe felicitarse por ello a nuestra judicatura; pero para quien se dedica al estudio y a la enseñanza del derecho, teniendo, además, práctica en su ejercicio, no puede sentirse enteramente satisfecho si la solución dada no es afortunada técnicamente, y no guarda la debida concordancia con el derecho vigente que regula la materia, tanto al momento de producirse los hechos de estos autos comentados, como ahora.

En efecto, la sentencia de primera instancia (22-5-1982) rechaza la acción civil deducida en contra del servicio público de salud (Servicio Nacional de Salud a la época de la comisión del ilícito (1978), Servicio de Salud Metropolitano Central, luego de las reformas del DL 2.763, de 1979); y ello en razón de que siendo el vínculo de dependencia entre el autor material del daño antijurídico y el Servicio por el cual actuaba, un vínculo de derecho público, no le es posible aplicar las normas civiles del Título XXXV del Libro IV del Código Civil (v. gr. art. 2320), que implican -dice el fallo un vínculo de dependencia de derecho privado.

Si hubiera tenido presente el juzgador referido: 1º) que esa distinción que él hace no aparece en parte alguna de la legislación invocada, sino que es sólo invención tribunalicia y 2º) que, además, ya a 1982 la jurisprudencia no sólo había desechado la dicotomía en que se fundamenta esa afirmación (cual es la doble personalidad del Estado) por no tener asidero alguno en nuestra legislación, sino que incluso admitía sin ambages la aplicación de la normativa civil (v. gr. 2320 C.C.) a los daños cometidos por la autoridad estatal a través de sus agentes y en materias nada menos que teñidas enteramente de políticas (v. gr. caso del Puelche, no cabe duda que no habría podido adoptar la decisión de rechazar esa pretensión del actor, fundamentándola como lo hizo.

La sentencia de segunda instancia, admirable en su prolijidad (23-8-1983) y supuesta la aplicabilidad del Código Civil al asunto, como la admite, no podía menos que revocar la de primera instancia en este aspecto de la responsabilidad extra-contractual del Servicio de Salud demandado y, aplicando correctamente -en esta perspectiva que admite— el artículo 2322 del Código Civil, hace responsable patrimonialmente al aludido Servicio, de modo solidario con el autor material del ilícito. Entiende la Corte de Apelaciones que el funcionario, autor material del daño antijurídico, es -y ello probado de modo inequívoco en autos, según afirma- "dependiente" de la institución y, por ende, ésta debe responder, en virtud del art. 2322 citado (consid. 31°), ya que desecha las alegaciones suyas en orden a que no pudo prever o impedir la conducta culpable productora de daños (consid. 33º), habiéndose probado, por el contrario, "la más absoluta falta de previsión y de cuidado", e incluso "la ausencia del cuidado ordinario” frente a un hecho ilícito/ culposo ocurrido en un servicio público y con ocasión de un acto de un dependiente suyo, en el ejercicio de sus funciones y en sus tareas específicas.

Este fallo —de un admirable sentido de justicia— sólo merecería el reparo de embarcarse en la concepción de la doble personalidad del Estado (consid. 31º), y en este caso: de la doble personalidad de un servicio público personificado, "institución" (Servicio de salud metropolitano central); es cierto que ha extraído todas las consecuencias lógicas y racionales de esa dicotomía y gracias a ello ha hecho justicia, pero no puede menos que repararse que esa dicotomía Estado / Poder y Estado / Fisco -que la Corte Suprema admitiera entre los años 1935 y 1964 - no tiene asidero alguno en nuestro derecho ni en aquella época, ni antes bajo la vigencia de la Constitución de 1833, ni después bajo las llamadas Actas Constitucionales (1976/81), ni mucho menos aún en la época actual.

El Estado no es un Jano bifronte; es -y por derecho positivo vigente—, al igual que sus organismos personificados, una persona jurídica, y de derecho público, derecho público que las instituye, constituye, configura y le atribuye todas y cada una de las potestades o poderes jurídicos para actuar en el derecho en las innumerables tareas o actividades de bien común (arts. 6° y 7° de la Constitución y art. 547 inc. 2° del Código Civil); sea el Estado / Fisco, sea el Estado / instituciones (v. gr. el servicio de salud metropolitano central del caso en cuestión), sea el Estado / municipalidades, sea incluso el Estado /empresas públicas, su régimen es de derecho público, porque sus finalidades son públicas, de interés público, de utilidad pública, de bien común, finalidades que han movido al legislador precisa mente a crearlas (me refiero aquí especialmente a las "instituciones") y atribuirles un régimen de derecho público; ello no significa que ciertos actos que realicen (habilitadas legalmente para ello y de modo expreso: recuérdese el art. 7° inc. 2° de la Constitución) puedan en su objeto estar regidos por el derecho privado, o que ciertas normas que puedan ser aplicables a esas personas jurídicas públicas se encuentren v. gr. en el Código Civil o en la legislación civil (v. gr. Prescripción); pero de allí a afirmar que pueden actuar ya como personas jurídicas de derecho público o de derecho privado, indistintamente, hay un abismo, o mejor dicho un error muy grueso, que no es posible aceptar: su personalidad es única, pública estatal; su régimen jurídico único, de derecho público; su finalidad igualmente única: el bien común temporal de la sociedad política chilena (art. 1° inc. 4° de la Constitución); su actividad concreta estará regida básicamente por el derecho público, sin perjuicio que ante la inexistencia de regulación específica, pública, pueda ser aplicable normación privada en lo que no fuere incompatible con su personalidad jurídica pública, con su régimen jurídico público o con su finalidad intrínsecamente pública, de bien común.

La sentencia de la Corte Suprema —transcrita en páginas precedentes-, a pesar de confirmar la sentencia de la Iltma. Corte de Apelaciones que condena al ente público referido a la reparación y concretar así la justicia, cae, si bien rechaza la casación interpuesta por el servicio aludido, en una posición que es de lamentar, pues parece no haber medido el alcance de sus dichos, retrotrayéndose a posiciones afirmadas en las décadas de 1935 a 1964 que ya habían sido desechadas por la propia Corte Suprema y a partir de 1965 ("por no tener asidero alguno en nuestra legislación", según sus palabras) y con concreciones brillantes incluso en este mismo año 1984.

Tristeza intelectual -por decir lo menos— causa la lectura del considerando 11° donde la Corte Suprema, a 50 años de distancia, retoma las mismas ideas que por aberrantes ella misma desechara -y creíamos en forma definitiva- en 1965, hace 20 años. Ideas que significaron la más absoluta indefensión de la víctima frente al daño producido por el Estado y sus agentes en la función administrativa Retoma -incluso citándolos por fechas de emisión— los casos que hemos recordado aquí en notas, para afirmar: 1°) la doble personalidad del Estado (Estado / Poder actos de autoridad, de derecho público; Estado / Fisco actos de gestión, de derecho privado); 2°) la responsabilidad del Estado / Fisco, por sus actos de gestión, actos ilícitos de agentes públicos, dependientes, cometidos con culpa de éstos, aplicándose el Código Civil, Título XXXV, Libro IV, artículos 2314 ss., especialmente arts. 2320, 2322 y 2329; y 3º) la más completa irresponsabilidad del Estado / Poder, es decir cuando actúa el Estado como poder público y bajo un régimen de derecho público, ya que —afirmación apodíctica del tribunal, esto es creación tribunalicia— para que fuera responsable en tal caso se necesitaría de ley expresa que así lo estableciera.
Olvida, por desgracia, la Suprema Corte que esos tres puntos arrancan todos ellos de una base falsa, reconocida en su falsedad por el propio supremo tribunal (Becker cit.) y olvida que variada jurisprudencia, ya en materia gubernativo-política, ya en materia económico-financiera, ya en materia de protección de la naturaleza, ha reconocido -desde 1965 en el caso Becker citado- que el Estado por sus actos, sean materiales o jurídicos (v. gr. actos administrativos), puede dañar y ese daño debe ser indemnizado en la medida en que dichos actos sean antijurídicos, e incluso si se han conformado al ordenamiento y producen un daño que la víctima no está obligada a soportar. 

Pero la mayor paradoja es que el considerando 11° referido no es sino, en verdad,
un obiter dictum: algo dicho al pasar, y, por tanto, es un considerando enteramente prescindible, desde que no conforma elemento de la ratio decidendi. Esto que afirmo es indiscutible, ya que el considerando 11º razona sobre la base de la responsabilidad del Estado / Fisco, sea como poder público, sea como persona jurídica capaz de responsabilizarse extra-contractualmente por sus "meros actos de gestión", como afirma; y para el menos astuto o avisado de los lectores del caso en cuestión aparece obvio que aquí, en este voluminoso proceso, nadie ha planteado responsabilidad del Estado / Fisco sino la responsabilidad extra-contractual de una "institución", como es el Servicio de Salud Metropolitano Central. Vale decir que aparece que toda la argumentación del considerando 11° aludido es enteramente inapta, inoficiosa, tangencial, impropia, inocua, baladí, despreciable en definitiva, al menos para este caso en cuestión. Pero no deja de inquietar que se diga —aun si es al pasar (obiter dictum}— tal cantidad de afirmaciones, que hoy (bajo la Constitución de 1980) como ayer (bajo las Actas Constitucionales, especialmente Nº 2, arts. 5°, 6° y 7º, y Constitución de 1925) no resisten el menor análisis serio teniendo en cuenta la normativa constitucional.

Y no resisten el menor análisis porque el régimen de 1980, hoy vigente -igual en este aspecto al del Acta Constitucional Nº 2 citada, de 1976-, plantea:

1° la plena responsabilidad de los órganos estatales, incluidos, por cierto, los que realizan la función administrativa del Estado (Fisco, instituciones, empresas, municipalidades, etc.): arts. 1º inc. 4°, 4°, 5° inc. 2º, y en especial 6° inc. 3° y 7° inc. 3°.

En apretada síntesis, tales disposiciones establecen: a) que el Estado, y obviamente su Administración, están al servicio de la persona, y tiene por finalidad promover el bien común (que no se logra dañando antijurídicamente a las personas, usuarios o no de sus servicios públicos); b) que Chile es una "república", lo que significa que no hay sujetos irresponsables (sean naturales o jurídicos, y éstos sean públicos o privados), que todos han de responder de sus actos y, en consecuencia, todos pueden ser llevados a los tribunales por los actos u omisiones que perjudican, dañan o infringen el ordenamiento jurídico, pues no hay clase, grupo o persona privilegiada que pudiera estimarse por encima de la ley y del imperio del Derecho; c) que el ejercicio del poder público (finalizado jurídicamente al bien común: art. 1º inc. 4°) tiene precisamente como limitación (art. 5° inc. 2°) el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana; d) que los órganos del Estado (incluidos, es obvio, los de la Administración en sus distintas personas jurídicas que la configuran) están todos ellos vinculados positivamente por la Constitución y las leyes tanto en su organización como en su funcionamiento (principio de la legalidad administrativa), y toda infracción a esas normas, toda contravención a ellas, originará las responsabilidades correspondientes (arts. 6° inc. 3° y 7° inc. 3º), que hoy son perseguibles ante los tribunales ordinarios de justicia; y

2º el derecho que tiene toda persona a no verse privada de lo suyo (v. gr. propiedad, bien sobre que recae o alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, honra, condiciones normales de existencia, derecho a la igualdad ante la ley, etc.) tal como la propia Constitución lo reconoce (art. 19 Nº 24), garantiza y ampara, sino en los casos en que ella misma lo prevé, y mediando siempre la. correspondiente indemnización (v. gr. 19 Nº 24, 41 Nos- 5 y 8, etc.).

Y es que no debe olvidarse que el problema de la responsabilidad extra-contractual del Estado, en general, y aquí específicamente por su actividad administrativa, no es la sanción a un culpable -como ocurre con la responsabilidad extra-contractual civil— sino la reparación a una víctima que ha sufrido un daño en lo suyo, sin que el ordenamiento jurídico haya puesto a su carga la obligación jurídica de soportarlo; y puesto que no está jurídicamente obligada a soportar tal perjuicio, daño, lesión o detrimento de lo suyo, es que debe ser reparada la víctima, indemnizada, resarcida en aquello en que fue menoscabada.

Tal es el contenido de la responsabilidad extra-contractual del Estado en nuestro ordenamiento constitucional, fundamental, según hemos visto su formulación positiva en apretada síntesis. Así lo han entendido, por lo demás, fallos recientísimos, como v. gr. Banco Continental, y en especial Comunidad Galletué, y es, también, en definitiva, lo que plantea en cuanto al resultado concreto (aunque la formulación es en nuestra opinión técnicamente desafortunada) el fallo de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago en este caso que comentamos, fallo que finalmente quedó firme, y que ordenara que sea indemnizada la víctima de un daño producido por un acto ilícito de un servicio público administrativo del Estado.

Varios otros aspectos hay de interés en este fallo, como por ejemplo el del daño moral en los ilícitos producidos con ocasión de la actividad administrativa del Estado, el de la naturaleza jurídica de las prestaciones que es posible que realicen los servicios hospitalarios del Estado, el de la responsabilidad solidaria entre Estado y funcionario o agente público, la actio in rem verso, en fin el problema mismo de la entidad de la responsabilidad extra-contractual del Estado en su gestión de los servicios de salud, etc. Pero todo ello excede con mucho la brevedad de una nota de jurisprudencia.

Valga terminar señalando que la finalidad de la actividad de los tribunales es resolver con justicia los conflictos que le son llevados para su resolución; en este caso creemos sinceramente -en el punto que comentamos de la responsabilidad extra-contractual del Estado administrador— que se ha hecho justicia; pero lo menos que puede pedirse a los jueces letrados de la República es que hagan justicia aplicando el ordenamiento jurídico de modo técnicamente adecuado, de acuerdo con las normas o disposiciones idóneas al caso, y no forzadamente o con motivaciones o considerandos que ni remotamente pueden fundamentarlo razonablemente en Derecho.

Es cierto que -como lo afirmara ya Xenófanes, el maestro de Parménides, hace tantos siglos- "los dioses no han mostrado todo a los mortales desde el comienzo, pero, investigando, éstos encuentran poco a poco lo mejor".

CASO 2:
JORGE MORALES AGUIRRE Y OTROS CON SERVICIO DE SALUD DE COQUIMBO (Fuente: Vásquez R., Andrés: Responsabilidad del Estado por sus Servicios de Salud”, Ed. Conosur, 1999.)

La Serena, 31 de marzo de 1989.

Vistos:

Don Jorge Antonio Morales Aguirre, chofer mecánico, por sí y en representación de su cónyuge doña Berta Elena Brito Ramírez, dueña de casa, y don Jorge Antonio, chofer, don Pedro Alejandro, ayudante mecánico, doña Jacqueline Ivonne, empleada, doña Sandra Marcela, empleada y doña Ximena Elena Morales Brito, estudiante, todos domiciliados en la Compañía Baja, calle Juan José Latorre N° 6 de La Serena, interpusieron demanda civil en juicio ordinario, en contra del Servicio de Salud IV Región de Coquimbo, organismo estatal funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, representado por su Director don Andrés del Valle Varas, fundados en que el 24 de julio de 1985, doña Berta Elena Brito Ramírez, de 44 años, cónyuge del primer compareciente y madre de los restantes actores, concurrió a la consulta privada del médico señor Alvarado Castillo Araya, aquejada de malestar y dolores en la región abdominal, quien le diagnosticó una afección a la vesícula biliar que requería pronta atención quirúrgica (colescistitis aguda) expresándole el médico que la intervención era frecuente y rutinaria y que no presentaba mayores complicaciones y ofreciéndole la alternativa de operación en la Clínica La Serena o en el Hospital San Pablo de Coquimbo, establecimiento este último del cual era su director. Agregan, que el 25 de Julio de 1985 la paciente ingresó al aludido hospital, por el cual optó, pagando $ 8.000 como garantía y abono o pago parcial de hospitalización por cinco días en pensionado, conforme a las modalidades y categorías de ingreso y atención establecidas en el reglamento de procedimientos administrativos y de atención de pacientes privados en los establecimientos del Servicio de Salud, siendo entonces intervenida por el doctor Castillo aludido, con anestesia general, ésta bajo la responsabilidad del médico Edward Rabah. Que conforme al dicho del médico señor Castillo la intervención se efectuó sin problemas técnicos y que durante el cierre de la piel, faltando colocar los puntos del tercio superior de la herida, la ayudante de anestesia informó que tenía problemas, detectando cianosis y al parecer ausencia de latidos, por lo que primero el médico señor Castillo y la ayudante doctora Alicia Young, alternativamente, iniciaron maniobras de masaje cardíaco externo continuándose luego las maniobras de resucitación dirigi​das por los médicos Eduardo Rabah e Isauro Suárez, con la cooperación de auxiliares de anestesia; que no obstante lo anterior, al masaje cardíaco externo, el corazón no respondía y que como en ese tiempo carecían de equipo monitor desfibrilador, se procedió a traer el electrocardiógrafo, del servicio de urgencia, el que demoró cuatro a cinco minutos en llegar al pabellón y otro tanto en ser instalado. Que efectuado el registro, se pudo diagnosticar que se trataba de una fibrilación ventricular, por lo que se intentó una conversión farmacológica efectuada por el cirujano y por el anestesista, demostrando el electrocardiógrafo períodos de asistolía y fibrilación ventricular y en algunas oportunidades cortos períodos de latido normal. Que más o menos a los cincuenta minutos del comienzo de estas maniobras y cuando ya perdían las esperanzas de recuperar a la paciente, aparecieron en el trazado registros de actividad cardíaca, salvándose así la vida de aquélla, la que luego fue trasladada a la unidad de post‑operado conectada al respirador. Que en el post‑operatorio, se procedió a administrar el tratamiento post‑paro cardíaco señalado en las normas, solicitándose además la interconsulta a neurocirugía para evaluar el daño encefálico; que el 14 de agosto de 1985, el neurocirujano señor Mario Palma anota "encefalopatía anóxica de curso tardío, caracteriza​da por cuadro con trastorno leve de la vigilia, inercia motora marcada, ausencia del lenguaje y emiparesia derecha de curso lentamente regresivo". Agregan los actores, que la intervención quirúrgica se verificó en condiciones normales de funcionamiento del órgano de la salud, hallándose el hospital de Coquimbo, el principal de la zona, con imponente y moderna edificación, habilitado para efectuar operaciones de cirugía mayor, siendo propio que sus requisitos de funcionamiento, equipación y aprovisionamiento se conduje​sen con la jerarquía, naturaleza y exigencias de las prestaciones que llevaba a cabo y en cuanto al riesgo afirman los actores, que si el acto anestésico quirúrgico completo se ha efectuado con sujeción y observancia de la "Lex artis" de la medicina, con observancia de las normas y procedimientos establecidos para dichos procesos y contingencias y con el apoyo y aplicación oportuna de los equipos, instrumentos y procedimientos establecidos como necesarios para conjurarlos y si la contingencia suscitada en el curso de su ejecución no se ha podido revertir, el riesgo del daño concretado lo asume o carga el paciente, sin responsabilidad alguna para los agentes de la acción de salud o el órgano administrativo; afirman también, que a la inversa, si el acto se ha verificado con infracción o falta, el riesgo se traslada a quienes ejecutan o debieran ejecutar la acción o al órgano de la salud por cuya cuenta actuaron sus agentes o gestores, correspondiéndole el resarcimiento de los daños, en el evento de que dicho riesgo se concrete en daños reales y ciertos; de modo que en el caso, la ejecución correcta oportuna y completa de los deberes, requerimientos y exigencias del acto anestésico quirúrgico, es la cuestión determinante para discernirla eventual responsabilidad y carga del riesgo por quienes ejecutaron esa actividad, englobando ella la equipación del estable​cimiento en que se lleva a efecto dicho acto, con la asistencia y disposición oportuna de equipos, implementos y medicamentos necesarios y obligatorios para enfrentar con éxito y rapidez los episodios y emergencias que se presenten o puedan presentarse, y, siendo una intervención anestésico quirúr​gica una prestación indivisible y oportuna de actuaciones humanas, procedi​mientos y equipación médico técnica que conforman un buen servicio, no le empecen al paciente cuestiones interorgánicas, como lo es, por ejemplo, que no esté un implemento o equipo; aducen los demandantes que doña Berta Elena Brito, sufrió un severísimo daño cerebral, cuyo diagnóstico es encefalopatía anóxico‑esquémica, ocasionada por una prolongada falta de oxigenación derivada de la falta o insuficiente circulación sanguínea, por un prolongado tiempo, causada por un cuadro arrítmico denominado fibrilación ventricular, presentado a la afectada al final de su intervención quirúrgica. Que la fibrilación ventricular, pertenece al riesgo anestésico quirúrgico, y que como tal, es un episodio previsible de toda intervención quirúrgica, y repre​senta un aspecto de la prestación completa e indivisible de la intervención, debiendo por ello el órgano de la salud estar permanentemente capacitado para responder en forma, existiendo absoluta unanimidad científica, en el sentido de que la manera más eficaz y específica de invertir la arritmia es la pronta desfibrilación eléctrica a través del equipo desfibrilador que debe ha​ber en el pabellón quirúrgico, aparato que es capaz de dar un ritmo propio al corazón, interrumpiendo el desorden de múltiples y cada vez más débiles contracciones de las fibras musculares del corazón que obedecen a excitacio​nes independientes, restituyendo el funcionamiento armónico del órgano al estímulo eléctrico, eliminándose así la necesidad de masaje cardíaco u otras medidas que no tienen la efectividad para lograrse la función cardíaco com​pleta, de lo que resulta que el equipo aludido, debió estar disponible en el hos​pital para conjurar la fibrilación ventricular ocurrida en curso de la operación practicada, como parte de la función o servicio regular del órgano de la salud y que sin embargo, no estaba, afirmando en relación a su falta, el director del hospital, que el equipo monitor desfibrilador se había pedido en reiteradas oportunidades, desde noviembre de 1982 y con "prioridad"; agregan los demandantes que precisamente, ese año, el 19 de agosto, se publicó en el Diario Oficial el decreto supremo de Salud N° 161 de 6 de agosto de 1982, que contiene el "Reglamento de Hospitales, Clínicas Privadas" destinado a reglamentar las instalaciones y funcionamiento de los establecimientos en manos privadas, exigiéndose allí la existencia de equipos de reanimación cardiocirculatoria. Que no obstante, la señora Berta Elena Brito no pudo ser desfibrilizada eléctricamente por falta de aparato, tratándosele por vía far​macológica, con la demora además de 55 minutos en su reanimación, lo que significó falta de servicio, sumándose a ello, la ausencia de monitorización, detectándose el problema cardiológico por vía cromática, sin auxilio técnico alguno, existiendo consenso científico en el sentido de que el éxito de la re​animación cardiocirculatoria depende globalmente dedos factores: Que se adopten las medidas reanimatorias adecuadas al cuadro y 2: Que esas mismas medidas sean adoptadas o iniciadas cuanto antes, contándose por segundos los tramos para obtener éxito y de allí la importancia del monitor cardíaco; aducen los demandantes que se cumplen todas las condiciones para hacer responsable extracontractual mente de los hechos dañinos, al Servicio de Sa​lud demandado, daños que están constituidos por el cuadro patológico de la señora Brito, encefalopatía anóxica isquémica, que le ha infligido lesiones neurológicas profundas, definitivas e invalidantes, sin recuperación de con​ciencia, que la dejan con vida absolutamente primaria, vegetal y maquinal, destituida de las dimensiones psicológicas anímicas y espirituales que son propias de todo ser humano, sin vida afectiva, sin manifestaciones relevantes externas, no habla ni puede moverse o valerse por sí misma y debe ser alimentada para que ingiera comida, debiendo usar pañales constantemente, acusando pre​maturo envejecimiento, deformaciones, etcétera, todo lo cual le ha causado a la señora Berta Elena Brito, un sufrimiento físico y psíquico que configura un daño moral, que alcanza a su marido e hijos que demandan, que debe ser In​demnizado, y como la obligación de indemnizar abarca toda onerosidad so​breviniente, por precisar la enferma de cuidados especiales por desvalimiento, reposición de pañales e implementos necesarios dado su estado, medicamen​tos, tónicos, controles médicos y tratamientos, con servicio de enfermeras, diur​no y nocturno, que implican remuneraciones, cotizaciones previsionales y alimentación, solicitan por ello, los demandantes, en sus escritos de demanda y réplica que se acoja la demanda condenándose a la demandada a pagar:

I.
Doña Berta Elena Brito: a) $ 40.000.000, por daño moral, suma reajustable según el Indice de Precios al Consumidor, desde la fecha de la operación, o la cantidad que señale el Tribunal; b) $ 120.000, mensuales, como pensión vitalicia, reajustable, por los daños perma​nentes a partir de la notificación de la demanda o la cantidad que señale el Tribunal;

II.
A don Jorge Morales Aguirre, $ 30.000.000, por daño moral, reajustables según el Indice de Precios al Consumidor o la cantidad que señale el Tribunal, a partir de la fecha de la operación;

III.
A don Jorge Antonio, Pedro Alejandro, Jacqueline Ivonne, Sandra Marcela, Ximena Elena Morales Brito, $ 15.000.000 a cada uno, reajustables conforme al Indice de Precios al Consumidor por concepto de daño moral ‑desde el 25 de junio de 1985, hasta el día del pago efectivo o la cantidad que fije el Tribunal; y

IV.
Las costas de la causa.

Que al contestar la demanda la parte demandada, Servicio de Salud Coquimbo IV Región, solicitó el rechazo de ella:

I.
Por cuanto la intervención del Servicio de Salud en los hechos, se produjo dentro de los marcos legales, así el correspondiente sumarlo administrativo incoado, estableció que, no existió vinculación inicial con la paciente, toda vez que ella Ingresó al establecimiento hospita​lario en calidad de paciente privada del facultativo que operó, quien a su vez eligió al equipo médico que lo secundó en la operación, excluyéndose de esta manera toda aplicación de las normas institu​cionales para la atención de salud de los beneficiarios legales del sistema, normas reguladas en el decreto supremo N°54 del Ministerio de Salud (Diario Oficial de 17 de abril de 1985) que derogó el decreto supremo N° 79 de 198 1, citado por el demandante;

II.
Por cuanto si bien, en todo proceso quirúrgico y anestesiológico, existe un porcentaje de riesgo que es difícil de determinar individual​mente, y que asume el propio paciente, y siendo el paro cardíaco consecutivo a la fibrilación ventricular un riesgo descrito en medici​na, contemplándose entre sus diversas causas el uso de anestesia general, en lo tocante a previsibilidad, no es posible afirmar, que la existencia de un determinado equipo, pueda eliminar definitivamente el riesgo operatorio inherente al acto, para trasladar la responsabili​dad del riesgo a quienes acometen la operación; 

III.
Por cuanto la conclusión de los demandantes, relativa a que la única alternativa viable para conjurar la emergencia era el uso del equipo desfibrilador, equipo con el que el hospital de Coquimbo no contaba a la fecha de la operación, lo que a su juicio origina una falta de servicio, del órgano estatal ‑es admisible, por cuanto habrá quizás  “falta de servicio” cuando en presencia de los medios, ellos no se usan por desidia, ignorancia o negligencia, pero cuando frente a una emergencia, el equipo médico actúa en conformidad a las normas, eficientemente, con el debido cuidado, usando los medios que la ciencia médica indica como alternativas ante la carencia de otro equipamiento, obviamente que no hay falta de servicio, y el mínimo obligatorio en equipamiento médico es una cuestión definida y normada por el Ministerio de Salud en lo que a Clínicas privadas se refiere (decreto supremo N° 101 de 6 de agosto de 1982); más aún cuando no puede sostenerse que el único medio posible para salvar a la paciente, era la existencia de un equipo desfibrilador, por cuanto puede haberse usado con todas las posibilidades del fracaso, situa​ción en la que, acudir a la alternativa farmacológica habría sido lo viable y aconsejable;

IV.
Por cuanto el Fisco y los órganos administrativos pueden estar sujetos a responsabilidad extracontractual y responder de hechos ejecutados por un dependiente suyo, con imprudencia temeraria, con culpa, pero existiendo una vinculación contractual específica y determinada entre un médico y su paciente, el hecho de haberse operado en un establecimiento hospitalario estatal, no transforma a éste en benefi​ciario del sistema de salud, y, en consecuencia, el órgano no se constituye en responsable de los daños, sí los médicos que operaron no estaban investidos de la calidad de agentes del servicio público, sino que actuaban prestando un servicio particular, privado, sujeto al pago de honorarios ‑por lo expuesto la demandada pide el rechazo de la demanda, con costas;

Que al replicar los demandantes afirman que ingresada al hospital una persona, ésta queda bajo la tutela y control del establecimiento, no pudiendo, desde ese momento el órgano de salud desvincularse o enajenarse de su responsabilidad y si bien la desfibrilación ventricular presenta varias alterna​tivas de tratamiento, son prioritarias las de más rendimiento y rapidez, y que en el caso, no hay duda científica, en cuanto a la consideración de que la desfibrilación eléctrica, es precisamente el tratamiento prioritario por su eficacia y rendimiento, sin perjuicio de la medida de apoyo, de modo que el equipo monitor desfibrilador es un equipo esencial y prioritario.

Que al duplicar la demandada aduce que como lo expuso al contestar, no existió en el caso responsabilidad del órgano de la administración por falta de servicio, pues para que ella opere es menester que tal responsabilidad esté asentada en el supuesto básico de que se haya actuado antijurídicamente, no concediéndose por el servicio las prestaciones que le corresponden con los recursos profesionales, técnicos y administrativos de que disponga (art. 11 ley N° 18.469); que la falta de servicio alegada está referida a la falta de equipo desfibrilador, y que los hechos ocurridos durante la intervención en el pabellón como el registro electrocardiográfico supuestamente tardío y la ausencia momentánea de médico anestesista, no son situaciones que concu​rran a tipificar la falta de servicio" alegada, sino que ellos están referidos a la actuación técnica del equipo médico privado que interviene quirúrgicamente a doña Berta Brito, equipo al que el hospital de Coquimbo le permitió el uso de sus instalaciones conforme a las disposiciones del decreto supremo N° 54 de 1985 del Ministerio de Salud y que actuó, a juicio de la demandada, en forma correcta, adecuada al caso, exento de negligencia; agrega la demanda​da que la señora Brito en ningún momento se constituyó en beneficiaria del sistema estatal de salud de Coquimbo y fue siempre la paciente privada de un médico y que éste no actuó como agente o funcionario, sino como prestador de un servicio particular sujeto a honorarios, siendo así, el vínculo entre paciente y médico, contractual, y que la atención privada intrahospitalaria se efectuó por parte del hospital con arreglo a la normativa a que está sujeta toda la infraestructura existente y disponible, usada conforme a prescripciones técnicas, no siéndole aplicable a los establecimientos de los Servicios de Salud la exigencia de implementación contenidas en el decreto supremo N° 101 de 1982, sobre Reglamento de Hospitales, Clínicas Privadas, por expresa disposición del artículo V del mismo. A fojas 113, 121 y 224 se recibió la causa a prueba; rindiéndose la confesional, pericial, documental e inspección del tribunal y testifical que obra en autos, habiéndose tachado en el curso de esta última por la demandada a la testigo Carmen Molina Santander por la causal 7 del artículo 358 del Código de Procedimiento Civil y por los demandantes a los testigos don Eduardo Cecilio Estévez Salas (fs. 257), don José Arturo de la Rivera Figueroa (fs. 300), don Fernando Aristaco González Pizarro (fs. 316), doña Nancy Débora Moreno Huanquileo (fs. 323), doña Erika Graciela Largo Rojas (fs. 328), y don Fernando Germán Bravo Urrutia (fs. 33l), fundadas estas en las causales de los números 4 y 5 del artículo 358 del mismo Código; a fs. 405 vta. se citó a las partes para oír sentencia, dictándose como medida para mejor resolver el informe de dos peritos médicos y la citación del testigo señor Álvaro Castillo a deponer, y, una vez cumplidas estas medidas se ordenó a fs. 498 vta. regir el decreto que citó a las partes para oír sentencia.

Considerando:

I. EN CUANTO A LAS TACHAS

Primero: Que corresponde acoger la tacha interpuesta por la demandada a fs. 250; fundada en la causal del N° 7 del artículo 358 del Código de Procedimiento Civil en contra de la testigo Carmen Molina Santander, por cuanto con el mérito de su propio dicho, se acredita que era amiga íntima de doña Elena Berta Brito, al exponer que salían a pasear juntas y se ayudaban en sus problemas, siendo muy amigas en ese sentido;

Segundo: Que corresponde acoger las tachas interpuestas por la deman​dante en contra de los testigos don Eduardo Cecilio Estévez Salas (fs. 257) don José Arturo de la Rivera Figueroa (fs. 300), don Fernando Aristarco González Pizarro (fs. 316), doña Nancy Débora Moreno Huanquileo (fs. 323 vta.), doña Erika Graciela Largo Rojas (fs. 328) y don Fernando Germán Bravo Urrutia (fs. 33 l), fundadas en la causal del número 5 del artículo 358 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto todos reconocen ser funcionarios del Servicio de Salud Cuarta Región Coquimbo que los presenta a declarar, esto es ser trabajadores dependien​tes de él, lo que corrobora a fs. 403 al absolver posiciones don Andrés del Valle Varas, Director del Servicio de Salud Coquimbo, debiendo rechazarse las tachas formuladas en contra de los mismos testigos por la causal del N° 4 del mismo artículo 358, pues no tienen el carácter de criados de dicho servicio;

Tercero: Que carecen de fuerza probatoria en esta causa, las fotocopias de literatura médica acompañadas, en el segundo otrosí del escrito de fs. 3 por el abogado de los demandantes, con el fin de facilitar la ilustración del asunto, y que obran en pieza separada, por cuanto se trata de documentos privados que no emanan de la parte contra quien se oponen;

Cuarto: Que con el mérito probatorio:

a)
de las declaraciones de don Álvaro Juan Castillo Araya fs. 283, vta. 288 y 407 de autos, de su informe de fs. 199 que reconoce como suyo a fs. 410 y de sus declaraciones prestadas en el sumario administra​tivo a fs. 200, que en copia autorizada obra en pieza separada en la causa, en cuanto expresa que como médico cirujano intervino quirúrgicamente, como paciente privada, en el Hospital San Pablo de Coquimbo del que era Director, a doña Berta Brito, por una colecistitis aguda, al término de cuya intervención calificada de bajo riesgo, se le detectó una falla cardíaca de ritmo y conducción, por fibrilación ventricular, en que existe una actividad del miocardio desordenada, incapaz de provocar una correcta corriente circulatoria en la sangre, lo que le originó falta de oxigenación a los tejidos, que repercute en el sistema nervioso central, lo que devino en una encefalopatía anóxíca o hipóxica, por lo que el equipo que operaba, de inmediato efectuó maniobras de resucitación, con masaje cardíaco externo y adminis​tración por el anestesista de medicamentos adecuados, conectándose a la paciente al respirador artificial, efectuándose un diagnóstico electrocardiográfico, no usándose entonces desfibrilador eléctrico, elemento prioritario para el tratamiento de la afección, pues el que había en el hospital estaba inutilizado; que en el post‑operatorio se comprobó daño encefálico producido por la anoxia;

b)
del comprobante de recaudación que rola a fs. 345 de autos por concepto de garantía de pensionado de la señora Brito y del convenio celebrado entre el doctor Castillo y el Servicio demandado, para la atención por aquél en éste de pacientes particulares, reconocidos por el mismo médico al prestar declaración a fs. 288 vta.; 

c)
de la declaración de fs. 248 vta. del médico (don Hugo Leonardo José Martínez Plummer) y de su informe que se acompañó a la demanda y cuya copia autorizada, obra junto a los antecedentes agregados y relativos a la causa criminal Rol N° 48.139, piezas en que expresa que el 24 de abril de 1986, constató que la señora Brito presentaba signos de daño cerebral proveniente de una encefalopatía arióxica isquémica de carácter severo e invalidante respecto de funciones básicas como autonomía personal y facultades elementales de expresión e interrelación humana intelectual y afectiva;

d)
de las declaraciones de fs. 253 vta. de don Pascual Segundo Clavería Gutiérrez; de fs. 279 de doña Evarista del Carmen Barahona Hernández; de fs. 279 vta. de doña Vilma Arcos Ambler; de fs. 280 vta., de doña Violeta Tapia Barahona; de fs. 282 de don Danilo Francisco Muñoz Urrutia ‑contestes en afirmar que por haber visto a la señora Brito con posterioridad a su operación les consta que quedó imposibilitada para valerse por sí misma, como vegetal o guagua sin expresión intelectual o afectiva, destruyéndose así, ade​más, la normalidad familiar de los suyos;

e)
de la inspección personal del Tribunal de fs. 352 a doña Berta Elena Brito Ramírez, en la que se deja constancia de que se trata de una persona de aproximadamente cuarenta o cincuenta años, de unos cincuenta kilos de peso, estatura mediana, que se halla vestida y limpia y ordenada, sentada en una silla, a quien corresponden las fotografías agregadas a fs. 350 y 35 1, la que en presencia del Tribunal sólo atina a observar a los presentes, a sonreír y a acariciarse la cara con la mano izquierda, actitud que mantiene por largo rato; que al pedirle el Tribunal al demandante don Jorge Moreno Aguirre, presen​te en la diligencia, que la haga incorporarse, al extenderle éste los brazos y al tomarla, ella se incorpora con alguna ayuda, mantenién​dose de pie y algo flectada la pierna derecha; la examinada además camina aunque para trasladarse de un lugar a otro requiere que alguien la lleve de la mano para evitar que tropiece con las cosas. Durante toda la diligencia no habla ni emite sonido alguno. A las preguntas nada contesta, como si no las oyera, manteniendo su expresión risueña examinada corporalmente, se constata al ser des​vestida, que se encuentra con pañales, presentando escaras en los costados de ambos glúteos y en la región trasera a la altura del coxis y una cicatriz en el abdomen al costado izquierdo. La paciente mantiene en la visita, su posición sentada o de pie, según, como se la deje, permaneciendo entonces con una expresión perdida y muy lejanamente atenta a lo que ocurre; al pasársele objetos, como una cédula de identidad y un portavasos los recibe con la mano e inmediatamente se los lleva a la boca, les pasa la lengua y luego los deja. Al encenderse y ponerse en funcionamiento un televisor en el curso de la inspección, no orienta su mirada hacia la imagen, aunque se aumente el volumen de las voces, permaneciendo abstraída, lejana e indiferente. Al final de la diligencia la enferma mantiene una expresión de cansancio y ausencia que contrasta con la que tenía al principio de ella;

f)
de la declaración prestada a fs. 347 en el sumario administrativo aludido, por el médico don Mario Palma Jara, en la que expresa que después de seis meses desde su operación, la señora Brito presentaba una recuperación neurológica lenta pero incompleta, que la función motora es la que más ha mejorado, que el daño fue difuso, bilateral pero de predominio en el hemisferio cerebral izquierdo, cursando una hemiparesia derecha y que la evolución es propia de una afasia severa, que la función esfinteriana no ha respondido, que la comuni​cación gestual es muy pobre, que la volición está perdida, que las funciones de relación están muy deterioradas, que la inteligencia no es posible pesquisarla, pero que está severamente comprometida, y que la impresión es que su estado es secuelar y definitivo;

g)
de la copia autorizada del sumario administrativo incoado con motivo de los hechos ocurridos en el curso de la intervención quirúrgica de la señora Brito, el 25 de julio de 1985, acompañado a fs. 241, con citación y no objetado, que obra en pieza separada, en el que se da constancia de que el equipo que operó, estuvo constituido por los médicos don Álvaro Castillo como cirujano, doña Alicia Young Valenzuela como ayudante, don Edward Rabah anestesista, actuando como arsenalera doña Juana Díaz y como auxiliar de anestesia doña Juana Castillo, sumario en el que el doctor Castillo informa y expone que presentada la emergencia, debió traerse el electrocardiógrafo del servicio de urgencia, demorando cuatro a cinco minutos en llegar y otros tantos en ser instalado, diagnosticándose entonces la fibrilación ventricular; que el período de reanimación de la paciente fue largo, de unos cincuenta minutos, lo que corroboran en el sumario los doctores Rabah, Suárez (fs. 276) y Young (fs. 327), y que en el post​operatorio, fuera del daño encefálico por la anoxia, se presentaron complicaciones, una neumopatía aguda, intetrigo axilar y escaras en diversas regiones ‑se establece, apreciándose las declaraciones de testigos como prueba suficiente para acreditar plenamente los hechos sobre los que deponen, asimismo la prueba de inspección personal del Tribunal y como indicios la prueba constituida por el sumario administrativo a que se ha hecho referencia‑, que en el transcurso de la intervención quirúrgica efectuada en el hospital de Coquimbo por don Álvaro Juan Castillo Araya, realizada con motivo de una colesistitis aguda a doña Berta Brito, como paciente privada, se detectó una falla cardíaca de ritmo y conducción por fibrilación ventricular, que le provocó una encefalopatía anóxica e hipóxica, practicándosele entonces masaje cardíaco externo y adminis​trándosele medicamentos adecuados, resultando la paciente en defi​nitiva al lograrse su reanimación, después de aproximadamente cincuenta minutos, con daño cerebral de carácter severo e invalidante en relación a funciones básicas, como autonomía personal y capaci​dad de interrelación humana, intelectual y afectiva, afectando ade​más el curso y condiciones de vida de su cónyuge e hijos que demandan, lo que constituye gran daño físico para ella y moral para todos;

Quinto: Que con el mérito probatorio:
a)
de las declaraciones del médico Edward Rabab Heresi de fs. 396 vta. en cuanto ratifica sus declaraciones prestadas en la causa criminal aludida, Rol N°48.139 del Primer Juzgado del Crimen de Coquimbo y que en fotocopias autorizadas rolan a fs. 377 de autos y de las prestadas por el mismo en el sumario administrativo tenido a la vista a fs. 212 y 378, en las que expresa, que de acuerdo a las normas técnicas del Servicio a su cargo como anestesista en el Hospital San Pablo de Coquimbo, debe de rutina administrar varias anestesias simultáneas, debiendo contar así para ello con una auxiliar de anestesia especializada para cada intervención cuya función es el control permanente de los signos vitales de la paciente durante la anestesia y comunicar al anestesiólogo cualquier variación de los rangos normales; que en el caso de doña Berta Brito fue él quien le administró personalmente todos los fármacos anestésicos, que su último control de signos vitales que le practicara resultó absoluta​mente normal y que no llevaba un minuto de realizado éste, cuando apareció el color de la piel que hizo sospechar a la auxiliar de anestesia de la existencia de una complicación la que se le comunicó en forma rápida y oportuna, cuando él circulaba por el sector del pabellón fiscalizando todas las anestesias que se estaban suministran​do y que al ingresar de inmediato al pabellón, constató que la paciente respiraba en forma espontánea manteniendo una palidez marcada, habiendo iniciado ya el doctor Castillo las maniobras de reanimación y que cree que la pesquisa del accidente fue muy precoz pues no existía una hipóxia marcada, presentando la enferma condiciones de buena oxigenación con sangre de buen color y ventilando en forma espontánea la respiración y presentando las pupilas mióticas; agrega que existió una demora de cuatro minutos en traer el electrocardiógra​fo y otros tantos en instalárselo a la paciente para obtener su registro y que tal demora se debió a que se usaba en todo el hospital, por lo que no se encontraba en el pabellón de operaciones y que al ocurrir los hechos se hallaba el aparato en el servicio de urgencia, distante 200 metros del pabellón quirúrgico;

b)
de las declaraciones prestadas en el sumario administrativo, cuya copia autorizada obra en pieza separada en la causa, de doña Juana Castillo Cisternas (fs. 266), doña Yolanda Valdivia Montecinos (fs. 269), don Isauro Suárez Cardemil (fs. 276), doña Alicia Young Valenzuela (fs. 327), doña Juana Díaz Marín (fs. 340), y doña María Díaz Hurtado (fs. 333) que corroboran lo expresado por el mismo médico señor Rabah, manifestando haber estado presentes al ocurrir los hechos a que éste alude,

c)
de la declaración de fs. 409 del médico don Álvaro Castillo, en cuanto expresa que en relación a los equipos que se usan dentro del hospital, el Director no puede tener un conocimiento inmediato ni permanente de su ubicación, por cuanto éstos son trasportados o trasladados en forma continua, justamente para atender urgencias, pero que no obstante, la atención de la paciente señora Brito fue oportuna, por cuanto el diagnóstico de la falla se detectó en forma inmediata y se comenzó luego con el tratamiento adecuado que consiste en masaje cardíaco externo y que en cuanto al electrocardiógrafo, puede decir que al igual que todos los medios de diagnóstico, el éxito está en relación al tiempo transcurrido, mientras ayuden a dar un diagnóstico más oportuno; agrega el mismo facultativo, al deponer en la causa criminal Rol N° 48.139 del Primer Juzgado del Crimen de Coquimbo, (declaración que en copia autorizada obra en autos en pieza separa​da), que el control de la anestesia fue permanente durante toda la operación, que el médico anestesista abandonaba el pabellón por breves períodos no superiores a cinco minutos, por cuanto en otro pabellón se operaba a un enfermo grave siendo el anestesista también el doctor Rabah quedando entonces la enferma bajo el control de la auxiliar paramédico de anestesia, doña Juana Castillo, se establece, apreciándose las declaraciones de testigos con fuerza suficiente para hacer plena prueba respecto a los hechos sobre que deponen y como indicios la prueba documental referida, sumario administrativo y copias de la causa criminal, en armonía con tales dichos, que el médico señor Rabah sólo momentáneamente dejó de controlar a la paciente señora Brito en el curso de su operación quirúrgica, pues atendía al mismo tiempo otras tareas de anestesia y que hubo una demora de aproximadamente ocho minutos en hacer llegar a la sala de operaciones y en conectar a la operada, el monitor electrocardió​grafo y en obtener así el diagnóstico de la existencia de una fibrilación ventricular, demora que se debió a que dicho equipo se usa en todo el hospital donde se le requiere;

Sexto: Que las partes están contestes en que al efectuarse la operación de la señora Brito, como paciente privada del doctor Castillo, no existía en el hospital un equipo desfibrilador utilizable, y en relación a tal falencia y a la necesidad de dicho equipo, obran en autos los siguientes anteceden​tes:

a)
lo que expone a fs. 238 vta., 288 y 407 de autos el médico don Álvaro Castillo, al expresar que ante la carencia en la emergencia de desfibrilador cuyo uso está recomendado sobre otros tratamientos para revertir el proceso de fibrilación ventricular, se recurrió a la alternativa medicamentosa y al masaje cardíaco externo;

b)
lo que expone a fs. 396 vta. de autos y en su informe que obra en el sumario administrativo a fs. 178, pieza que en copia autorizada obra en cuaderno separado, el médico anestesista Edward Rabah Heresi, en cuanto expresa que la técnica recomendada en caso de fibrilación ventricular, es el uso de la desfibrilación eléctrica siendo el tratamiento medicamentos o de alternativa, cuando no se dispone de desfibrilador;

c)
del médico legal expedido por la médico legista señora Ninette Blanchard en la causa criminal Rol N°48.139 aludida, que en copia autorizada se acompañó a la demanda de fs. 3, y que obra en el cuaderno de documentos, y de su declaración prestada a fs. 245 de autos, en que lo ratifica en cuanto expone que el tratamiento de la fibrilación ventricular lo constituye la desfibrilación eléctrica con medidas de apoyo farmacológicas;

d)
del informe pericial de fs. 495 del médico señor Pablo Casanegra, Jefe del Departamento de Enfermedades Cardiovasculares de la Escuela de Medicina de la Universidad Católica de Santiago, en el que expresa que la no aplicación de desfibrilación eléctrica oportuna a un paciente con fibrilación ventricular intraoperatoria aumenta su riesgo de muerte o daño anóxico cerebral post‑operatorio y que en condiciones normales de atención médica, todo hospital en que se efectúa rutinariamente cirugía mayor bajo anestesia general debiera contar con un desfibrilador eléctrico;

e)
del informe pericial de fs. 497 del médico don Ramón Corvalán H., del Departamento de Enfermedades Cardiovasculares de la Universidad Católica de Chile, Santiago, en el que expresa que la fibrilación ventricular puede presentarse como una complicación en cualquier tipo de cirugía mayor, que requiere de anestesia general. Que para su tratamiento, además de las medidas de masaje cardíaco y utilización de drogas, es necesario efectuar desfibrilación eléctrica para la conversión de la arritmia al ritmo sinusal. Que sólo de este modo se puede prevenir la muerte o daño cerebral por anoxia prolongada y que en los servicios de cirugía en que se practica cirugía mayor bajo anestesia general debiera contarse con un equipo de monitoría electrocardiográfica y de desfibrilación eléctrica para el manejo de arritmias graves que puedan presentarse; 

f)
de las copias autorizadas del sumario administrativo que obran en cuaderno separado, en cuanto en él, el doctor Castillo informa respecto de la falta de equipo monitor ‑desfibrilador y que desde noviembre de 1982, el doctor Rabah lo ha solicitado en reiteradas oportunidades y que la Dirección del Hospital, ha enviado listados sobre necesidad instrumental y equipos, considerando el monitor desfibrilador con prioridad y que en el momento de producirse los hechos, el señor Ministro de Salud ya había ordenado el envío del desfibrilador al hospital estando el trámite pendiente en la central de abastecimiento‑ se establece, apreciándose los antecedentes referi​dos, declaraciones de testigos que hacen prueba respecto de sus fundadas afirmaciones, e informes periciales acordes, rendidos y ratificados en la causa, cuya fuerza probatoria se aprecia conforme a las reglas de la sana crítica y apreciándose además como indicios la prueba restante documental aludida, que el tratamiento de una fibrilación ventricular sobrevenido a la señora Brito en el curso de su operación quirúrgica, requirió prioritariamente del empleo de un aparato desfibrilador eléctrico, y su falta de uso en su caso, aumentó el riesgo de daño anóxico cerebral que en definitiva se produjo, y que en los servicios hospitalarios en que se practica cirugía mayor bajo anestesia general debiera contarse con un equipo de monitoría electrocardiográfica y de desfibrilación eléctrica para el manejo de arritmias graves que pueden presentarse, como en el caso de la aludida señora;

Séptimo: Que la circunstancia relativa a que el médico señor Rabah como anestesista no estuviera permanentemente presente en el pabellón quirúrgico, cuando se operaba a doña Berta B rito sino momentáneamente en otro pabellón, controlando otra anestesia, no configura responsabili​dad médica o falta de servicio respecto del resultado lesivo para la enferma pues no estaba obligado dicho médico a ello, hallándose facultado, tal como lo expone el señor Rabah en su instructivo que rola a fs. 380 en fotocopias el que reconoce al declarar a fs. 397, y conforme lo previene el artículo 113 del Código Sanitario, la auxiliar paramédico que la atendía señora Juana Castillo, mediando la debida supervigilancia médica, para el control del proceso anestésico, supervigilancia que se cumplió, lo que se acredita con los referidos testimonios de los médicos señores Castillo y Rabah, y con el propio dicho de doña Juana Castillo prestado a fs. 266 del sumarlo administrativo referido;

Octavo: Que establecido el hecho del daño sufrido por la señora Brito y que al sufrir la emergencia de su fibrilación ventricular en el curso de su operación practicada en el hospital de Coquimbo, no se usó de inmediato el monitor electrocardiográfico, por hallarse en otra dependencia del hospital, ni se empleó un desfibrilador eléctrico, implementos indicados en el tratamiento de la afección, corresponde dilucidar si el resultado lesivo, está vinculado con ese retardo y con la falta de empleo del desfibrilador, en el entendido de que conforme al conocimiento actual de la ciencia médica, habitualmente no es posible determinar, como, en el caso de autos, con certeza, el grado en que una acción u omisión origina el daño producido en la salud de la paciente, por lo que basta que se haya sobrepasado notablemente el riesgo permitido por las reglas del arte médico, para tener por este hecho, establecida una vinculación normativa entre el resultado lesivo y tal acción u omisión, esto es, basta que haya aumentado seriamente la posibilidad del resultado en comparación al riesgo permitido, para vincular a aquéllas el efecto producido; de llegarse a una conclusión adversa, significaría aceptar, que en cualquier interven​ción médica de gravedad, en que no se emplee el cuidado debido, normalmente no podría vincularse el resultado dañoso a tal falta de cuidado, en consideración a que por lo complejo de la estructura vital, no habría certeza de que precisamente dicha falta de cuidado, fue la que causara el daño, dado el carácter eminentemente conjetural de la ciencia médica, a la relatividad de diagnóstico, a la ausencia de métodos infali​bles y a la amplia gama de variantes de cada enfermedad. Abona el criterio anterior la circunstancia de que el artículo 494 N° 10 del Código Penal sanciona como delito falta el mero descuido culpable del médico, aunque no haya causado daño;

Noveno: Que establecido que la demora en el uso del monitor electrocardiográfico y la falta de empleo del desfibrilador eléctrico en el tratamiento de la señora Brito, incidieron en el aumento serio del riesgo operatorio a que se expusiera el que se concretó en la encefalopatía que la invalidó, se establece la vinculación referida en el considerando que precede y corresponde por ende determinar entonces, si por parte del Servicio de Salud Cuarta Región Coquimbo, existe responsabilidad extracontractual del Estado, por su actividad administrativa (‑en que no se persigue la sanción a un culpable, sino la reparación del daño sufrido por la víctima, sin que el ordenamiento jurídico haya puesto a cargo de ésta la obligación de soportarlo‑) con motivo de que existiera sólo un monitor electrocardiográfico en el Hospital San Pablo de Coquimbo, del aludido servicio, para uso de todos sus distintos departamentos, lo que originó como se expuso, demora en el diagnóstico de la afección de la aludida señora y con motivo de que se realizaron en él operaciones de cirugía mayor en dicho hospital, como la del caso de autos, sin que existiera en él, al tiempo de operarse ella, un desfibrilador eléctrico;

Décimo: Que la conducta del estado y de sus órganos, se encuentra evidenciada en autos,

a)
en cuanto el propio señor Director del Servicio de Salud demandado enviara su oficio ordinario N° 1.141 de 2 de mayo de 1984, cuya fotocopia en parte de prueba acompañó a fs. 46, al contestar la demanda, en el que hace un listado prioritario de las necesidades de equipamiento médico para los establecimientos de la Región, en el que, en primer término, aparece la referencia a dos monitores cardía​cos con desfibrilador adjunto, para pabellones quirúrgicos;

b)
en cuanto al señor Director Subrogante del Servicio de Salud, señor Estévez por oficio N° 6.944 de fecha 30 de noviembre de 1984 dirigido al señor Ministro de Salud, que asimismo la demandada acompañó fotocopiado a fs. 50 al contestar la demanda, en el que expresa que remite un folleto que contiene la identificación de un desfibrilador monitor que satisface los requerimientos del hospital de Coquimbo, manifestándole que queda a la espera de su decisión para poder contar a la brevedad con este instrumento, que, como lo comprobara personalmente, es una necesidad impostergable en el establecimiento;

c)
con la circunstancia de que el decreto supremo del Ministerio de Salud N° 161 de 6 de agosto de 1982, publicado en el Diario Oficial de 19 del mismo mes, que reglamenta los hospitales y clínicas privadas, exige a éstos, en sus artículos 30 y 32, que los estableci​mientos de ese carácter que desarrollan especialidades quirúrgicas deben contar a lo menos en sus salas quirúrgicas y en sus salas de recuperación post‑operatorias, entre otros equipos, de un equipo de reanimación cardiocirculatoria de lo que se concluye que por parte del hospital de Coquimbo hubo falta del debido servicio en la atención de la paciente señora Brito, aumentando así el riesgo de que fue objeto y que devino en su encefalopatía anóxica esquémica con daño cerebral severo que la dejara de por vida inválida, daño del que el Servicio de Salud, Cuarta Región, resulta entonces responsable y que debe indemnizar, conforme a lo prevenido en el artículo 2314 del Código Civil, pues el Estado como persona jurídica, en este ámbito, es también responsable, aunque carezca de voluntad propia, pues para que opere tal responsabilidad, basta que el órgano se comportara de manera distinta a la que habría sido la de alguien cuidadoso, esto es comprobada la falta de servicio, que lleva envuelta la conclusión de que alguien incurrió en culpa, ella hace recaer en él la carga del riesgo, lesión o detrimento, salvo que la ley determine que la carga de dicho riesgo deba soportarla la propia víctima, sin que en el caso de autos pueda esgrimirse en contrario que por ser paciente privada la señora Brito del doctor Castillo, ello libera a la sazón al órgano estatal de cualquier resultado dañoso a aquélla, pues desde el momento en que convino éste con el médico, el uso de su estructura y equipos, asumió la responsabilidad de poner a su disposición el mínimo que le era requerido para una elemental protección a la salud pues es tarea del estado protegerla y garantizar que las acciones de promoción, protección, recuperación y rehabilitación, se cumplan tanto por sus propios órganos como por los particulares; al efecto la Constitución Política en su artículo 19 N° 9, asegura el derecho a la protección de la salud, señalando el deber del Estado de garantizar las acciones de salud en la forma y condiciones que determina la ley, correspondién​dole, además, el control de coordinación de las acciones relacionadas con la salud, sea que se presten los servicios a través de instituciones públicas o privadas, de modo que en virtud de esta garantía, el Estado, en cualesquiera de sus expresiones, como Estado, Fisco, Estado Empresas Públicas, etc. se halla obligado a las acciones de salud; además el mismo precepto establece que el Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recupe​ración de la salud y de rehabilitación del individuo;

Undécimo: Que el decreto ley N° 2.763 de 1979 a fin de establecer las bases orgánicas de un sistema nacional de Servicios de Salud, que posibilitaran entre otros fines el efectivo acceso de la población a las acciones de salud, en la forma prevista por la Constitución Política y permitieran ejercer la responsabilidad del Estado de redistribuir la asignación de recursos, dispuso que al Ministerio de Salud y a los demás organismos que contempla el mismo decreto ley, compete ejercer la función que corresponda al Estado, de garantizar el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de la persona enferma y así como coordinar, controlar y, cuando corresponda, ejecutar tales acciones, integrando al sector salud, todas las personas naturales o jurídicas, de derecho público o privado, que realicen o contribuyan a la ejecución de las acciones mencionadas; el mismo decreto ley, entre otros, creó el Servicio de Salud en la Región de Coquimbo, el que se encuentra demandado en esta causa, señalándose que se trata de un organismo estatal, descentralizado, dotado de persona​lidad jurídica y patrimonio propio para la realización de las acciones integradas de fomento, protección y recuperación de la salud y rehabili​tación de las personas enfermas; también creó este decreto ley, en su artículo 46, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional del Servicio de Salud, como Servicio Público descentralizado y dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio debiendo proveer de medicamentos, y demás elementos o insumos que puedan requerir los organismos, entidades, establecimientos y personas integrantes o adscritos, al sistema para la ejecución de acciones de fomento, protección o recuperación de la salud y de rehabilitación de las personas enfermas, con el solo objeto de cumplir los planes y programas del Ministerio y de los demás organismos públicos, entre cuyos fines institucionales, esté la realización de acciones de salud en favor de sus beneficiarios, de con​formidad al reglamento. Señala a continuación el mismo artículo, que estas funciones son sin perjuicio de la facultad de los servicios de salud para adquirir dichos elementos de otros proveedores;

Duodécimo: Que la norma constitucional referida en el considerando noveno tiene además expresión meramente legal, en cuanto al alcance de las obligaciones estatales en el ámbito de sus órganos, al establecerse en el artículo 4° de la ley N° 18.575, que aprobó la ley orgánica constitucio​nal de bases generales de la administración de Estado, que el Estado será responsable por los daños que causen los órganos de la administración en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieran afectar al funcionario que los hubiere ocasionado, agregando su artículo 44 que "los órganos de la administración serán responsables del daño que causen por falta de servicio, aunque no obstante, el Estado tendrá derecho a repetir en contra del funcionario que hubiera incurrido en falta personal, y si bien dicha ley empezó a regir el 5 de diciembre de 1986, fecha de su publicación en el Diario Oficial, esto es con posterio​ridad a la ocurrencia de los hechos dañosos de que se trata en esta causa, fue ella evidente manifestación de la norma constitucional superior de que el Estado debía asumir, también su responsabilidad extracontractual;

Decimotercero: Que si bien en el artículo 11 de la ley N° 18.469, se dispone que las prestaciones se concederán por los Servicios e Institucio​nes que dependen del Ministerio de Salud, con los recursos profesionales, técnicos y administrativos de que dispongan sus establecimientos, sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar al efecto con otros organismos públicos o privados, desviando así el riesgo de los daños causados por falta de recursos a la víctima, lo cierto es que tal disposición sólo empezó a regir una vez publicada en el Diario Oficial de 23 de noviembre de 1985, esto es con posterioridad a la ocurrencia de los hechos en que se funda la demanda, de manera que ella no exime de responsabilidad al servicio demandado, en relación a los hechos ocurri​dos el 25 de julio de ese año;

Decimocuarto: Que en lo que concierne al daño moral, en considera​ción a que la señora Brito quedó inválida psíquica y físicamente para siempre, aproximándose casi absolutamente a una existencia vegetal, a consecuencia de la encefalopatía anóxica isquémica que le infligió lesiones neurológicas profundas, definitivas e invalidantes sin recupera​ción de conciencia, rompiéndose así el vínculo normal de todo ser humano a su realidad destituida de las dimensiones psicológicas, anímicas y es​pirituales, necesarias para la existencia normal de su vida interior y de relacionarse con el mundo exterior, afectando ello además a su cónyuge y a sus hijos que demandan, siendo indubitada la existencia del dolor de éstos ante la tragedia sobreviniente a la compañera y madre, que requiere de atención permanente, como si fuese una criatura de meses, pero sin la perspectiva de desarrollarse y anhelar y cumplir anhelos, todo lo que constituye un daño que debe ser indemnizado, el Tribunal, en la certidum​bre sí, de que la indemnización patrimonial, jamás podrá constituir una reparación completa de tal daño, sino un mero paliativo de él, regula prudencialmente el causado, a la víctima señora Brito, en diez millones de pesos, al marido en cinco millones de pesos y a cada uno de los hijos en cien mil pesos;

Por estas consideraciones y atendido lo dispuesto en los artículos 19 números 8 y 9 de la Constitución Política, 1437, 1698, 1713, 2314 y 2320 del Código Civil, 144, 170, 253, 342, 349, 358 N°5, 379 inciso 20,384 números 1 y 2, 399, 425, 426 y 427 del Código de Procedimiento Civil, en el decreto ley N° 2.763 y en los decretos supremos N° 161 de 1982 y 54 de 1985, del Ministerio de Salud, se declara:

I. EN CUANTO A TACHAS

Que se acogen las tachas interpuestas en contra de los testigos doña Carmen Molina Santander, don Eduardo Cecilio Estévez Salas, don José Arturo de la Rivera Figueroa, don Fernando Aristarco González Pizarro, doña Nancy Débora Moreno Huanquilao, doña Erika Graciela Largo Rojas y de don Fernando Germán Bravo Urrutia;

II. EN CUANTO AL FONDO

Que se acogen las demandas interpuestas a fs. 3 por don Jorge Antonio Morales Aguirre y doña Berta Elena Brito Ramírez y a fs. 128 por don Jorge Antonio, don Pedro Alejandro, doña Jacqueline Ivonne, doña Sandra Marcela y doña Ximena Elena Morales Brito, sólo en cuanto se declara que el Servicio de Salud Cuarta Región Coquimbo, debe pagar dentro de diez días de ejecutoriado este fallo a título de indemnización de perjuicios por daños morales, denegándose lo demás pedido;

1.
A doña Berta Elena Brito Ramírez, la suma de diez millones de pesos, reajustables conforme al aumento que acuse el Indice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior en que debe efectuarse el pago y el precedente a aquél en que efectivamente se realice;

2.
A don Jorge Antonio Morales Aguirre, la suma de cinco millones de pesos, reajustables en la misma forma indicada precedentemente;

3.
A don Jorge Antonio, don Pedro Alejandro, doña Jacqueline Ivonne, doña Sandra Marcela y doña Ximena Elena Morales Brito, las sumas de cien mil pesos a cada uno, reajustables en la forma asimismo indicada.

No se condena en costas a la demandada por estimarse que tuvo motivos plausibles para litigar.

Regístrese y notifíquese. Dictada por el señor Juez de Letras Titular don Alfredo Azancot Valle​jo.

LA CORTE:

La Serena, 22 de noviembre de 1989

Vistos:

Comparece a fojas 3 don Ruperto Castro Odershede, abogado, domici​liado en Balmaceda N° 441, departamento 32, quien interpone recurso de queja en contra del señor Juez Titular del Segundo Juzgado de Letras de La Serena don Alfredo Azancot Vallejo, en los autos sobre indemnización de perjuicios caratulados "Jorge Morales Aguirre y otros con Servicio de Salud Coquimbo".

Expresa que el juez a quo, el 8 de mayo pasado, dictó una resolución mediante la cual ordenó elevar en consulta la sentencia definitiva dictada, lo que constituye una falta o abuso porque dicho trámite no era procedente atendido el procedimiento y las partes que litigan en el juicio, provocándole un agravio a su parte pues le dio al procedimiento el carácter de juicio de hacienda, que privilegia notoriamente la posición procesal de una de las partes, que ya había agotado todos sus recursos.

Agrega que el 31 de marzo pasado, se dictó sentencia definitiva la que fue notificada a la parte demandada el día 7 de abril, aceptando el juez recurrido a tramitación el día 2 de mayo un escrito por el cual se pedía decretar el trámite de la consulta, lo que fue aceptado por el Juez, alterando de esta forma lo ordenado primitivamente en el fallo, transgrediendo de esta forma lo dispues​to en el artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.

Manifiesta, además, que el trámite de la consulta no es procedente en la causa toda vez que no se trata de un juicio de hacienda, los que están reservados exclusivamente a aquellos casos en que sea parte el Fisco de Chile, y en el presente juicio el litigante es el Servicio de Salud Coquimbo.

Solicita se acoja el recurso de queja y se deje sin efecto la resolución atacada.

Informando, a fojas 14, el señor Juez recurrido indica que el trámite de la consulta que no resuelve sobre la controversia misma y no constituye una modificación del fallo, y que ordenó dicho trámite por cuanto el Fisco tiene interés en el juicio, ya que constituyendo el Servicio de Salud una organiza​ción del Estado con calidad de servicio público descentralizado, con perso​nalidad y patrimonio propio, sus obligaciones comprometen al Estado en el ámbito patrimonial.

Se tuvo a la vista la causa del Segundo Juzgado de Letras de La Serena, caratulada "Morales Aguirre, Jorge Antonio y otros con Servicio de Salud Coquimbo", sobre indemnización de perjuicios.

Considerando:

Primero: Que el decreto ley N° 2.763, de 3 de agosto de 1979, creó los Servicios de Salud, expresando en el artículo 16 que "serán organismos estatales, funcionalmente descentralizados, dotados de personalidad jurídi​ca y patrimonio propio..." y que dependerán del Ministerio de Salud para los efectos de someterse a la supervigilancia de éste en su funcionamien​to.

Segundo: Que de lo expuesto se desprende que los Servicios de Salud constituyen órganos funcionalmente descentralizados que se caracterizan por su autonomía, esto es, independencia del poder central, debido a la naturaleza de sus funciones o facultades, tienen personalidad jurídica y patrimonio propios, no dependen jerárquicamente del Presidente de la República, relacionándose con el Poder Ejecutivo a través de un Ministerio, no constituyendo por lo tanto los Servicios de Salud lo que se conoce como  "Fisco" el que está compuesto por los organismos y Servicios de la Adminis​tración Central del Estado.

Tercero: Que, por otra parte, los Servicios de Salud en los juicios en que actúan como demandantes o demandados son defendidos por sus propios abogados, y no los representantes del Consejo de Defensa del Estado, salvo que el respectivo servicio jurídico no esté en condiciones de asumir conve​nientemente tal función, como lo señala el artículo l° N° 3 del decreto ley N° 2373, norma que se repite en el N° 10 de la misma disposición efectuando una diferenciación entre Estado, sus servicios centralizados y descentraliza​dos, organismo al cual le corresponde la defensa del Fisco y no de los servicios descentralizados que no constituyen tal ente.

Cuarto: Que, a mayor abundamiento, el mismo Servicio de Salud en un recurso de protección interpuesto en su contra, y tramitado en la Corte de Apelaciones de Talca, al contestar la acción expresa que no se ha demandado al Fisco sino a un servicio descentralizado, con lo que está reconociendo que no son Fisco (Gaceta Jurídica N° 105, página 82).

Quinto: Que por las razones expuestas esta Corte estima que el caso sub judice no es un juicio de hacienda ya que no tiene interés el Fisco, sino un servicio descentralizado, motivo por el cual no procedía ordenar la consulta de la sentencia dictada, habiendo incurrido el juez en una falta o abuso al decretar dicho trámite.

Por estas consideraciones, disposiciones legales citadas y de conformi​dad con lo dispuesto en los artículos 536 y 549 del Código Orgánico de Tribunales y Auto Acordado de la Excelentísima Corte Suprema sobre tramitación y fallo del recurso de queja, se acoge el recurso interpuesto en lo principal de fojas 3, por don Ruperto Castro Oddershede en contra del señor Juez del Segundo Juzgado de Letras de La Serena don Alfredo Azancot Vallejo y se deja sin efecto la resolución de ocho de mayo pasado, escrita a fojas 537, de la causa tenida a la vista, y en su lugar se declara que no se hace lugar a lo solicitado a fojas 533 por el Servicio de Salud Coquimbo.

Devuélvase la suma consignada para interponer el recurso y de que da cuenta el comprobante de fojas 1.

Devuélvanse los autos tenidos a la vista. Pronunciado por los Ministros señores Federico Pizarro Contador, José Pavisic Dragnic, Hernán Marín Hernández y señora María A. Schneider Salas.

Rol N° 629.Santiago, 27 de marzo de 1990. Vistos:

Se confirma la sentencia de 22 de noviembre pasado, escrita a fs. 32.

Regístrese y devuélvase. Pronunciado por los Ministros señores Servando Jordán L., Osvaldo Faúndez V., Roberto Dávila D. y los Abogados Integrantes señores Alberto Stoehrel M. y Andrés Allende U.

CASO 3:
CANCINO ROJAS, LUIS CON SERVICIO DE SALUD DEL MAULE Fuente: Vásquez R., Andrés: “Responsabilidad del Estado por sus Servicios de Salud”, Ed. Conosur, 1999.
FALLO DE PRIMERA INSTANCIA

Talca, 26 de mayo de 1989.

Es perfectamente compatible y armónico que un mismo hecho pueda calificarse como no constitutivo de delito o cuasidelito criminal y ser, pese a ello, constitutivo de cuasidelito civil.

El Código Civil obliga a la indemnización de todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona.

De otro lado, bien o mal, el sobreseimiento referido se dictó no en virtud de lo prevenido en el artículo 409 N° 1 del Código de Procedimiento Penal, sino que, en razón de lo dispuesto en el artículo 2° de la citada disposición legal.

9°.
Que son hechos de la causa, no discutidos por las partes, los que siguen:

a)
Que aproximadamente a las 15:45 horas del 22 de octubre de 1980 fue internada en la Maternidad del Hospital Regional de esta ciudad para ser sometida a una intervención de retroflexión uterina, doña Carmen Isabel Torres Vásquez, de aproximada​mente 35 años de edad a esa fecha, cónyuge del demandante don Luis Cancino Rojas.

b)
Que como a las 16:00 horas del referido día, la mencionada paciente ingresó al pabellón quirúrgico del Hospital para ser intervenida por el equipo médico integrado por el doctor Sergio de la Fuente Martínez y los doctores Fernando Pokiuda Rojas y Raúl Bustos Martínez como ayudantes primero y segundo, respectivamente. Como anestesista, el doctor Manuel Casafi Rodrí​guez, como ayudante de éste la Auxiliar Paramédica Blanca Avendaño Araya y la Auxiliar de Enfermería, Alicia Espinoza García, arsenalera.

c)
Que el médico anestesista nombrado precedentemente practicó la anestesia de elección raquídea‑subaracnoídea, inyectando un tóxico en el canal medular de la paciente, la que no surtió efecto anestésico, por lo que, de acuerdo con el cirujano, administraron anestesia general a la paciente, mediante hipnótico volátil pentotal relajante‑flucithano.

d)
Que se efectuó la operación, practicándose a la paciente Carmen Torres Vásquez una histerectomía total y luego de extirpada la pieza operatoria, se constató una hemorragia en Nappe, es decir, en superficie de pequeños vasos sanguíneos, debido a que la paciente hizo una crisis hipertensiva por lo que, concluida la operación, fue trasladada a la Unidad de Tratamiento Intensivo, donde se le diagnosticó crisis hipertensiva y posteriormente, paraplejia plácida post‑anestésica de extremidades inferiores; y

e)
Que el 28 del mismo mes, la paciente fue trasladada a la Clínica de Neurocirugía San Andrés de Santiago, donde se comprobó un cuadro clínico de severo daño medular transverso de nivel dorsal D6‑D7, parálisis oclear bilateral con anacusia (sordera) bilateral, desequilibrio por paraplejia vestibular bilateral con persistencia de excitabilidad vestibular a estímulos térmicos de 1 8'y además, restricción del campo visual periférico de 0.1. El L.C.R. exami​nado seis días después de la anestesia raquídea reveló hiperalhuminosis de 0,5 gramos 0/00 sin plelocitosis. Se le diagnostica paraplejia de extremidades inferiores e hipoacusia bilate​ral provocado por anestesia raquídea. 

10°. Que para acreditar los fundamentos de su demanda, la parte deman​dante allegó las   siguientes probanzas:

a)
Pidió se trajera a la vista el proceso criminal del Primer Juzgado del Crimen de esta ciudad, al que ya se ha hecho mención, y en el que a fs. 1 rola certificado de matrimonio entre el demandante Luis Enrique Cancino Rojas y la ofendida Carmen Isabel Torres Vásquez, e informe médico legal de las lesiones de ésta a fs. 105.

b)
El sumario administrativo instruido por el señor Director del Servicio de Salud del Maule.

c)
La documentación que rola de fs. 63 a 92, no objetada de contrario, consistente en documentos correspondientes a montos de gastos médicos, tratamientos, exámenes, medicamentos, hos​pitalización y otros, que justifican la suma de $200.000 que el actor pide por concepto de indemnización del daño emergente sufrido por su cónyuge.

d)
Rindió la testimonial de Teresa Henríquez Jara fs. 50, Irma Reyes Gavilán, fs. 52, Marina Parot Silva, fs. 57, Bernardo Bravo Valenzuela, fs. 54 y Magda Hederra Sepúlveda, fs. 59 y, final​mente, el testimonio que por oficio de fs. 61 presta el Vicepresi​dente de la Conferencia Episcopal de Chile y Arzobispo de La Serena, Monseñor Bernardino Piñera Carvallo.

Henríquez expone: Que conoce a Carmen Torres Vásquez y que después de la operación la vio demasiado limitada, en la Clínica en Santiago. Días antes de la intervención la vio en pie y muy normal. Le parece que en la Clínica en Santiago, se llama San Andrés, donde Carmen le manifestaba que no la veía bien, que la veía doble y por señas que explicaba su marido y le explicó que no oía. Que las lesiones que sufrió Carmen Torres Vásquez la hacían no escuchar ni tenía movimiento y después del tratamiento quedó en una silla de ruedas y sorda. Fue intervenida quirúrgicamente en el Hospital de Talca y así se lo hizo saber en una carta que le envió a Cauquenes contándole que se iba a operar por un problema del útero, A raíz de lo anterior, se le han causado muchos perjuicios psíquicos, penurias del hogar y que los niños de Carmen eran muy chicos, entre 7 y 9 años y repentinamente vieron a su madre que no los escuchaba ni puede caminar, no pudiendo expresar sus sentimientos de afecto. También sufre el marido de ella porque no pueden hacer una vida normal como cónyuges, la comunicación entre ellos se ha visto perjudicada y el demandante ha tenido que multiplicarse para cumplir con su trabajo y la atención de su hogar y familia. Sabe que Carmen está lúcida y consciente, vaque le ha contestado cartas muy hermosas, porque es  una mujer piadosa, católica, lo que la ha ayudado mucho. El tener conciencia de su situación la hace sufrir al no poder llevar una vida normal y mantiene esperanzas de recuperarse; 

Reyes señala: Que efectivamente, a raíz de la intervención quirúrgica practicada a Carmen Torres Vásquez le provocaron daños permanentes e irreversibles, según lo narró el propio demandante diciéndole que había existido una falla de esterilización en la Jeringa de la anestesia. Le impacto comprobar que doña Carmen está sorda totalmente y paralizada desde la cintura hacia abajo, por lo que debe permanecer en silla de ruedas. Conoció a doña Carmen Torres antes de la operación, como una persona totalmente normal, muy comunicativa y simpática, pues se entendía con él como dirigente gremial. La operación se hizo en el hospital de Talca, en el último trimestre del año 1980. A raíz de lo anterior Carmen ha sufrido un daño moral de incomunicación con su pareja y familia y también daños económicos. Uno de sus niños debió estar fuera de la casa donde unos familiares durante largo tiempo porque su madre no podía preocuparse de ellos. El Sr. Cancino debe desempeñar gran parte de sus labores domésticas. Lo más terrible es que ella tiene conciencia de su situación y el sufrimiento de su familia, llora y se siente postrada; 

Bernardo Bravo: Que no le cabe duda que Carmen Torres Vásquez, a raíz de la intervención quirúrgica que se le practicó, sufrió daños permanentes e irreversibles, pues él la conoció sana porque fue dependiente suya cuando la designó colaboradora de Cema y poste​riormente en otro cargo que no pudo desempeñar por su enfermedad. Perdió la audición y el movimiento de sus piernas, quedando inválida absolutamente. La intervención se le practicó en el Hospital de Talca en octubre de 1980. Ha sufrido mucho perjuicio porque su enfermedad fue un trastorno para toda la familia, especialmente para sus dos hijos que se educan en Talca y que a la época cursaban preparatorias, para el manejo de la casa tuvieron que contratar personas para atender a Carmencita, quien ha debido ser llevada a Santiago, incurriendo en muchos gastos y su cónyuge el señor Cancino no tenía capacidad económica para solventarlos, por lo que ha debido recurrir a présta​mos que ha ido pagando poco a poco, desprendiéndose de bienes y con la ayuda de amigos. La conciencia que de su situación tiene la señora Carmen Torres la hace sufrir y aparenta, para no molestar a quienes la rodean. Actualmente sus hijos tienen alrededor de 15 a 16 años y los ha visto viajar a pie de Talca a Pencahue;

Parot: Que conoció totalmente sana a Carmen Vásquez antes que se operara del útero en el Hospital de Talca, donde estuvo seis días en la Unidad de Tratamientos Intensivos, donde se percataron que es​taba paralizada de la cintura hacia abajo, no controlaba esfínter y ello era irreversible, daños que se mantienen hasta hoy día en que se encuentra paralizada en una silla de ruedas y totalmente sorda. Ella tramitó por un audífono, pero no dio resultados. En Santiago estuvo en tratamiento de foniatría para recuperar el habla. Se han hecho esfuerzos para su recuperación, lo que no se ha logrado. La intervención fue hecha en Talca en octubre de 1980. Ha tenido todo tipo de problemas familiares debido a su enfermedad. Cuando la ha visitado la ha visto llorar emocionada ante la impotencia de no poder hacer nada por su familia y se da cuenta de todo lo que ocurre a su alrededor. Sin embargo, hace lo imposible para enfrentar su situación porque es de un enorme temple,

Hederra: Que sabe que a raíz de la operación practicada a Carmen Torres Vásquez quedó paralítica, en octubre de 1980. Fue intervenida por un problema uterino. Permanece en una silla de ruedas, paralítica y sorda e insensible de la cintura hacia abajo. Estuvo meses internada en una clínica en Santiago, pero no se recuperó. Muchos daños se le ocasionaron a la familia y a ella que era una persona normal y muy activa y a raíz de esto se ha tenido que tomar una persona para desempeñarlas labores de casa y junto a su marido tener que cuidarla. Los niños sufren mucho porque Carmencita es una madre ejemplar que siempre estaba preocupada de ellos, sus tareas y actividades del colegio. La relación matrimonial se vio afectada porque ella le dio a entender que quedó totalmente interrumpida en el aspecto sexual. También su marido hace un enorme sacrificio para atender su trabajo y a su mujer, quien tiene plena conciencia de la situación y hace un esfuerzo increíble para superarla;

El Obispo Monseñor Piñera Carvallo: Que conoce a la señora Carmen Torres Vásquez y a su familia desde hace cerca de 30 años. Por eso se impuso de que estando en el Hospital de Talca, donde se iba a someter a una intervención quirúrgica; a raíz de un error cometido en la anestesia, quedó completamente sorda y paralizada desde la cintura hacia abajo. Que la visitó en varias oportunidades y la acompañó a ella y a su familia en su desgracia que no es difícil de imaginar: aislamiento total con respecto al mundo exterior por la sordera, incapacidad de moverse por sí misma, dificultad grave en sus relaciones con su marido y con sus niños. La señora Carmen Torres conserva su plena lucidez, es psicológicamente sana, tiene plena conciencia de su situación, pone todo lo de su parte para superarla, pero las consecuencias del error anestésico son irreversibles e irrecu​perables. Ignora el monto de las sumas desembolsadas por la familia Cancino o por la familia Torres a consecuencia de este error anesté​sico. Pero tienen que haber sido considerables. Visitó a Carmen en una Clínica donde estuvo un tiempo, en la esperanza de alguna recuperación y eso debe haber sido costosísimo. Su estado requiere la ayuda de alguna persona que la supla en los quehaceres de la casa y seguramente ha habido muchos otros gastos de enfermera, de viajes que deben haber sido considerables. Don Luis Cancino es un funcio​nario que vive exclusivamente de un sueldo modesto y la familia Torres no es una familia acaudalada. Desde un comienzo oyó decir que el daño había sido causado por un error en la anestesia, entiendo que raquídea, o que se había introducido una droga inadecuada o en condiciones deficientes, pero nunca cupo la menor duda de que el daño producido había sido causado directamente por la anestesia dada antes de la operación.

11°.
Que los elementos de juicio rendidos que se consignan en la conside​ración que antecede, en especial el informe médico legal y el sumario administrativo aludidos en las letras a) y b), respectivamente, cons​tituyen presunciones judiciales que, por reunir las características de multiplicidad, gravedad, precisión y concordancia, hacen plena prue​ba de los siguientes hechos:

Que a consecuencia de la inyección de tóxico no identificado en el canal medular de Carmen Torres Vásquez en el momento de la anestesia especial, ésta resultó con parálisis de ambas extremidades inferiores por daño medular a nivel D6 a DT con sordera bilateral permanente y la parálisis de las extremidades, probablemente defini​tiva. Las probabilidades en cuanto a supervivencia general, en casos de este tipo de secuelas, es aproximadamente la mitad, debido a probables complicaciones derivadas al estado parapléjico de la lesionada. No es posible precisar la identificación de la sustancia nociva en el canal medular, no siendo necesario que éste haya sido un simpático neumático, porque cualquier daño del neuroeje puede dar una reacción de hipertensión, sin poder individualizar una noxa específica; y que los residuos de cloro del lavado de jeringas y agujas (Rinso) han provocado cuadros de mielitis como el que tiene Carmen Torres Vásquez, al usarse para inyecciones anestésicas raquídeas.

Que la dimecaína inyectada en la anestesia raquídea no produce en ningún caso el efecto dañino ocasionado a Carmen Torres Vásquez. La anestesia general o los fármacos usados en ella tampoco producen el daño de lesión medular.

12°. 
Que, como se dijo en el motivo 2°, la demandada pretende el rechazo de la demanda argumentando que la operación practicada a doña Carmen Torres Vásquez fue contratada en forma particular con el cirujano doctor Sergio de la Fuente Martínez cuyo equipo médico lo integraron, además, los doctores Fernando Pokluda Rojas, Raúl Bustos Martínez y el anestesista doctor Manuel Casafi Rodríguez y que a éstos les asistiría responsabilidad directa derivada de la "Mal Practice" y no al Hospital Regional ni al Servicio de Salud del Maule.

Al respecto, rindió la testimonial de los mencionados médicos Pokluda, Bustos y de la Fuente, quienes manifiestan a fs. 47, 47 vta., 48, 48 vta., 49, 56, 56 vta., respectivamente, que la paciente contrató los servicios particulares del último de los nombrados y éste eligió a sus ayudantes y al anestesista. Sin embargo, los mismos reconocen que la intervención quirúrgica se llevó a efecto en el Hospital Regional de esta ciudad dependiente del Servicio demandado, con equipo instrumental, medicamentos, anestésicos y todos los demás implementos del establecimiento mencionado, como también con el personal paramédico auxiliar de dicho Hospital, conformado por Auxiliar de Anestesia, Arsenalera y Pabellonera. Además, todos reconocen que, para tal efecto, como médicos funcionarios mantie​nen un convenio con el Servicio de Salud que percibe los derechos correspondientes. Corrobora lo anterior, el hecho que por resolución N° 258 del señor Director del Servicio de Salud del Maule se haya ordenado instruir sumario administrativo a fin de investigar las irregularidades y responsabilidad de los funcionarios de su depen​dencia.

13°.
Que así las cosas, ha quedado establecido que a raíz de la conducta negligente y descuidada del equipo médico y auxiliar paramédico dependiente del Servicio de Salud del Maule al ejecutar la operación quirúrgica practicada a la cónyuge del demandante, se ocasionaron daños al demandante y a su cónyuge, existiendo entre lo último y lo primero una relación de causalidad que queda tanto más evidenciada si se considera que el informe médico legal que rola a fs. 105 de la causa criminal que se tiene a la vista, en su conclusión última señala que la dimecaína inyectada en la anestesia raquídea no produce en ningún caso el efecto dañino ocasionado, y que la anestesia general o los fármacos usados en ella tampoco producen el daño de lesión medular constatado en la paciente Carmen Torres Vásquez, como se señaló en la letra a) del motivo 1 V.

14°. 
Que el daño moral es de índole subjetiva y su fundamento se encuentra en la propia naturaleza de la psicología afectiva del ser humano, de manera que puede decirse que tal daño se produce siempre que un hecho externo afecte a la integridad física o moral de un individuo o de aquellos que se encuentren ligados por lazos de sangre o afinidad, que crean un conjunto de afectos recíprocos.

Es evidente que Carmen Torres Vásquez experimentó un daño moral con lo sucedido, el que está constituido por el dolor y sufrimiento causado por sus gravísimas lesiones, por el penoso y prolongado tratamiento que ha sido y debe seguir siendo objeto de por vida; situación que resulta tanto más dramática cuando se conserva con sus facultades mentales normales y con plena conciencia de lo que acontece, no pudiendo menos que resultar sobrecogedora su situación física y psíquica, que de ser una persona llena de vida, jovial y dinámica, se ha convertido ‑según expresan testigos y lo confirman antecedentes clínicos‑ en una lisiada, que no puede valerse por sí misma; daño moral que el Tribunal regula prudencialmente en $ 40.000.000.

15°. 
Que en concepto del Tribunal, también es indudable el daño moral experimentado por el marido de la víctima Luis Cancino Rojas, consistente en el sentimiento de dolor, angustia de verla, de por vida, menoscabada en su persona, en su vida afectiva; de no poder valerse por sí misma, y es tan digno de ser indemnizado por un monto que el sentenciador regula prudencialmente en $ 15.000.000.

16°. Que la parte demandante no ha acreditado legalmente, sin embargo, de sus hijos legítimos menores para quien pide también indemniza​ción del daño moral, los que ni siquiera nombra ni señala el número de ellos; por lo que la demanda será desestimada en este aspecto.

Por estas consideraciones y atendido, además, lo dispuesto en los artícu​los 1698, 2314, 2322 y 2329 del Código Civil; 144, 170, 254, 255, 342, 346, 372 y 384 del Código de Procedimiento Civil, se declara:

En cuanto a la excepción de prescripción: Que se rechaza la excepción de prescripción formulada por la demandada al contestar la demanda.

En cuanto a la tacha: Que se rechaza la tacha formulada por el demandante a fs. 48.

En cuanto al fondo: Que se acoge, sin costas, por no haber sido la demandada totalmente vencida, la demanda interpuesta en lo principal de fs. 1, sólo en cuanto se condena a la demandada, Servicio de Salud del Maule, pagara la demandante $200.000 (doscientos mil pesos) por daños materiales; $40.000.000(cuaren​ta millones de pesos), por daños morales de Carmen Torres Vásquez; y $15.000.000 (quince millones de pesos), por daños morales a Luis Cancino Rojas.

Las sumas referidas se pagarán con el reajuste que experimente la variación del Indice de Precios al Consumidor desde la fecha de este fallo y la del pago efectivo.

Regístrese, notifíquese y archívese en su oportunidad. Dictada por el Juez Letrado Titular señor Darío Silva Gundelach.

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA. CORTE DE TALCA. Talca, 25 de septiembre de 1990.

Vistos: Se reproduce la sentencia en alzada; y Se tiene además presente:

1°.
Que la apelación deducida a fojas 179 por el Servicio de Salud del Maule ha estimado agraviante para sus intereses la sentencia que se lee a fojas 161 y siguientes y mediante ella se sostiene que debe acogerse la excepción de prescripción oportunamente formulada y, en subsidio, corresponde admitir que el Servicio no tiene responsa​bilidad, porque la prestación médica otorgada en el Hospital Regio​nal, en el presente caso, se otorgó en forma particular mediante el sistema de libre elección, por no estar acreditada la causa que produjo el accidente y por no haberse determinado quién fue el culpable de la comisión del cuasidelito;

2°.
Que en cuanto a la prescripción de la acción civil interpuesta por el actor don Luis Cancino Rojas es preciso tener en consideración que el artículo 2332 del Código Civil establece que las acciones que concede este Título por daño o dolo, prescriben en cuatro años contados desde la perpetración del acto. Sin embargo, esta disposi​ción ubicada en el Título XXXVI del Libro IV del texto legal precitado no reglamenta su dicho plazo de prescripción es o no susceptible de ser interrumpido, siendo justamente esta materia objeto de controversia en esta litis;

3°.
Que para resolver el punto controvertido precedentemente señalado se hace necesario recurrir a las normas generales sobre prescripción insertas en el Título XLII del Código citado y, específicamente, al artículo 2518, inciso final, ubicado en el párrafo 3 del referido Título nominado "De la prescripción como medio de extinguir las acciones judiciales", el cual textualmente expresa: "Se interrumpe civilmente por la demanda judicial...".

4°.
Que acorde a lo anteriormente expuesto, el término de cuatro años para interponer la acción civil de indemnización de perjuicios, planteada en estos autos, empezó a correr el 22 de octubre de 1980, fecha en que ocurrió el hecho que causó daños a la cónyuge del actor. Sin embargo, dicho plazo de prescripción se interrumpió al instante de formularse la acción penal o querella el 10 de febrero de 1981, según así consta a fojas 6 de los autos Rol N° 27.787 sobre cuasidelito de lesiones del Primer Juzgado de Letras de Talca, traídos a la vista, causa que fue sobreseída temporalmente conforme a la resolución de 19 de agosto de 1986, corriente a fojas 178 del mencionado expedien​te. Y como la demanda de autos se inició el 11 de diciembre de 1986, según así se desprende del cargo estampado sobre la misma a fojas 1, es evidente que ella se dedujo dentro del plazo y, por ende, antes de que transcurriera el término establecido por la ley para que operara la aludida prescripción;

5°.
Que en cuanto a la excepción de no tener responsabilidad el Servicio de Salud del Maule en los daños cuya indemnización se le cobran, por haberse hecho la respectiva prestación en forma particular y mediante el sistema de libre elección cabe tener en cuenta para desestimarla que el aludido sistema no libera de obligaciones a dicho Servicio, desde el momento que el artículo 43 del decreto N° 987 del 8 de noviembre de 1968 dispone que las prestaciones de atención cerrada y de especialidades que requieran de equipos complejos, o de alto costo que se otorguen por el sistema de libre elección deberán realizarse en los establecimientos del Servicio Nacional de Salud y en los estable​cimientos de las instituciones fiscales, etc., como ocurrió en la especie. Además, conforme al mismo decreto, el Servicio de Salud percibe una remuneración conforme a una tarifa por cada prestación, aporte local instalaciones y equipos, debe facilitar a los profesionales todos los medios necesarios y es obligación estipular claramente los resguardos que deberá adoptar el Servicio para impedir que los convenios que celebre puedan significar un deterioro de la atención que le corresponda otorgar. En consecuencia, del análisis de esta normativa se infiere nítidamente que el mencionado sistema no exime a la demandada de la responsabilidad por los perjuicios que puedan ocasionarse a terceros a raíz de las atenciones o intervencio​nes quirúrgicas que se efectúen en sus pabellones de operación u otras instalaciones, ordenamiento jurídico que guarda relación y armonía con lo estipulado en el artículo 4° de la ley N° 18.575, que a la letra dispone: "El Estado será responsable por los daños que causen los órganos de la Administración en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al funcionario que los hubiere ocasionado";

6°.
Que respecto ala causa de las lesiones sufridas por la víctima, la parte demandada ha sostenido que no se ha probado el origen de los daños a la paciente o cónyuge del demandante. Para rechazar esta asevera​ción basta con tener presente que la existencia del daño en la persona referida se ha acreditado fehacientemente en este juicio especialmen​te con los medios probatorios analizados en el motivo décimo de la sentencia en alzada, de los cuales se infiere que el perjuicio en comento ha sido cierto, real y efectivo, lo que guarda concordancia con lo reglamentado en los artículos 2314 y siguientes del Código Civil, en cuanto tales disposiciones hablan del daño inferido, causado o sufrido, con lo cual dejan de manifiesto la necesidad de que éste se haya producido realmente, lo que ha quedado claramente demostrado en la especie;

7°.
Que la parte demandada, en su apelación del fallo de primer grado, ha expresado la necesidad de que se hubiera determinado en el curso de la litis quién fue responsable de la comisión del cuasidelito establecido en autos, hecho indispensable a su parecer para que pueda prosperar la acción civil originada de aquél. Este punto ha quedado precisado en los fundamentos l2° y 13° de la mencionada sentencia, estableciéndose en ella que los culpables de dicho cuasidelito fueron el personal del Hospital de Talca o equipo allí individual izado, vale decir, los médicos y demás funcionarios del Servicio de Salud del Maule que en tal fallo se determinan que intervinieron en la operación quirúrgica practicada a la cónyuge del actor, resultando ésta con los daños latamente descritos en la citada resolución. En consecuencia en el aludido dictamen no sólo ha quedado determinado quiénes fueron los culpables del cuasi​delito, sino que, además, en él han quedado suficientemente proba​dos todos y cada uno de los elementos de la responsabilidad cuasidelictual civil, esto es, se ha establecido a sus presuntos autores con capacidad para cometer el ilícito civil, ese hecho se ha perpetrado con culpa o con infracción al deber de observar el cuidado requerido por parte del referido Servicio, se ha causado un daño o perjuicio, menoscabo y dolor en la persona de la víctima y su cónyuge y, por último, ha habido una relación entre la culpa y el daño, o en otros términos, éste ha sido la consecuencia o efecto de aquélla;

8°.
Que conforme a lo argumentado en las consideraciones precedentes corresponde indemnizar a la víctima y a su cónyuge por los daños sufridos, pero en cuanto a los morales y respecto de la segunda persona mencionada, regulándolos prudencialmente, ellos serán re​bajados a la cantidad que se precisará en la parte resolutiva del presente fallo;

9°.
Que en atención a lo antes expuesto no se accederá al aumento de dicha indemnización en la forma solicitada por el actor en su escrito de apelación de fojas 184, como tampoco es aceptable la petición hecha por esta parte en la misma presentación en el sentido de que debe acogerse su demanda con costas, ya que la contraria no ha resultado totalmente vencida en este juicio, como así lo ha sostenido el juez a quo en su dictamen objeto de la presente revisión.

Por estos fundamentos, disposiciones legales precitadas y lo previsto además en los artículos 144,186, 187,223 y 227 del Código de Procedimiento Civil, se declara:

Que se confirma la sentencia apelada de veintiséis de mayo pasado, de fojas 161 a 175 vuelta, con declaración de que los daños morales a Luis Cancino Rojas se regulan en la cantidad de diez millones de pesos, sin costas del recurso por haber tenido la demandada motivos plausibles para alzarse.

Las sumas referidas se pagarán con el reajuste que experimente la variación del Indice de Precios al Consumidor desde la fecha en que quede ejecutoriado este fallo y la del pago efectivo.

Se previene que el Ministro don Rolando Hurtado Ganderats estuvo por fijar en veinticinco millones de pesos los daños morales a Carmen Torres Vásquez y en cinco millones de pesos los daños a Luis Cancino Rojas, en atención al mérito de los antecedentes y a las facultades discrecionales que tienen los Tribunales para determinar las indemnizaciones tratándose de los perjuicios señalados.

Redacción del presidente señor Hernán Robert Arias. Regístrese y devuélvase.

Pronunciada por los Ministros señores Hernán Robert. A., Hernán García Z. y Rolando Hurtado G. No firma el Ministro señor Hernán García Z., no obstante haber concurrido a la vista y acuerdo de la causa por encontrarse haciendo uso de licencia. Rol N° 43.928.

FALLO DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA. Santiago, 9 de mayo de 1991.

Vistos:

Con lo informado por los Ministros recurridos y por no existir falta ni abuso susceptibles de enmendarse por esta vía, se declara sin lugar el recurso de queja deducido a fojas 2, con costas.

Se impone al recurrente una multa de una unidad tributarla mensual, la que deberá ser depositada por su abogado, dentro de quinto día, bajo apercibimiento de adoptarse las medidas que correspondan.

Se aplica a beneficio de la Corporación Administrativa del Poder Judicial la suma consignada para interponer este recurso y gírese cheque en su oportunidad.

Regístrese, transcríbase y archívese.

Pronunciado por el presidente de la Excma. Corte Suprema señor Cereceda, los Ministros señores Béraud, Bañados y los Abogados Integrantes señores Gorziglia e Infante.

CASO 4:
MEZA RIVERA, VERONICA CECILIA CON SERVICIO DE SALUD METROPOLITANO OCCIDENTE Fuente: Vásquez R., Andrés: “Responsabilidad del Estado por sus Servicios de Salud”, Ed. Conosur, 1999.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. Santiago, 8 de febrero de 1989.

Vistos:

Se ha ordenado instruir sumarlo en causa Rol N° 3.123, a fin de investigar la existencia del cuasidelito de lesiones en la persona de Verónica Cecilia Meza Rivera y la responsabilidad que en este hecho le pudiere corresponder a Antonio Mauricio Morales Muñoz, nacido en Santiago el 2 de noviembre de 1944, casado, lee y escribe, médico, nunca antes detenido ni procesado, prontuar lo civil N° 5370.129‑9 y penal N°795.598, domiciliado en Manquehue N° 1986 de la Comuna de Las Condes y a Norma Susana Ortiz Ramos, nacida en Santiago el 4 de diciembre de 1938, matrona, nunca antes detenida ni procesada, prontuario civil N° 4.433.475‑5 y penal N° 797.510, domiciliada en 17 Norte N° 1031, Población Juan Antonio Ríos.

Los hechos que dieron origen a este proceso se originaron el día 25 de noviembre del 1981 en el Hospital Félix Bulnes cuando la afectada llegó a dicho establecimiento asistencial para ser atendida por parto y durante el curso de él, fue necesario colocarle una dosis de anestesia epidural, posterior​mente fue necesario colocarle una segunda dosis de anestesia, lo que le produjo un paro cardíaco respiratorio a consecuencia del cual experimentó un menoscabo importante de sus facultades mentales, presentando actualmente un deterioro psicoorgánico grave que le impide valerse por sí misma.

A fin de establecer la existencia del cuerpo del cuasidelito y la participa​ción culpable de los encausados, se reunieron en autos los siguientes antecedentes: querella de fs. 3 y siguientes; informe médico de lesiones de fs. 9; ficha clínica de fs. 11 y siguientes; informe médico de fs. 72 y siguientes; informes periciales de fs. 61 y siguientes, 79, 194 y siguientes, 202 y siguientes, 2115 y siguientes, 366 y siguientes, 368 y 370; inspección al sumarlo administrativo de fs. 56 y siguientes y fotocopia del sumario administrativo de fs. 421, certificado de matrimonio de fs. 1 y certificado de nacimiento de fs. 2 declaraciones del querellante Eugenio Orlando Meza Cabezas de fs. 109; testimonios de Hernán Santibáñez Flores de fs. 66 y 287, de Nidia Gárate Arenas de fs. 60 vta., de Lidia Angélica del Carmen Torres Gajardo de fs. 69 y 90 vta., de Aurora del Pilar León Farías de fs. 69 vta., de Leticia Isabel Hormazábal Rivas de fs. 70, de Jorge Reinaldo Rodríguez Aguirre de fs. 59 y 82, de Silda Eugenia Valenzuela Díaz de fs. 83, de Marta Cristina Llanos Jiménez de fs. 89, de Mirta Magaly Fernández Domínguez de fs. 89 vta., de Pamela Rossina Caroca Madariaga de fs. 90, de Manuel Francisco Martínez Gaudio de fs. 91 y 304 vta., de Daniel Mario Cortés Zapata de fjs. 105 y 300, de Jeanette de Los Angeles Casanueva de Rosa de fs. 105 vta., de Magaly Cristina Vergara Valdebenito de fs. 109 vta., de Robinson Williams Meza Quinteros de fs. 56 vta. y 106 vta., de Enrique Eugenlo René Sudy Márquez de fs. 111, de Oscar Améstica Leyton de fs. 289, de Claudio Atala Yasigi de fs. 300, de Ana Margarita Hernández Troncoso de fs. 320, de Osvaldo Fernández Pérez de fs. 311 vta., de Sandra Jazmina Retamal Martínez de fs. 313, de Gustavo Sergio Albornoz Campos de fs. 315 vta., de Lucía Edith del Tránsito Núñez Valdés de fs. 319, de Eduardo Benjamín Carbonel Maturana de fs. 320 vta., de Isabel del Carmen Sánchez Escudero de fs. 324, de Luis Cleyton Poblete Vergara de fs. 325 vta., indagatorias de los encausados Antonio Mauricio Morales Muñoz de fs. 66 vta. y de Norma Susana Ortiz Ramos de fs. 76 y 57 1, e inspección personal del Tribunal de fs. 480, declaración de Pedro Letelier Caro de fs. 107.

A fs. 111 vta. rola auto de procesamiento en contra de los encausados en calidad de co‑autores del cuasidelito de lesiones en la persona de Verónica Cecilia Meza Rivera y a fjs. 230 se los acusa por el mismo cuasidelito y participación.

A fs. 192 y 209, rolan extractos de filiación de los reos.

A fs. 379 y siguientes rola informe social de la lesionada.

A fs. 232 y siguientes rola adhesión a la acusación y demanda civil interpuesta por el querellante.

A fs. 242 y siguientes, 260 y siguientes y 268 y siguientes rolan contestación a la acusación y demanda civil.

A fs. 284, se recibe la causa a prueba, certificándose el término proba​torio a fs. 472 vta.

A fs. 473 se decretan medidas para mejor resolver que se cumplen a fs. 472 y siguientes.

A fs. 576, se decreta autos para fallo.

Considerando

Primero: Que, a fs. 230 se dictó acusación en contra de los encausados Antonio Mauricio Morales Muñoz y Norma Susana Ortiz Ramos como autores del cuasidelito de lesiones en la persona de Verónica Cecilia Meza Rivera.

Segundo: Que, tendiente a establecer la existencia del cuerpo del cuasidelito, se reunieron en autos los siguientes elementos de convicción:

a)
Querella de fs. 3 y siguientes, presentada por Eugenio Orlando Meza Cabezas, padre de la lesionada, en la cual expresa que en el mes de noviembre de 198 1, su hija Verónica Cecilia Meza Rivera, llegó a la maternidad del Hospital Félix Bulnes por encontrarse con un emba​razo de término, esto es de nueve meses, con síntomas de alumbra​miento, donde fue internada en maternidad para ser atendida por su estado de gravidez y durante el curso del parto sufrió lesiones de orden cerebral que le han significado la pérdida casi total de la memoria Y transformada en una deficiente mental, y que por informa​ción extraoficial supo que su hija habría sufrido un paro cardiorespiratorio durante el proceso del parto, como consecuencia de una anestesia mal aplicada, permaneciendo inconsciente durante una semana en la unidad de tratamiento intensivo, para luego ser enviada a la sección de neurocirugía del Hospital del Salvador para su tratamiento cerebral, además que durante el parto la criatura nacida viva, fue sacada con fórceps.

b)
Cuenta de la orden de investigar de fs. 6 y siguientes, en la que se transcribe sucintamente la querella y se insertan declaraciones del querellante y del director del Hospital Félix Bulnes doctor Carlos Pedraza G., en el sentido que se instruyó un sumario que se puso en conocimiento del Vigésimo Cuarto Juzgado del Crimen de Santiago.

c)
Declaración del querellante Eugenio Orlando Meza Cabezas de fs. 109, en el sentido de ser el padre de Verónica Cecilia Meza Rivera y que ratifica en todo su contenido la querella presentada al Tribunal, además que su hija sigue muy mal porque es una persona que no puede actuar sin que se le esté controlando, se orina, hay que darle su comida, es corno una guagua y antes que le ocurriera esto, era una persona normal, se desempeñaba bien en su casa, en el colegio y trabajaba en la Posta Central en el Servicio de Quemados. En la actualidad está totalmente irreconocible, no sabe que tiene una hija y que estuvo hospitalizada, además que su hija la que se encontraba en poder de su abuela paterna falleció al año, a raíz de las lesiones cerebrales que sufrió en el parto y además presentaba problemas respiratorios.

d)
Informe médico de fs. 9, perteneciente a la lesionada Verónica Cecilia Meza Rivera, emanado del Servicio Médico Legal por el cual se comunica al Tribunal que examinada ésta, el día 2‑09‑82 y de los antecedentes clínicos, la tía que le acompañaba, informó que en noviembre de 1981, la lesionada quedó con secuelas físicas y mentales posteriores a la anestesia raquídea indicada en el parto. Al examen físico actual, no presentaba signos evidente de secuelas físicas. Conclusiones: se sugiere designar a un médico especialista (Neurólogo) como perito ad hoc para una precisa evaluación de las posibles secuelas físicas.

e)
Fotocopia de la ficha clínica del Hospital Félix Bulnes de fjs. 11 y siguientes, perteneciente a la lesionada, donde se puede observar que con fecha 25 de noviembre de 1981, a las 20:12 horas, corresponde al parto de término, correspondiente a niño vivo, único. Distócico observaciones parto y puerperio y se deja constancia de paro cardiorespiratorio y se ordena hospitalización y a fs. 16 se observa la anotación que con fecha 12 de enero de 1982, la lesionada es trasladada al Hospital del Salvador y a fs. 507 y siguientes, rola original de la ficha clínica.

f)
Informe ordinario N° 331 de f s. 54 y siguientes del Hospital Félix Bulnes, donde se informa en la letra d) anestesia peridural continua con lidocaína al 2%, 8 centímetros cúbicos diluida con 4 cc. agua destilada a las 17:55 horas, y una segunda dosis de 5 centímetros cúbicos de lidocaína al 2% en centímetros cúbicos de agua destilada a las 19:40 horas.

g)
Informe médico de fs. 72, emanado del Hospital del Salvador por el que se diagnostica: Sindromático: Deterioro psicoorgánico, S. Korsakoff, S. Cerebeloso, S. Piramidal bilateral, Topográfico: Difu​so cortical, Cerebelo. Etiológico: Encefalopatía anóxica. Generales: Hiposcusia derecha secundaria, Otitis crónica. Y que la paciente estuvo hospitalizada hasta el día 5 de febrero de 1982, siendo dada de alta con progresivo mejoramiento, con control en 8 días. Ha continua​do en controles periódicos. Ultimo control 9 de agosto de 1982, sin cambio a control del 8 de julio de 1982: estado actual: inactiva total.

No se levanta, se orina donde esté como único progreso: come sola, ciertas cosas las hace a la orden. Habla: disátrica.

h)
Informe sobre facultades mentales N° 1.889‑82 de Verónica Meza Rivera, emanado del Servicio Médico Legal a fs. 61 y siguientes, por el cual se informa al Tribunal que existe según antecedentes psiquiá​tricos, disminución muy importante de sus facultades mentales desde noviembre de 1981 y en relación a parto de esa fecha. Antecedentes: Se trata de una joven de 20 años que viene a examen mental sin ningún tipo de antecedentes. La paciente no comprende y desconoce el motivo del examen. Sólo por lo que informa el padre de la examinada se obtienen antecedentes que permiten orientarse respecto al caso y que de todos los antecedentes solicitados que permitan el estudio de este caso, sólo se recibió la copia de la ficha clínica del Hospital Félix Bulnes, lo que permitió comprobar que efectivamente la examinada sufrió un paro cardíaco, al parecer en relación a la anestesia para el parto el 25‑11‑81 y que presentó un cuadro de compromiso de conciencia prolongado secundario a la hipoxia cerebral y que al momento de emitir el informe no se había recibido la ficha de neurocirugía ni el expediente. Conclusión diagnóstica: que la exami​nada habría presentado un desarrollo intelectual dentro de límites normales hasta el momento que sufrió el paro cardíaco el 25‑11‑81. Con posterioridad y como consecuencia de éste, la examinada experimentó un menoscabo importante en sus facultades mentales, presentando actualmente un deterioro sicoorgánico grave que le imposibilita para trabajar y valerse por sí misma. No podrá emitirse un pronunciamiento definitivo acerca de su recuperabilidad mientras no hayan transcurrido dos años a contar de la fecha que se produjo el daño cerebral.

i)
Informe sobre las facultades mentales de Verónica Meza Rivera, N° 969‑84 de fjs. 366 y siguientes, practicado el 21 de junio de 1984 en el Servicio Médico Legal, por el cual se informa que la lesionada presenta una demencia post anoxia cerebral por paro cardíaco sufrido en 1981. Afección crónica e irrecuperable que la incapacita en forma absoluta y permanente a valerse por sí misma.

j)
Informe de ginecología forense N° 179‑83, sobre consulta médica, emanado por el Servicio Médico Legal de fs. 79, por el cual se informa que la anestesia es un acto médico altamente especializado que tiene indicaciones precisas, técnica de ejecución, fármacos y dosificaciones propias y requiere de observación permanente del paciente anestesiado, tanto intra‑operatorio como post‑operatorio. La anestesia epidural o extradural se usa en determinados tratamien​tos o intervenciones quirúrgicas y obviamente con exámenes médicos previos.

La matrona, en razón de su profesión, no está capacitada ni autorizada para suministrar la anestesia epidural, y que toda anestesia está sujeta a un riesgo anestésico y por ello que está en manos de un médico cirujano especializado, el médico anestesista que por sus conoci​mientos y experiencia puede manejar cualquier forma de anestesia, indicaciones y contraindicaciones, selectividad de drogas y tratamiento médico y quirúrgico de las posibles complicaciones que puedan ocurrir.

Los riesgos clínicos en relación a la colocación de dos dosis de anestesia epidural, la primera de 5 centímetros cúbicos de lidocaína al 2% combinada con agua destilada en idéntica cantidad y la segunda a los 90 ó 105 minutos en una persona de 19 años de edad, con 55 kilos de peso, al término del embarazo y con presión sanguínea de 110/60, son los inherentes a la anestesia epidural, al desconocimiento de los parámetros médicos inherentes a la paciente y a la competencia (conocimiento y experiencia) del médico anestesista.

En el momento actual hay disponibilidad de médicos anestesistas, por lo que no se justifica que estas técnicas de alta especialidad las ejecute un profesional que carece de conocimientos médicos necesarios, en cuanto se refiere a indicaciones, ejecución, dosificación y selección de fármacos y tratamientos de posibles complicaciones.

k)
Informe N° 179‑83 de fecha 21 de octubre de 1986, del Servicio Médico Legal rol ante a fs. 368, en que se establece que el equipo material mí​nimo exigible para el desempeño de la función de anestesia y en espe​cial el necesario para precaver y recuperar un paro cardio respiratorio en una maternidad es el siguiente: equipo de punción venosa y flebo​clisis. Equipo de anestesia regional y drogas ad hoc. Set de intubación (laringoscopio, tubos entraqueales). Máquina de anestesia (oxígeno, aspiración) y drogas ad hoc para anestesia general. Y que en algunos pabellones como del Hospital J.J. Aguirre se cuenta con un carro de paro que incluye monitor cardíaco y desfribilador por cada 12 pabellones.

l)
Inspección de fs. 56 efectuada por el Tribunal al sumarlo adminis​trativo ordenado por resolución exenta N° 956, de fecha 21 de diciembre de 198 1, en la que deponen los encausados y personal que se encontraba de turno en la maternidad el día de los hechos, además que en dicho sumario administrativo se dictó sobreseimiento porque a juicio del fiscal, se trata de una reacción de hipersensibilidad imprevisible al anestésico empleado y que la paciente recibió los tratamientos adecuados y oportunos y en base a esto al no contar con un equipamiento mejor y la presencia de un anestesista, la paciente habría recibido atención más precoz y más completa, proponiendo el sobreseimiento del sumario por no haber responsabilidad funcionaria que sancionaren relación al paro cardíaco y sus consecuencias sufridas por el paciente Verónica Meza el día 25 de noviembre de 1981, en la maternidad del Hospital Félix Bulnes, dictamen de fecha 14 de enero de 1982; y a fs. 42 previo análisis del sumarlo, la dirección del establecimiento está de acuerdo con el sobreseimiento dictado.

A fs. 421 rola fotocopia del sumario administrativo, cuya inspección se efectuó a fs. 56 la que está de acuerdo con la pieza sumarial ya indicada.

m)
Dichos del médico cirujano Hernán Santibáñez Flores de fs. 66 en el sentido que desde el año 1977, trabaja en el Hospital Félix Bulnes como cirujano y lo es desde el año 1968. El día que sucedieron los hechos como las 19:45 horas, se encontraba con el doctor Morales, fueron avisados de un paro cardíaco en la sala de parto, por lo que se dirigieron de inmediato, haciéndose ambos cargo de las maniobras de recuperación obteniendo un resultado satisfactorio como a los 7 minutos de haberse iniciado las maniobras, maniobras que las había iniciado antes la interna Jeanette Casanueva y que luego de reanima​da la paciente constataron que persistieron los latidos cardiofetales por lo cual se debió realizar de inmediato la extracción del feto mediante fórceps. Además que la anestesia epidural fue bien indicada porque se trataba de una primigesta que soportaba mal el dolor de las contracciones y porque además el procedimiento ayuda en la evolu​ción más satisfactoriamente el trabajo de parto y quien indicó la anestesia fue el doctor Morales, además que no existía ningún antecedente clínico que la paciente sufriera de alguna enfermedad cardíaca ni antecedentes clínicos importantes, además que la aneste​sia es aplicada por los mismos obstetras de la maternidad o por las matronas de turno por falta de anestesista. Luego en sus dichos de fs. 287 expresa que la indicación y colocación del catéter, son de responsabilidad exclusiva del médico, en cambio la inyección del líquido anestésico la puede realizar personal paramédico a indicación del médico, por lo tanto la matrona puede, como habitualmente ocurre en todos los centros hospitalarios, inyectar la dosis de aneste​sia indicada por el médico y todo médico cirujano está capacitado para instalar un catéter epidural y especialmente los médicos obstetras que trabajan frecuentemente con este tipo de anestésico, como en el caso del doctor Morales y también la matrona está perfectamente capacitada para este tipo de actos médicos a indicación del médico responsable, que en los hospitales donde no hay médico anestesista, la anestesia epidural las prescriben los médicos obstetras que son los encargados de colocar el catéter y la dosis la suministra habitualmen​te personal paramédico, que en el tiempo que ocurrieron los hechos las anestesias epidural eran indicadas por el médico obstetra e instalaba el catéter, además que la aplicación del epidural y las dosis usadas fueron correctas y que es infrecuente que se produzca paro cardíaco incluso con la primera dosis y que las causas pueden haber sido una baja presión brusca y que la inyección del anestésico en el espacio intradural, reacción anafilástica a la droga, inyección de la droga en algún seno venoso, abierto accidentalmente. Las lesiones sufridas por la paciente fueron por la dificultad que hubo al recuperar totalmente a la paciente y el médico de turno debe encontrarse en la residencia médica que se encuentra a uno 8 a 10 metros de la sala de partos. Agrega que él se encontraba en la residencia médica con el doctor Antonio Morales discutiendo el caso de una paciente que había ingresado con el diagnóstico de un embarazo tubario, inmediatamen​te después de avisados, acudieron al pabellón al cual llegaron antes de 30 segundos.

n)
Dichos de Nidia Gárate Arenas, de fs. 60 vta., auxiliar paramédico, quien expuso que el día de los hechos se encontraba en la sección recién nacidos, donde reciben las guaguas, en aquella oportunidad había una señora que la pasaron a parto a la que se aplicó anestesia, lo que es común en esas situaciones, acción que fue aplicada por el médico que le correspondía atender el parto y que al parecer algo no resultó bien y se produjo un problema y se comenzaron a aplicar medidas que el caso requería.

o)
Relatos de Lidia Angélica del Carmen Torres Gajardo de fs. 69, en el sentido que el día de los hechos se encontraba de turno en su calidad de auxiliar paramédico y en la sala de parto una paciente sufrió un paro cardíaco, de lo cual ella se dio cuenta y avisó a la matrona Norma Ortiz y luego llamó a un joven de recuperación quien la sacó del paro. Con relación a la anestesia colocada a la paciente, solamente tiene que ver el médico de turno o tratante y luego la controla la matrona, ellos son los directamente encargados del anestésico que se les aplica.

p)
Dichos de la auxiliar paramédico Aurora del Pilar León Farías de fs. 69 vta., quien expresa que no presencio el hecho pero de las anestesias usadas en el hospital los responsables de ellas son los médicos y las matronas solamente, 

q)
Atestado de Jorge Reinaldo Rodríguez Aguirre de fs. 82, quien expuso que se desempeña como auxiliar paramédico en el departa​mento de anestesia y el día de los hechos corno a las 19:45 horas, cuando se encontraba en el pabellón de cirugía lo fue a buscar una auxiliar de maternidad para que le prestara ayuda en un paro cardíaco, por lo que acudió a la sala de partos y el doctor Morales le estaba realizando masaje cardíaco externo a la paciente y una estudiante de medicina le suministraba oxígeno mediante una mascarilla facial improvisada y como se informó que la paciente llevaba como 4 minutos de paro le sugirió al doctor Morales le aplicara adrenalina y bicarbonato de sodio, pero el doctor Morales no hizo ningún tipo de comentarios y mientras se preparaban los medicamentos se proce​dió a realizar una intubación endotraquial conectándose a un respirador manual que fue manipulado en primer momento por él y luego por la enfermera Julia Novoa, que fue la que trajo del pabellón dicho aparato y él siguió con el masaje cardíaco externo, ya que eso cansa, con todo lo que la paciente volvió del paro. Luego como a las 20:09 horas presenció el parto que se efectuó mediante fórceps aplicado por el doctor Santibáñez y que ajuicio personal los médicos hicieron lo correcto y aplicaron los medicamentos necesarios y que no hubo ninguna clase de descuido y que ignora la causa del paro cardíaco.

r)
Dichos de Silda Eugenia Valenzuela Díaz de fs. 83, auxiliar paramédico, en el sentido que el día de los hechos le manifestaron que llamara a un médico de residencia, porque había un problema en la sala de parto, por lo que cumplió con llamar a un médico de turno, del que no recuerda nombre, ignorando lo que luego sucedió y que la función de los auxiliares paramédicos consiste en tenerle todos los  instrumentos al médico y quien coloca la anestesia es directamente el médico y la matrona lo controla.

s)
Atestado de Marta Cristina Llanos Jiménez de fs. 89, matrona del Hospital Félix Bulnes, en el sentido que el día 25 de noviembre de 1981 cuando llegó la paciente Verónica Meza Rivera se encontraba de turno por lo que le correspondió recibirla en el Policlínico de Maternidad como a las 10:25 horas, paciente que llegó con trabajo de parto inicial, en buenas condiciones tanto ella como el feto quien tenía latidos fetales normales y la madre iba con contracciones uterinas de trabajo de parto y expulsando tapón mucoso y al examen presentaba 2 a 3 centímetros de dilatación, por esta razón fue ingresada pero los antecedentes del parto los ignora porque luego perdió contacto con ella.

t)
Testimonio de Mirta Magaly Fernández Domínguez de fs. 89 vta., matrona del Hospital Félix Bulnes, en el sentido que el día que llegó la paciente Verónica Meza alrededor de las 7 horas me encontraba de turno en la maternidad y al examinarla constató que la paciente y el feto se encontraban en buenas condiciones y que no se encontraba aún para trabajo de parto, por lo cual la devolvió a su domicilio con indicaciones precisas en el sentido que si tenía desprendimiento de membrana o del tapón mucoso regresara al hospital.

v)
Testimonio del doctor Manuel Francisco Martínez Gaudio de fs. 91, en el sentido que es j efe del Departamento de Obstetricia del Hospital Félix Bulnes, pero que no le cupo participación en estos hechos y que la anestesia epidural es para conducir sin dolor el parto especialmente indicada en primerizas o pacientes muy descontroladas síquicamente. El mayor riesgo que tiene es perforar la duramadre y salida de líquido encéfalo‑raquídeo, lo que es muy raro que ocurra. En este caso, se empleó sin complicaciones y supone que el accidente se debió a una hipertensión severa o bien a una hipersensibilidad a la droga emplea​da, casos que no se pueden predecir, además que en el Hospital no existen anestesistas en los turnos de residencia, es decir, después de las 12 del día y la colocación de este tipo de anestesia está a cargo exclusivamente de los obstetras de turno. Luego, a fs. 304 vta. agrega que la colocación de anestesia corresponde al médico cirujano quien además coloca la primera dosis y personal paramédico puede sumi​nistrar las siguientes dosis, además la matrona también puede sumi​nistrarla, porque está preparada profesional mente, ya que la inyec​ción de segunda dosis no es riesgosa, además el reo está capacitado porque tiene el título de médico cirujano y tiene varios años de profesión, además que la matrona Norma Ortiz tiene muchos años de experiencia y ha colocado innumerables segundas dosis de anestesia epidural, pero que se debe asegurar que el catéter se encuentra en el espacio adecuado y siempre la segunda dosis la coloca la matrona. Que en cuanto a las indicaciones y dosis consignadas en la ficha clínica de fs. 52, estuvieron bien ejecutadas y el epidural se usa normalmente en las primigestas; con relación al paro se actuó rápidamente efectuando masajes cardíacos y respiración artificial; que las lesiones sufridas por la paciente se deben a anoxia cerebral. En su testimonio de fs. 304 manifiesta además que de acuerdo con la ficha clínica se actuó en forma rápida para la atención de la paciente y de que no le consta la demora de traer el carro de paro que existe en el pabellón central que está ubicado a unos 25 metros de los pabello​nes de parto.

w)
Testimonio del doctor Daniel Mario Cortés Zapata de fs. 165, en el sentido que le correspondió actuar como fiscal del sumarlo adminis​trativo invocado por denuncia de familiares de Verónica Meza Rivera y no se logró establecer responsabilidad funcionaria en contra de ningún profesional ni funcionario, por lo que propuso el sobreseimiento, además estableció que todos los procedimientos empleados en la anestesia del parto fueron adecuadamente indicados y ejecuta​dos y que la complicación imprevisible consistente en el paro cardíaco después de la anestesia epidural fue oportuna y correcta​mente aplicada y a la fecha de ocurrir este hecho el hospital no contaba con anestesista residente, porque se había retirado a las 14 horas, agregando a fs. 300 que existe una disposición legal en que la anestesia debe ser suministrada por el médico cirujano personalmen​te o anestesista, pero varias acciones se delegan en personal paramédico, supervisados.

El resto de sus dichos son suposiciones pues él no examinó a la paciente enferma ni antes ni después del paro cardíaco.

x)
Relatos de Jeanette de los Angeles Casanueva de Rosa de fs. 105 vta., médico interna de obstetricia del Hospital Félix Bulnes, en el sentido que el día de los hechos se encontraba en una antesala de pre‑parto cuando escuchó que alguien gritaba "paro", "paro", por lo que junto a otros funcionarios del hospital se dirigió a la sala de parto y comprobó que una joven estaba tendida en la camilla y presentaba ausencia de latidos cardíaco, por lo que comenzó a hacerle masaje cardíaco y otra persona le efectuaba respiración bucal y otra niña fue en busca del instrumental para aplicar oxígeno, luego apareció el resto del equipo médico continuando con las maniobras de resucitación y que no recuerda si la guagua fue sacada del vientre materno antes o después del paro, pero sí le consta que fue sacada con fórceps.

y)
Dichos de Robinson Williarris Meza Quinteros de fs. 106 vta., en el sentido que el día de los hechos acompañó a la paciente al Hospital Félix Bulnes como a las 06:00 horas de la mañana y luego como a las 07:00 horas la devolvieron a la casa, porque le habían dicho que la guagua todavía estaba dormida pero como su prima seguía sangrando como a las 10:00 horas regresaron al hospital donde quedó hospita​lizada y luego en la noche se informó que su prima había tenido problemas en el parto.

z)
Relatos de Pedro Antonio Letelier Caro de fs. 107, quien expuso que convivió con la paciente durante 3 meses y de sus relaciones ella quedó esperando un hijo; el día que la llevaron al hospital se informó por teléfono, pero luego de dos días al no saber nada de ella concurrió a dicho centro asistencial donde una enfermera o doctora le preguntó si iba a hacer algún denuncio, porque le dijo: "lo que le pasó a Verónica fue culpa del médico", después lo hicieron pasar donde ella se encontraba, la que estaba con varias máquinas y no respondía a sus llamados y cuando se recuperó un poco la subieron al quinto piso donde no podía comer sola por lo que él tenía que darle la comida, además que su hija falleció al año y tres meses de vida porque nació con problemas.

Tercero: Que de los antecedentes analizados en el motivo que antecede se encuentra comprobado que el día 25 de noviembre de 1981, Verónica Cecilia Meza Rivera concurrió a la maternidad del Hospital Félix Bulnes por sentir síntomas de alumbramiento y como se trataba de una primigesta el médico tratante le suministró una dosis de anestesia epidural para controlar los dolores, pero luego como la primera dosis dejó de surtir efectos, por recomendación del médico tratante, la matrona le suministró una segunda dosis, produciéndole un paro cardiorrespiratorio por lo que se tuvo que hacer reaccionar a la paciente con masajes externos y respiración artificial y una vez recuperada, hacer las maniobras con fórceps para que naciera la guagua y a consecuencia del paro cardiorrespiratorio la paciente resultó con serios daños cerebrales correspondiente a un tipo de sicosis exógena, de forma aguda que cursa con un síndrome de compromiso de conciencia, paro que a juicio del sentenciador se produjo como consecuencia de la segunda dosis de epidural, en atención que de los diversos testimonios rendidos en el proceso por médicos y de los informes técnicos, no se descarta la posibilidad que esta segunda dosis produjo el paro cardiorrespiratorio y por lo demás al momento de serie ésta aplicada por segunda vez, la paciente estaba consciente, en​contrándose acreditado que la primera dosis de anestesia epidural le fue co​locada a la paciente por el médico tratante y la segunda por la matrona que le asistía, por orden de dicho médico, sin haber sido examinado su estado físico previamente por éstos y no haber estado presente o en recinto inmediato al lugar donde estaba la paciente cuando se le colocó la segunda dosis de anestesia, ya que según inspección ocular que rola a fs. 480, el médico se encontraba a una distancia aproximada de 20 metros, no existiendo comuni​cación directa entre la sala de residencia y pabellón de post‑parto, en circunstancias que como dicen los informes técnicos que rolan en autos, en toda anestesia existe un riesgo y no habiéndose cumplido las medidas necesarias para prevenir un riesgo o sea, un paro cardiorrespiratorio, se encuentra acreditada la existencia de cuasidelito de lesiones graves prescrito en el artículo 491 del Código Penal.

Cuarto: Que, el encausado Antonio Mauricio Morales Muñoz en su indagatoria de fs. 66 vta. expresa tener el título de Ginecólogo obstetra desde el año 1973 y desde el mes de julio de 1981 que cumple sus funciones en el Hospital Félix Bulnes y en el mes de noviembre de 1981 le correspondió examinar a la paciente Verónica Meza Rivera, en el turno de residencia, alrededor de las 18:00 horas, a la que le aplicó una anestesia de epidural con el objeto de calmar los dolores del trabajo de parto y conducir éste, colocando personalmente la primera dosis y no tuvo ningún problema, ya que se le calmaron los dolores y se siguió el trabajo de parto en forma normal. Posteriormente, como a la hora y media fue informado por la matrona de turno Norma Ortiz, por citófono, porque él se encontraba en la residencia conver​sando con el doctor Santibáñez acerca de una paciente que se encontraba en Policlínico, informándole la matrona que a la paciente Verónica Meza le habían vuelto los dolores con más intensidad, por lo que indicó una segunda dosis de anestesia, dosis que no fue colocada por él, sino por la matrona Norma Ortiz y unos minutos después fue informado que a la paciente se le había producido un paro cardíaco, que se produjo inmediatamente después de colocada la segunda dosis de anestesia, por lo que se dirigieron de inmediato a la sala de parto, participando en las maniobras de recuperación que habían sido iniciada por la interna Jeanette Casanueva, logrando recuperar a la paciente al cabo de los 7 minutos y habiendo salvado la vida de la madre, se procedió a practicar un fórceps por el doctor Santibáñez para salvar la vida de la guagua, Agrega que la aplicación de anestesia epidural es un procedi​miento habitual en las pacientes primigestas, con trabajo de parto para calmar los dolores y facilitar éste y que no colocó la segunda dosis personalmente, dado que es un procedimiento que no requiere ninguna destreza ni conocimiento especial, ya que consiste en inyectar la anestesia en cantidades diluidas indicadas por el médico y que el catéter había sido colocado por él y que se considera idóneo para realizar esta acción, además que en el hospital no hay anestesista en los turnos de maternidad, finalizando que la causa de este hecho fue la hipertensión brusca o aguda y que le puede venir un paro cardiorrespiratorio debido a una reacción alérgica a una droga y que puede ser cualquier droga, además que la paciente no tenía antecedentes clínicos que expresaran alguna afección cardíaca ni que fuera alérgica a algún medica​mento y este caso fue fortuito e imprevisto.

Quinto: Indagatoria de Norma Ortiz Ramos de fs. 76, en el sentido que el rol de la matrona no es suministrar anestesias, sino que controlar el proceso después que está instalada la anestesia, pero ella recibió un curso básico de anestesia en el manejo de máquinas de anestesia para suministrar éter, que no es lo mismo que utilizar epidural, ya que ésta la instala el médico obstetra, pero la maternidad del hospital no cuenta con anestesista y tiene que indicarla el médico, luego se asegura que esté bien puesta y finalmente verifica su resultado y que ella no está capacitada para suministrar epidural y otras anestesias que no sean éter y que ella como matrona no suministra tales anestesias, sino que las controla una vez instaladas exclusivamente por el médico y que instalar anestesia significa preparar a la paciente colocándola en una posición física especial, luego desinfecta la zona pues va colocada en la espalda y entonces el médico procede a la instalación colocando un trocar de epidural que se utiliza para todas las anestesias de conducción, luego el médico procede a probar texturas pues tiene que atravesar un ligamento y no llegar al canal raquídeo, siendo el lugar de colocación el espacio epidural y por último tiene que administrar el anestésico a través del trocar y en el caso de la paciente Verónica Meza, se trató con epidural continua que significa pasar a través del trocar un catéter de epidural y sirve para aplicar dosis posteriores de anestesia y es la matrona la que coloca las dosis siguientes por indicación médica y como no hay médicos anestesistas y sólo quedan dos médicos residentes de turno no tienen capacidad para atender personalmente a cada paciente durante el período de anestesia, pero el médico debería examinar a la paciente antes de indicar la segunda dosis, cosa que en la práctica no se hace por el excesivo trabajo y lo que ocurrió a la paciente en 20 años nunca lo había visto, ya que lo que ocurre son bajas de presión o hipertensión y la mayoría ocurre en la primera dosis y que es el momento que el médico está con la paciente y la aplicación de segundas dosis hay un riesgo disminuido si el catéter está bien instalado y en este caso estaba bici] instalado, porque en la primera dosis no hubo ningún problema, luego todos los profesionales intervinieron al momento del paro cardiorrespiratorio, además cuando llegó la paciente, como se encontraba muy inquieta y descontrolada para su trabajo de parto, lo que es normal en primíparas y luego que el doctor Morales la examinó y la encontró en condiciones normales, le indicó la anestesia y ella controló el trabajo de parto y que la siguiente dosis de anestesia se la colocó como a la hora y media y que el paro cardíaco tuvo que influir en el recién nacido, ya que se observó que nació en malas condiciones.

Sexto: Que, el reo Antonio Mauricio Morales Muñoz ha reconocido su participación en el hecho punible, pero le atribuye circunstancias que pueden eximirlo de responsabilidad o atenuar laque se le imputa; el tribunal no le dará valor a sus dichos por cuanto las circunstancias que alega no se encuentran debidamente comprobadas en el proceso. En efecto, el informe de ginecología forense N° 179‑83, emanado por el Servicio Médico Legal de fs. 79, expresa que la anestesia es un acto médico altamente especializado que tiene indica​ciones precisas, técnicas de ejecución, fármacos y dosificaciones propias y requiere de observación permanente del paciente anestesiado tanto intraoperatorio como post‑operatorio. Que la anestesia epidural o extradural se usa en determinados tratamientos o intervenciones quirúrgicas y obvia​mente exámenes médicos previos y que por su riesgo anestésico, debe estar en manos de un médico cirujano especializado, el médico anestesista que por sus conocimientos y experiencia puede manejar cualquier forma de anestesia, indicaciones v contraindicaciones, selectividad de drogas y tratamiento médico y quirúrgico de las posibles complicaciones que pueden ocurrir.

Informe de fs. 370 y siguientes, de la Sociedad de Anestesiología de Chile, por el cual se informa que para proceder a la infiltración de la segunda dosis en el espacio epidural, se requiere una constatación previa para determinar la ubicación del catéter peridural, constatación que se efectúa mediante lo que se ha denominado "dosis de prueba" consistente en adminis​trar por el catéter una dosis parcial del medicamento a inyectar 2 a 3 milímetros y observar si se produce alguna reacción, ya sea por efectos anestésicos por signos precoces de intoxicación general, esperando un lapso prudente de uno a dos minutos, se procede a inyectar el resto de la dosis recomendada, técnica que es conocida por los médicos especialistas, debido a que la posibilidad de un paro cardiorrespiratorio en el evento de una segunda dosis de lidocaína, es alta, además que el médico es responsable de la paciente que ha anestesiado, hasta el momento que la paciente ya no está bajo los efectos de los anestésicos por él administrados, o pudiendo estar bajo sus efectos, es trasladada a una sala post‑operatoria.

Por lo que el doctor Morales al recibir el llamado citofónico de la matrona dándole cuenta del estado alterado y de los dolores de la paciente, debió antes de prescribir la segunda dosis, concurrir a visitarla y verificar el estado general de la paciente y si el catéter se encontraba en el lugar correspondiente y esperar algunos minutos para ver el resultado de la segunda dosis. Dado que no es excusa el que siempre se coloca la segunda dosis de anestesia por la matrona y que é1 se encontraba ocupado conversando con el doctor Santibáñez sobre una paciente, conversación que no era nada urgente y que pudo interrumpirse para ir a ver a su paciente. 

Por lo demás, Verónica Meza, había concurrido al hospital a las 07:00 horas y fue devuelta por no estar aún en condiciones de parto; fue aceptada a las 10:25 horas y a las 17:55 horas se le coloca la primera anestesia y a las 19: 10 horas la segunda dosis para los dolores, o sea, había un trabajo de parto de más de 9 horas y ni así se preocupó el médico de examinarla antes de decretar la segunda dosis.

Séptimo: En idéntica forma declara la encausada Norma Ortiz Ramos a fs. 76, aclarando que el rol de la matrona no es administrar anestesia, sino sólo controlarla después de puesta pero ella había recibido un curso básico de anestesia para suministrar éter, que no es lo mismo que el epidural, la que debe ser suministrada por un médico, pero en todo caso a pesar de existir escasez de médicos anestesistas el profesional que administra esta clase de anestesia debe examinar a la paciente antes de indicar la segunda dosis, hecho que no se hace por el excesivo trabajo. Todo lo que demuestra que por parte de los encausados ha existido negligencia culpable en el desempeño de la profesión, tipificado en el artículo 491 del Código Penal, inciso primero que es restrictivo, en cuanto alcanza únicamente a quienes detentan algunas de las calidades profesionales en él indicadas: médico, cirujano, farmacéutico, flebotomiano o matrona. Tipo que es aplicable a Norrna Ortiz Ramos pues está comprobado en autos su calidad de matrona.

A fojas 571 expresa que la primera dosis de anestesia la aplicó el doctor Morales y que la segunda dosis la colocó ella por indicación del doctor Morales, luego de controlada se ausentó por unos tres minutos y al volver la encontró cianótica y le dio aviso al doctor Morales y que la hoja de evolución inmediata, no se encontraba en la ficha donde ella la dejó.

Octavo: Que, la razón de ser del tipo que contempla el artículo 491 inciso primero del Código Penal, radica en la conveniencia de asegurar la sanción de aquellos que prescinden de la esmerada diligencia que la importancia de su profesión hace indispensable en atención al gran valor que constituye su objeto propio, como por ejemplo la vida y la salud. El aprecio de los bienes jurídicos protegidos hace que el legislador exija un cuidado especial a los exclusivos encargados de velar por ello, tanto en orden a la previsibilidad de su lesión como a la evitabilidad de los resultados que de ésta puedan derivarse.

En lo que respecta a la matrona el objeto propio de su oficio es el de asistir a la madre y a la criatura durante el parto propiamente tal, lo cual comprende, por una parte, el hecho biológico de la expulsión del feto y de la placenta desde el cuerpo materno y, por otra, la recepción exterior de la criatura separada de su madre y en este caso específico dadas las condiciones de la paciente muy joven, inquieta y que había transcurrido más de 9 horas en el trabajo de parto, debió darle cuenta al médico del estado en que se encontraba el proceso de parto y del estado del feto, presión arterial de la paciente y demás antecedentes necesarios para decretar la segunda dosis de anestesia, sino que ella pidió la autorización para la aplicación de la anestesia indicando solamente que la paciente sufría de dolores.

Noveno: Que, a juicio del sentenciador la participación culpable de los encausados se encuentra legalmente en la calidad de co‑autores del cuasidelito de lesiones graves, previsto en el artículo 491 del Código Penal en la persona de Verónica Cecilia Meza Rivera, debido a la negligencia culpable que mantuvieron en la atención de esta paciente al prescribir y colocar una segunda dosis de anestesia epidural sin previo examen y posterior asistencia.

Décimo: Que, la defensa del reo Antonio Mauricio Morales Muñoz al contestar la acusación a fs. 242 y siguientes, solicita la absolución de su defendido, porque no se encontraría acreditado en autos la negligencia culpable en el desempeño de su profesión debido a que no se infringió los elementos que tipifican el delito que son: a) que el resultado producido sea previsible, b) que haya obligación de preverlo, c) que no se le haya previsto y d) que el resultado obligatoriamente previsible y no previsto sea consecuen​cia inmediata de la infracción del deber de cuidado, por lo demás, el encausado es un médico gineco‑obstetra, especializado, capacitado para practicar una anestesia epidural frente a una urgencia médica en ausencia a un médico anestesista, según informe de fs. 194, en el mismo sentido informa el director del Departamento de Medicina Legal de la Universidad de Chile a fs. 202, por lo demás la aplicación del epidural es un procedimiento de uso habitual, según informe del Servicio Médico Legal de fs. 194, asimismo se desprende del informe de fs. 194 y de fs. 215 que una matrona familiarizada con la técnica anestésica puede inyectar una dosis complementaria de epidural indicada por un médico. Que el hecho de recetar por citófono y sin previo examen de la paciente una nueva dosis y sin controlar los efectos de la anestesia con posterioridad a ser puesta, este hecho es habitual en las maternidades que una matrona pueda inyectar una dosis complementaria de epidural indicada por un médico, por lo que no habría negligencia de parte del doctor Morales, debido al hecho que el catéter puede permanecer instalado hasta 24 horas, sin mayores riesgos, sirviendo como vía para suministrar fármacos, como lo expresa el doctor Taka a fs. 202, por lo demás es imposible el control permanente y personal del médico de cada paciente, todo lo que hace llegar a la conclusión que por parte del encausado existió una acción esme​rada, porque no existió posibilidad alguna de prever el resultado, requisito indispensable para configurar un cuasidelito, por lo demás no existiría culpa si un resultado se hubiere producido de todas maneras, aun cuando se hubiera previsto y obrado conforme al cuidado debido, por lo que se estaría en un caso fortuito, favoreciéndole a su defendido las eximentes previstas en los N°s. 8 y 12 del artículo 10 del Código Penal. Subsidiariamente alega que le favore​cen las atenuantes previstas en los N°s. 1, 6 y 7 del artículo 11 del Código Pe​nal y que reúne los requisitos del artículo 4° de la ley N° 18.216.

Undécimo: Que, la defensa de la reo Norma Ortiz Ramos al contestar la acusación a fs. 260 y siguientes solicita la absolución de la acusación o se le exima de responsabilidad criminal, debido a que no existe culpa de parte de su defendida, porque actuó por indicación médica, sin que le fuera exigible representarla de manera alguna esta orden al médico que la impartió ni menos poder prever algún resultado negativo para la paciente. Además que la actuación de su representada fue de la manera en que normalmente se desempeña, sin que antes jamás se hubiere presentado en ningún caso un resultado tan lamentable como el actual y por lo demás, tanto el médico Morales como su defendida son profesionales de basta experiencia en tales materias y precisamente por esta experiencia recogida casi a diario no podía representarse el resultado producido, más aún su defendida en 20 años de profesión no había presenciado ni tenido noticias de alguna situación similar o parecida, por lo que el actuar de su representada no le cupo culpa alguna, sino que actuó cuidadosamente sin que fuere previsible el resultado, por lo que se estaría ante un caso fortuito, encontrándose exenta de responsabilidad penal de conformidad al artículo 10 N° 8 del Código Penal. En subsidio alega que le favorecen las atenuantes previstas en los números 1, 6 y 7 del artículo 11 del Código Penal y que le favorecen los beneficios de la ley N° 18.216, para la remisión condicional de la pena.

Duodécimo: Que, a juicio del Tribunal, para que la conducta humana sea culpable requiere: a) Que el resultado producido sea previsible, b) Que haya existido obligación de preverlo, y c) Que no se le haya previsto.

Que los elementos copulativos para establecer la responsabilidad cuasidelictual del médico o matrona, señalados por la doctrina y a que se refiere la figura culposa del artículo 491 del Código Penal se encuentran suficientemente acreditados en autos. En efecto consta en el proceso que el imputado Antonio Mauricio Morales Muñoz, médico ginecólogo obstetra, al momento de la ocurrencia del hecho, materia de la causa, se encontraba en un acto de ejercicio profesional, toda vez que atendía a su paciente Verónica Cecilia Meza Rivera de parto, en la maternidad del Hospital Félix Bulnes.

Es evidente que el requisito consistente en que la conducta del facultativo debe causar daño a la persona, se encuentra suficientemente acreditado en autos, representado por las lesiones de su paciente.

El actuar culpable del sentenciado, elemento que la doctrina estima como el más importante por cuanto caracteriza la naturaleza culposa de la figura, se encuentran también suficientemente configurado en autos. La impruden​cia consiste, según los penalistas, en el afrontamiento de un riesgo, en una temeridad o ligereza, la falta de previsión inexcusable se comete por regla general, por vía de acción, esto es, con una actividad positiva del hombre. Del mérito de todos los antecedentes reunidos en autos es concluyente que el sentenciado, al indicar una segunda dosis de epidural, sin antes examinar la paciente y aún más, para que fuera aplicada por la matrona, profesional que a juicio del Tribunal a pesar de la experiencia que declara tener en esta materia, no es la idónea para aplicarla y tanto la participación del médico como de la matrona, no la hicieron de acuerdo con los principios y práctica denominada por la doctrina como la Lex Artis Médica, provocándole de esta manera las lesiones que expresan los informes médicos de fs. 61 y siguientes. En cuanto a la previsibilidad dichos de la propia reo Norma Ortiz Muñoz de fs. 76 y siguientes, expresa que el médico debería examinar a la paciente previamente antes de colocar una segunda dosis de anestesia y debería controlar a la enferma en ese momento; informe del Servicio Médico Legal de fs. 79, que la anestesia es un acto médico altamente especializado que tiene indicaciones precisas, técnicas de ejecución, fármacos y dosificaciones propias y requiere de observación permanente del paciente anestesiado tanto intraoperatorio como post‑operatorio, además la anestesia epidural se usa en determinados tratamientos o intervenciones quirúrgicas y obviamente con exámenes médicos previos y la matrona en razón de su profesión, no está capacitada ni autorizada para suministrar la anestesia epidural porque toda anestesia está sujeta a un riesgo anestésico y es por ello que está en manos de un médico cirujano especializado, el médico anestesista.

Todo lo cual conduce a la inevitable conclusión que el resultado lesivo de que se viene hablando, era normalmente previsible para quien anestesió a la afectada.

Decimotercero: Que, en lo referente a la obligación que recaía sobre los mencionados profesionales, ella se desprende de lo que viene de esclarecerse, toda vez que si este resultado se inscribía entre los riesgos normalmente previsibles es inconcuso que para quien voluntariamente asume la responsa​bilidad de anestesial, labor por lo demás que constituía al mismo tiempo su labor habitual, es un deber conocer el efecto antijurídico que su conducta potencialmente implica.

Por consiguiente el reo Morales Muñoz estaba en la obligación de prever el resultado en comento.

Decimocuarto: Que, en lo relativo a que el reo Morales Muñoz no haya previsto tal resultado, según ampliación del informe de ginecología de fs. 194 y siguientes, en el cual se expresa que la afectada en relación a las etiologías particulares, las causas de su paro cardiorrespiratorio son las siguientes:

I. Paso del anestésico local, lidocaína al torrente circulatorio, por su introducción en un vaso sanguíneo, produciéndose una hipotensión acentuada y paro cardiorrespiratorio.

II. Perforación de la duramadre y transformación de una anestesia epidural en espinal total.

III. Reacción anafiláctica, alérgica a la lidocaína, reacción propia de la paciente al medicamento.

Todas estas causas de paro cardiorrespiratorio son riesgos inherentes que se deben tener presente en el uso de la anestesia, y la propia declaración de la matrona Norma Ortiz Ramos, configuran presunciones judiciales que por reunir las exigencias del artículo 488 del Código de Procedimiento Penal, autorizan para tener por acreditado que el daño cerebral sufrido por la afectada Verónica Cecilia Meza Rivera, se debió al paro cardiorrespiratorio sin que se adoptara recurso terapéutico para prevenir los efectos de la anestesia y sus resultados posteriores.

Todo lo que se encuentra afianzado con el informe del Servicio Médico Legal de fs. 79, por el que se informa que la anestesia es un acto médico altamente especializado que tiene indicaciones precisas, técnicas de ejecu​ción fármacos y dosificaciones propias y requiere de observación permanen​te del paciente anestesiado tanto intraoperatorio como post‑operatorio.

La confesión de la matrona Norma Ortiz Ramos ya analizada es para el sentenciador un indicio grave al tenor del artículo 494 del Código de Procedimiento Penal, atendida la circunstancia en que fue prestada y la calidad del funcionario donde fue rendida.

Es precisamente el hecho de la desatención el que importa que Morales Muñoz no haya previsto el resultado producido que, como se ha dicho, estaba en la obligación de prever, y en este caso además en la evidente posibilidad de evitar.

Decimoquinto: Que, en cuanto a que el resultado sea consecuencia inmediata de la transgresión del deber de cuidado o diligencia que el acusado Morales Muñoz tenía para con la afectada, es un hecho cierto que fluye de las pacientes, pericias de fs. 61 y siguientes, de fs. 366 e Informe de fs. 79 y sigue emanado del Servicio Médico Legal, informe de fs. 370 y siguientes, emanado de la Sociedad de Anestesiología de Chile en el sentido que todas las anestesias debieran ser aplicadas por un especialista y que además por circular 325 del Ministerio de Salud, de 22 de mayo de 1985, indica que sólo puede aplicar anestesia un médico, porque constituye un acto médico, y por ello no están autorizadas otras personas o profesionales, porque constituiría un acto de ejercicio ilegal de la profesión de médico cirujano, por lo demás, toda inyección de medicamentos en el espacio epidural está recomendado que se practique la constatación previa para determinar la ubicación del catéter epidural antes de proceder a la infiltración de la segunda dosis, constatación que se efectúa mediante lo que se denomina "dosis de prueba" y observar si se produce alguna reacción y esperar un lapso de 1 a 2 minutos para inyectar el resto de la dosis recomendada, agregando que la posibilidad de un paro cardiorrespiratorio, en el evento de una segunda dosis de lido​caína, destinada al espacio epidural sea infiltrada en el canal subarecnoídeo, o un vaso sanguíneo y además, que el médico es responsable de la paciente que ha anestesiado hasta cuando no se encuentre bajo los efectos de los anestésicos por él administrados o hasta que quede en una sala de recupera​ción anestésica.

Dichos del médico Hernán Santibáñez Flores de fs. 66, quien expresa que cuando sucedieron los hechos se encontraba junto con el doctor Morales al momento de producirse el paro cardiorrespiratorio a la afectada, en la sala de parto, lo que demuestra que el encausado no estaba observando a la paciente al momento de la infiltración de la segunda dosis de anestesia.

Relatos de Lidia Angélica del Carmen Torres Gajardo de fs. 69, quien expresa que se encontraba en la sala de parto cuando una paciente sufrió un paro cardíaco, de lo que ella se dio cuenta y avisó a la matrona Norma Ortiz y luego llamó a un joven de recuperación, quien la sacó del paro, lo que indica que la encausada tampoco observaba a la paciente ni estaba atenta a la reacciones por la colocación a la segunda dosis y este joven Jorge Reinaldo Rodríguez Aguirre paramédico el que como se ha dicho en sus declaraciones de fs. 82 llegó al lado de la paciente encontrándola s in latidos cardíacos, sin respiración espontánea e intensamente cianótica, sugiriéndole al doctor Morales aplicarle adrenalina y bicarbonato de sodio y ayudando a la intubación endotraquial, respirador manual que en un principio manipuló y luego se hizo cargo del masaje externo, lo que estaba haciendo primeramente el doctor Morales.

Dichos del doctor Damel Cortés Zapata de fs. 300 en el sentido que existe una disposición legal en que la anestesia debe ser suministrada por el médico personalmente y que el daño cerebral se produjo durante los minutos de duración del paro cardíaco.

Que las lesiones que afectan a Verónica Cecilia Meza Rivera no habrían sobrevenido de haber mediado de parte del encausado ese elemental cumpli​miento del deber que el respeto por la vida y la salud de la afectada, te hacía inexcusable.

Decimosexto: Que, de esta manera, por reunirse todas las condiciones que la figura del artículo 491 del Código Penal hace exigible, se llega a la convicción de que Antonio Mauricio Morales Muñoz y Norma Susana Ortiz Ramos son responsables del cuasidelito de lesiones graves en la persona de Verónica Cecilia Meza Rivera.

Decimoséptimo: Que no se pueden aceptar las alegaciones de la defensa de los encausados, en el sentido que se debe dictar sentencia absolutoria, porque si bien la imprudencia coincidirá con un comportamiento positivo (comisión) y la negligencia con uno negativo (omisión), ello no constituye una regla absoluta, pues el amplio concepto de "ejecutar un hecho" usado en el artículo 490 del Código Penal, relacionado con los cuasidelitos, hace concebibles tanto la negligencia como la imprudencia.

En la especie Antonio Morales Muñoz y la encausada Norma Ortiz Ramos encararon voluntariamente la ejecución del proceso anestésico  ‑ejecución de un hecho‑ y en él hubo un momento omisivo característico de esta índole de delitos culposo, cual es el de la falta de cuidado o el incum​plimiento del deber de precaución cuya observancia habría evitado las consecuencias del hecho. Fue por imprudencia temeraria que el reo ejecutó el hecho, no haciendo lo que debió hacer, aumentando los riesgos naturales del mismo.

Decimoctavo: Que, la falta de la debida diligencia, latamente desarrolla​da en los fundamentos que anteceden de esta sentencia, hace improcedente la configuración de las eximentes alegadas por la defensa de los encausados, previstas en los números 8 y 12 del artículo 10 del Código Penal y de la atenuante correspondiente contemplada en el número 1 del artículo 11 del mismo cuerpo legal, impetradas por la defensa de los reos.

Decimonoveno: Que, la eximente del número 12 del mismo precepto que también se hace valer, exige que se incurra en una omisión, hayándose impedido por causa legítima o insuperable, no resisten el menor análisis a la luz de lo que se expuso en los razonamientos precedentes de esta sentencia, ya que de manera alguna se encuentra acreditado que los encausados se hubieren hallado impedidos por causa legítima o insuperable.

Vigésimo: Que, al encausado Morales Muñoz le beneficia la atenuante prevista en el número 6 del artículo 11 del Código Penal, acreditada con el extracto de filiación de fs. 191 y las testimoniales rendidas al efecto por Héctor Manuel Gómez Braín y por Fernando Renato Salinas Arriagada de fs. 118 vta., con relación a la encausada Ortiz Ramos, a pesar de no aparecer anotaciones prontuariales en su extracto de filiación de fs. 209 no le beneficia dicha atenuante por no haberse rendido la testimonial exigida por la ley.

Vigésimo primero: Que asimismo, no resulta lógico ni aceptable atribuir a los tratamientos recuperatorios que Antonio Morales Muñoz y Norma Ortíz Ramos efectuaron a la paciente, el carácter que el número séptimo del artículo 11 del Código Penal exige para entender que con ellos se ha procurado con celo reparar el mal causado o impedir sus ulteriores consecuencias, puesto que la gratuidad de que éstos están revestidos por definición, no se compa​dece con la obligatoriedad jurídica y ética de aquellas maniobras cuya omisión pudo haber importado el deceso de la destinataria.

Vigésimo segundo: Que, de los dichos de los testigos Hernán Santibáñez Flores de fs. 287 y siguientes, Oscar Améstica Leyton de fs. 289 y siguientes, de Daniel Cortés Zapata de fs. 300 y siguientes, de Manuel Martínez Gaudo de fs. 304 vta. y siguientes y de Claudio Atala Yasigi de fs. 308 y siguientes, en el sentido que el médico obstetra está capacitado para suministrar anestésico, como asimismo la matrona y que todo el procedi​miento fue correcto, a juicio del sentenciador, a pesar de la inasistencia de un médico anestesista, no libera de responsabilidad a los encausados, ya que debieron haber controlado y supervigilar a la parturienta antes y después de colocar la segunda dosis de anestésico como muy bien lo expresa el doctor Rafael Avarla Valenzuela a fs. 331 y siguientes, que coincide con el criterio del Tribunal y que se ha analizado ampliamente los motivos anteriores.

El sentenciador no ha dudado en ningún momento de la capacidad y conocimiento del doctor Morales Muñoz, por lo mismo él no debió haberse confiado en la costumbre de que la segunda dosis de anestesia la aplica la matrona que asiste a la paciente y delegar sus funciones en la matrona y no controlar el estado de la paciente con anterioridad y posterioridad a su colocación, además el tiempo que debía ampliar en asistir a la paciente para constatar si el catéter estaba bien colocado y la reacción que la anestesia le provocaría no era de tanta incidencia que le impediría atender a otros pacientes.

Vigésimo tercero: Que, favoreciendo al procesado Morales Muñoz una circunstancia atenuante y ninguna agravante, no puede el Tribunal aplicar el grado máximo de la penalidad por imperativo del artículo 68 del Có​digo del ramo, y podrá recorrer toda su extensión si no concurren en el he​cho circunstancias atenuantes ni agravantes, con relación a la reo Ortiz Ra​mos.

Vigésimo cuarto: Que, en relación a los documentos agregados de fs. 291 a 298 y que fueron objetados por la parte demandante a fs. 329, a juicio del Tribunal, esta petición debe ser desechada atendido que los mencionados documentos fueron presentados con fecha 26 de agosto de 1986 con citación y fueron objetados recién el 10 de septiembre de 1985, por lo que la resolución de fs. 299 vta. se encontraba ejecutoriada a dicha fecha y por lo demás estas fotocopias se encuentran autorizadas por un Notario, atendido lo dispuesto en los artículos 342 y 346 del Código de Procedimiento Civil, en relación con el artículo 43 del Código de Procedimiento Penal.

A. EN CUANTO A LA ACCION CIVIL

Vigésimo quinto: Que, a fs. 232 el querellante deduce demanda civil en contra de los encausados Norma Susana Ortiz Ramos y Antonio Mauricio Morales Muñoz y además en contra del Servicio Nacional de Salud Metro​politano Occidente, persona jurídica de derecho público, representada por Gustavo Dragicevic Arancibia, domiciliado en Av. Libertador Bernardo O'Higgins 2429, en su calidad de tercero civilmente responsable, a objeto de que sean condenados al pago de la indemnización de daños, porque además del cuasidelito penal, existe cuasidelito civil, porque concurren todos los elementos que tipifican dicha figura que, todos son solidariamente responsa​bles los dos primeros por el hecho de ser los autores materiales del cuasidelito de lesiones y el Servicio Nacional de Salud, porque de conformidad al artículo 2320 del Código Civil los autores son dependientes de ese Servicio, además que es responsable directo por la falta de servicio a la comunidad que tiene derecho a ser atendida en el establecimiento indicado, por la falta de implementación material del Hospital Félix Bulnes, frente a un paro cardiorrespiratorio, tal como lo expresa el informe de fs. 194 del Servicio Médico Legal, todo lo que indudablemente redundó en una cooperación directa al hecho punible, lo que lo transforma en coautor del cuasidelito civil, al crearlas condiciones necesarias para que éste se produjere porque de contar con los medios necesarios, como médicos especializados, se habría podido detectar a tiempo el paro y enfrentarlo eficazmente.

Que los daños se expresan en las lesiones que sufrió la ofendida, permanentes e irrecuperables, que le incapacitan en forma absoluta y perpetua de valerse por sí misma, es decir, la dejaron demente, debido a que cuando ingresó a dicho Servicio Asistencial era una persona normal y como conse​cuencia a estos hechos, fue violentamente transformada en incapaz en forma permanente y absoluta para valerse por sí misma, y además que sólo tenía 19 años, en la flor de su juventud, no teniendo capacidad alguna de recuperación, agregando que se trata de una hija única, de madre fallecida, teniendo sólo a su padre y que los reemplazos que hacía en la posta central, le significaban ingresos que le permitían aportar recursos a su casa y tenía enormes posibi​lidades de educación o perfeccionamiento, incluso en el área salud en que laboraba. Con todo esto también se han visto disminuidos los ingresos de su padre con quien vive, debido a que debe cuidarla personalmente.

Que la situación de Verónica Meza ha causado un dolor y angustia sin límites, como perder los derechos propios del ser humano que obedecen a leyes de la naturaleza situados más allá del derecho positivo, ya que ni siquiera puede valerse por sí misma.

Que el daño material sufrido por Verónica Meza, emergente, en cuanto a la pérdida definitiva de su salud mental asciende a la suma de $ 40.000.000, además que por este mismo concepto aunque futuro, representado por el gasto de la constante vigilancia médica a la que deberá estar sometida durante unos 51 años promedio de vida, la suma de $ 40.000 por año, lo que asciende a la suma de $ 2.040.000.

Respecto al lucro cesante, debido a que trabajaba antes de su accidente, lo que estaría en condiciones de efectuar hasta los 51 años, por una remune​ración de $ 6.000 mensuales, inferior al ingreso mínimo legal, sin contar con la posibilidad de contar con un mayor ingreso mensual vía especialización, la suma de $ 3.672.000.

En relación al daño moral, que por el hecho de haber quedado demente, no significa que no haya sufrido un daño moral y lo sufrirá por el lapso de 51 años, no en cuanto a ser normal, sino en su condición de demente, en su condición de ser humano con no más de 8 años de edad mental, y que seguirá teniéndolos cualquiera que sea la edad física o cronológica que tenga o llegue a tener, sufre el constante choque entre su edad mental que quisiera estar entre niños, jugar con y como ellos, y su edad física que lo impide, sufre con su leve conciencia de haber hecho algo malo como cuando se orina en la cama, no poder darse a entender, etc., daño que se fija en la suma de $ 40.000.000.

Daños materiales a Eugenio Meza Cabezas consistente en los gastos que ha incurrido con motivo de la dolencia de su hija, como movilización, recetas, que ascienden a $ 150.000.

En cuanto al lucro cesante, atendido a la dedicación que exige su hija y la circunstancia de ser viudo, le impide trabajar normalmente y de hacerlo no ganaría más que la suma de $ 4.000 mensuales y como la esperanza de vida de un hombre chileno es de 64 años y en consideración que tiene 43 años, le restan 21 años, lo que asciende a la suma de $ 1.008.000.

Con relación al daño moral, al ver salir a su hija rumbo al hospital totalmente sana, con la esperanza de ser madre y de hacerlo abuelo y semanas más tarde la recibe demente y sin posibilidades de recuperación, encontrán​dose hoy en la imposibilidad de ser abuelo, con su única hija sin que pueda valerse por sí misma, sólo puede ser paliativa, nunca reparadora del mal causado, la suma que se fija en $ 30.000.000.

Demanda civil que en su totalidad asciende a la suma de $ 216.870.000, o lo que US. fije, todo con reajustes de conformidad al Indice de Precios al Consumidor o intereses corrientes y al pago de las costas de la causa. Acompaña documentos que acreditan que Eugenio Cabezas fue designado curador general legítimo y provisorio de su hija legítima Verónica Cecilia Meza Rivera, interdicta provisionalmente por causa de demencia.

Vigésimo sexto: Que, la defensa del reo Antonio Mauricio Morales Muñoz a fs. 242 contesta la demanda civil, solicitando que sea rechazada en todas sus partes, porque: 1) Su representado no ha cometido el cuasidelito por el cual se le acusa, y 2) Como consecuencia de lo anterior, no le asiste responsabilidad civil alguna. En subsidio agrega que todos y cada uno de los rubros en que se descompone la demanda civil, han sido desmesuradamente abultados, hasta el extremo de demandar una cantidad, hoy día, aproximada al millón de dólares por lo demás que se han basado las peticiones civiles en circunstancias que no constan en autos, por lo que si el Tribunal llega a estimar que le ha correspondido a su defendido una responsabilidad de carácter civil, se entrega el reo a la prudencia del Tribunal para la fijación del monto a que ella podrá ascender.

Vigésimo séptimo: Que, la defensa de la reo Norma Susana Ortiz Ramos a fs. 260 y siguientes, contesta la demanda civil solicitando su rechazo en todas sus partes, porque su defendida no es autora del cuasidelito del que se le acusa, derivándose de ello su falta de responsabilidad civil. Y hace notar lo abultado de la demanda civil, como asimismo, su falta de sustentación en los hechos, los que no constan en autos.

Vigésimo octavo: Que, a fs. 260 y siguientes Juan Gustavo Dragicevie Arancibia, en la calidad de representante legal del Servicio de Salud Occiden​te, contesta la demanda civil solicitando su rechazo en todas sus partes porque:

1)
El Servicio de Salud Occidente sería solidariamente responsable de indemnizar los daños causados por culpa de doña Norma Ortiz Ramos y del doctor Antonio Morales Muñoz en su calidad de empleados de los mismos, lo que lo transformaría en tercero civil​mente responsable invocando al respecto el artículo 2314 y siguientes del Código Civil, argumento que debe ser desestimado, porque no se ha probado que sean los inculpados dependientes de este Servicio porque el artículo 2320 inciso 5° del Código Civil no le es aplicable, porque los denominados funcionarios en la fecha del presunto acci​dente, 25 de noviembre de 1981, habrían pertenecido al Servicio de Salud Nor‑Occidente y no a este Servicio de Salud Occidente, por lo que se debe aplicar el inciso 6° de dicho artículo porque fue imposible que el director de dicho Servicio de Salud hubiese podido impedir dichos hechos que no reconocen como culpables, cuando existían dos Servicios de Salud distintos y que en el peor de los casos pudo haberse culpado a los jefes superiores de dichos Servicios. Posteriormente, por ley No 18.210 de 7 de febrero de 1983, el Servicio de Salud Nor-​Occidente fue agregado a este Servicio de Salud por lo que a la fecha de acaecidos los hechos a dicho director le fue imposible velar por esas conductas improbables, cesando en consecuencia la responsabi​lidad de dicho Servicio de Salud Occidente.

2)
Que se invoca por el demandante que el Servicio de Salud Occidente es responsable de las citadas obligaciones en su calidad de coautor civil del cuasidelito por la falta de servicios en que incurrió, argumen​to que debe rechazarse totalmente dado a que las personas jurídicas acá en Chile no son responsables de delito cuasidelito, debido a que es persona jurídica de derecho público creada por el decreto ley N° 2.763 del año 1979.

3)
Con respecto a la valorización de los daños expresa: a) que la demanda asciende a la suma de $ 216.870.000 que representa un 5% del valor total del presupuesto incluyendo remuneraciones de profe​sionales y remedios, y pagar dicha suma significaría que los enfermos tendrían menos remedios que suministrarles por esta cancelación, además que viene saliendo de gastos causados por el sismo del mes de marzo, que destruyó varios consultorios. Se vería que si la suma demandada se depositara en una entidad bancaria o financiera, a interés de 3% mensual, significaría una renta mensual de $ 3.506. 100, monto que ni la más alta autoridad gana en Chile, otro ejemplo se​ría que una casa de un valor de $ 10.000.000 se podría arrendar en $ 30.000 mensuales.

También con relación al daño moral demanda la suma de $ 40.000.000, suma que es desmedida como todas las demás por concepto de daño directo, lucro cesante, que debe ser desestimado porque la suma es demasiado, y 

4)
Que para el evento improbable que se desestimen las alegaciones de la matrona Norma Ortiz Ramos y del doctor Antonio Morales Muñoz, de que ellos no tienen responsabilidad en los hechos que se investi​garon y en la forma subsidiaria de todo lo expuesto, alega que los hechos presuntos y culposos, no son tales por las siguientes asevera​ciones:

1.‑
Porque los antecedentes allegados a fs. 194, 195, 196, 197, 198, 202 a 215 y 216, de que los procedimientos, dosis de medicamen​tos, técnicas utilizadas en dicho acto y maniobras fueron las adecuadas y con conducta profesional directa y que la matrona está capacitada para colocar la segunda dosis de medicamentos y que el paro cardiorrespiratorio se pudo haber debido a múltiples causas imposibles de establecer.

2.‑
Que las maniobras para resucitar a la paciente durante el paro fueron las más adecuadas.

3.‑
Que existe constancia que la paciente llegó gritona y alterada a la maternidad y que por movimientos propios pudo haber causado un traumatismo de vaso sanguíneo difícil de prever por los profesionales en el acto.

4.‑
Que tampoco se puede descartar la teoría médica de la "sicosis puerperal" establecida por la ciencia en que las parturientas entran a cuadro de delirio y hacen desencadenar una esquizofrenia que estaba larvada y a punto de desencadenarse. Pudo haber ocurrido en este caso, por tratarse de madre soltera y primer parto.

5.‑
Tampoco no se debe descartar la posibilidad científica de una alergia por parte de la afectada a la dosis puesta, casos que son imposibles de prever por los médicos tratantes, dado a que están en el organismo de cada uno de los pacientes y que no se pueden apreciar, y

6.‑
Que es improcedente la acusación a los inculpados por estos hechos, que lo demuestran los informes referidos y además en el sumario administrativo fueron sobreseídos, resolución que fue tornada razón por la Contraloría General de la República con fecha 16 de marzo de 1982.

Vigésimo noveno: Que, a fs. 287 y siguientes se rinden pruebas testimoniales, por las cuales se requiere probar que tanto el procedimiento, dosis y actuaciones de los inculpados, fueron los correctos, por lo que no les cabría responsabilidad en el cuasidelito investigado, todo lo que fue analiza​do en esta sentencia al establecer la existencia del cuerpo del delito y la participación culpable de los encausados y que se dan por reproducidos Y forman parte de este motivo.

Trigésimo: Que, a fs. 310 y siguientes deponen Ana Margarita Hernández Troncoso en el sentido que a la afectada Verónica Meza Rivera, la conoció hace 10 años y era una niña completamente sana y luego de terminar sus estudios empezó a trabajar en la Posta Central y luego tuvo la guagua, volvió a su casa enferma y hay que atenderla en forma personal, porque es una enferma mental, porque no sabe coordinar ideas, no tiene idea del peligro, no controla su cuerpo, es igual que una niña chica, además hace algún tiempo se lanzó del segundo piso por una ventana, hacia la calle, además que era una persona que trabajaba y aportaba ayuda a la casa y tenía intenciones de perfeccionarse, que es hija única y su madre falleció. En iguales términos depone Osvaldo Octavio Fernández Pérez a fs. 311 y siguientes, Sandra Yazmina Retamal Martínez a fs. 313 y siguientes, Gustavo Sergio Albornoz Campos a fs. 315 vta. y siguientes, Lucía Edith del Tránsito Núñez Valdés a fs. 319 y siguientes, Eduardo Benjamín Carbonel Maturana a fs. 320 vta. y siguientes, Isabel del Carmen Sánchez Escudero de fs. 324 y siguientes, quien fue la profesora de Verónica Meza la cual era una buena alumna y muy servicial, además la afectada le contaba de sus aspiraciones y conversaba mucho con ella y que ese acercamiento se produjo porque la niña no tenía a su madre y además que era muy cooperadora, alegre y unida a sus compañe​ros. Dichos de Luis Poblete Vergara de fs. 325 vta., en el sentido que la afectada por no poder valerse por sí misma se encuentra viviendo con sus abuelos, porque no controla su cuerpo y una mujer debe atenderla, va que hay que llevarla hasta el baño y su padre la visita a dicho domicilio y que los gastos le han aumentado a Eugenio Meza.

Trigésimo primero: Que, a fs. 369 de autos, rola informe del Servicio Médico Legal en el que se expresa que el equipo material mínimo exigible para el desempeño de la función de anestesia y en especial el necesario para precaver y recuperar un paro cardiorrespiratorio en una maternidad es el siguiente: equipo de punción venosa y fleboalisis, equipo de anestesia regional y drogas ad hoc, set de intubación, laringoscopio y máquina de anestesia y drogas, ad hoc para anestesia general.

Trigésimo segundo: Informe de fs. 370 y siguientes de la Sociedad de Anestesiología de Chile por el cual se señala en su número 3, que respecto a la posibilidad de que profesionales no médicos como matronas puedan acceder a la especialidad de anestesista, contestan categóricamente que no es y posible, dado que todo acto anestésico a las personas es un acto médico además por circular N° 325 del 222 de mayo de 1985 del Ministerio de Salud expresa que dar anestesia a las personas en los establecimientos del Sistema Nacional de Salud constituye un acto médico, razón por la cual esta actividad sólo la deben ejecutar los profesionales funcionarios, cuyo título universita​rio es médico cirujano. Además que por la aplicación de la anestesia peridural el riesgo de un paro cardiorrespiratorio no existe una técnica anestésica 100% segura y que en toda inyección de medicamentos en el espacio peridural está recomendado que se aplique la constatación previa para determinar la ubicación del catéter, con mayor razón previo a la inyección de una posterior dosis de lidocaína en un bloqueo peridural en una parturienta, constatación que se efectúa mediante lo que se ha denominado dosis de prueba consistente en administrar por el catéter una dosis parcial del medicamento a inyectar 2 a 3 milímetros y observar si se produce alguna reacción, ya sea por efecto anestésico o por signos precoces de intoxicación general. Esperando un lapso prudente de uno a dos minutos, se procede a inyectar el resto de la dosis recomendada. Técnica que es conocida por los médicos especialistas y que la posibilidad de un paro cardiorrespiratorio en el evento de una segunda dosis es muy bajísima. Y que el anestesista es responsable de la paciente que ha anestesiado hasta que determine que la paciente ya no está bajo los efectos de los anestésicos por él administrados o hasta el momento que, pudiendo estar aún bajo el efecto residual de drogas anestésicas y coadyuvantes, la paciente queda en una sala de recuperación anestésica, de recuperación post‑operatoria o en una unidad de cuidados intensivos, con una adecuada vigilancia.

Trigésimo tercero: Informe social de fs. 379 y siguientes por el cual se expresa que la afectada actualmente vive con sus abuelos, donde se estableció que el ingreso total del grupo familiar es la suma de $ 15.470 mensuales, que sólo alcanza a cubrir parte de las necesidades básicas de esta familia, en lo que respecta a alimentación, salud, vivienda y otros. Grupo familiar que no cuenta con previsión social a excepción de la dueña de casa y que en el aspecto salud destaca la enfermedad de la afectada quien padece de daño cerebral orgánico grave, que la incapacita absolutamente, con lo que se concluye que se trata de una familia de bajos ingresos los que son destinados a atender problemas de salud y alimentación principalmente y que la afectada necesita de cuidados personales.

Trigésimo cuarto: Informe del Instituto de Seguro del Estado de fs. 469, en el cual se señala que la esperanza de vida de una mujer normal de 19 años de edad es de 52,90 años.

Trigésimo quinto: Dichos del querellante de fs. 478, en el sentido que su hija vive con él en su casa y que siempre se ha desempeñado como albañil, pero desde el accidente de su hija no se ha podido emplear en ninguna industria, porque todo el tiempo se lo debe dedicar a su hija.

Trigésimo sexto: Atendidos los antecedentes analizados en autos, se encuentra acreditado que por parte del demandante se estableció el perjuicio sufrido a consecuencia del cuasidelito investigado y en relación a lo expuesto por las defensas de los encausados y del tercero civilmente responsable, estos argumentos no concuerdan con el criterio del Tribunal, en el sentido que la demanda civil debe ser rechazada, además que por el hecho de haber cambiado de nombre el Servicio de Salud Occidente no significa que no sea civilmente responsable, atendido que los encausados eran funcionarios dependientes de dicho Servicio al momento de ocurrir el cuasidelito de lesiones investigados en autos por lo que es totalmente aplicable lo dispuesto en el artículo 2320 del Código Civil, no alcanzándole la excepción contem​plada en el inciso final, ya que para que cese la obligación, a pesar del cuidado efectuado no hubieran podido impedir el hecho, lo que en ningún caso se encuentra acreditado en atención que tanto la responsabilidad de los encau​sados se encuentra acreditada y asimismo el hecho que el establecimiento hospitalario no contaba con los elementos mínimos exigibles, como se menciona a fs. 368. En cuanto a las alegaciones efectuadas por las defensas de los encausados, en el sentido que no existiría culpa en su actuar, ya se encuentran analizados en los considerandos respectivos y que se dan por reproducidos y forman parte de este motivo.

Trigésimo séptimo: Que, no aparece tampoco apropiado en este mo​mento asimilar a doña Verónica Meza Rivera a la condición de vegetal, durante breves momentos, pero el posterior renacer paulatino y progresivo de sus capacidades motoras volitiva y anímica la hacen aunque en forma limitada, sujeto y objeto de las superiores cualidades del ser humano.

Ese ser humano que según lo que ya se estableció reconoce y quiere y no ha perdido su condición de persona, precisiones éstas que hacen vislumbrar como excesiva la indemnización que por daño moral tan justificadamente se pretende.

Son hechos indiscutidos la significativa disminución de las manifestacio​nes vitales de la afectada su permanente sufrimiento al tener conciencia de su mal, la angustia que la impotencia por superarlo le acarrea y la diaria eventualidad de nuevos episodios sicóticos.

También es indudable el dolor y las molestias de su padre que ve desterrados para siempre proyectos que le son inherentes y que en definitiva conciernen a la felicidad personal suya y de sus seres queridos, que asume ahora un aspecto diverso y considerablemente más exigente.

Es de suponer la honda preocupación que por largo tiempo embargará al demandante con ocasión de las insuficiencias constatadas a su hija y es razonable presumir el daño que la constante preocupación por la sobrevida de su hija persigue el actor, al que debe agregarse el necesario reemplazo que él debe hacer como jefe del hogar.

El sentenciador, procurando apreciar con equidad la extensión del daño moral y en uso del juicio que la ley le reserva, lo regulará prudencial mente.

Trigésimo octavo: Con relación al daño material sufrido por la afectada, que demanda la suma de $ 42.000.000 este Tribunal estima que es excesivo, atendida la naturaleza de los hechos, a lo que agrega la suma de $ 150.000 sufridos por Eugenio Meza Cabezas, por lo que el Tribunal debe apreciarlos prudencialmente en una suma inferior, a lo que no es necesario referirse atendidos los informes allegados a los autos.

Trigésimo noveno: Que, por concepto de lucro cesante por parte de la afectada y querellante demandan la suma de $ 3.672.000 y $ 1.000.000 respectivamente, que también el Tribunal estima que son excesivos y al igual que lo anterior deberán ser reducidos prudencialmente a pesar que los hechos son indiscutidos de la significativa disminución de las manifestaciones vitales de la afectada.

Cuadragésimo: Que, para que la indemnización sea completa deberá ser actualizada de acuerdo con la variación del I.P.C. desde la fecha que se indicará en cada caso y hasta la del mes que preceda a la de su pago.

Cuadragésimo primero: Que, en lo referente a la responsabilidad extracontractual del Servicio de Salud Occidente, habría que tener en cuenta:

a)
Que Morales Muñoz anestesió a la afectada en su calidad de médico obstetra y Norma Ortiz Ramos inyectó la segunda dosis en su calidad de matrona, indicada por el primero, ambos dependientes de dicho Servicio para desempeñarse en el Hospital Félix Bulnes, hecho que se establece entre otras múltiples probanzas por el mérito del sumario administrativo.

Cuadragésimo segundo: Que, lo anterior permite sostener sin equívo​cos que los encausados ejecutaron el hecho imprudente en sus condiciones de dependientes de una institución que en la oportunidad actuó como persona jurídica.

Es procedente en consecuencia, acceder a la acción civil intentada contra el Servicio de Salud Occidente en los términos del artículo 2322 del Código el Civil, debiendo éste responder solidariamente con los encausados por todos los perjuicios cuyo resarcimiento se ha decidido.

Cuadragésimo tercero: Que, el Servicio trata de sortear esta responsabilidad escudándose en que los encausados no son dependientes del mencio​nado Servicio.

Para que tal hipótesis tuviera asidero, necesario habría sido que al Hospital no le hubiera cabido otra participación que la de permitir el uso de sus equipos e instalaciones, sin embargo no admite dudas para el sentenciador que en la especie, no obstante que Verónica ingresó a dicho centro asistencial, los encausados le prestaron servicios como funcionarios del mencionado establecimiento hospitalario.

Ello se desprende principalmente del hecho de haber sido Morales Muñoz la única persona disponible para atender el parto y anestesiar, dado que se encontraba de turno y era el profesional encomendado por su empleador para efectuar dichas funciones.

Cuadragésimo cuarto: Que, con menor razón puede el Servicio esgri​mir que no tuvo medios de prever el cuidado ordinario de la autoridad competente.

En efecto, revela la más absoluta falta de previsión, de cuidado y de autoridad, que en iii sala de parto de la maternidad de un recinto hospitalario pueda abandonarse a su suerte a una enferma sometida a los efectos de la anestesia epidural, sin que un sistema de control o vigilancia impida que los dependientes no cumplan sus deberes y ello es de resorte exclusivo del Servicio demandado.

La ausencia del cuidado ordinario por parte del Servicio se refleja también palmariamente en el hecho indubitado de encomendara una matrona la atención exclusiva de procesos anestésicos, asumiendo con ello un eviden​te riesgo y en el de desempeñar tales tareas en locales carentes de elementos indispensables.

Cuadragésimo quinto: Que, por último y aparte de cuanto viene de argumentarse en torno al cuasidelito, el sentenciador estima oportuno expli​car que cualquier otra decisión sobre este punto implicaría renunciar a la misión jurisdiccional que le está encomendada, que como es sabido, se define en la fidelidad a la justicia y el derecho.

Es el derecho el que exige reparar el injusto resultante del ilícito culposo ocurrido en un local y con ocasión de un acto de unos dependientes del Servicio y todo hace aconsejable que lo sea por esta vía que sin ser la única se vislumbra como la más prudente.

Cuadragésimo sexto: Que, el que ha cometido un delito cuasidelito que inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena por el delito cuasidelito.

Con lo relacionado y visto lo dispuesto en los artículos 2°, 4°, 11 N° 6, 14 N° 1, 15 N° 1, 16, 21, 24, 25, 30, 40, 50, 62, 67, 490 N° 2 y 491 del Código Penal, artículos 43, 108, 109, 110, (111), 126, 92 1, 227, 342, 346, 482, 485, 486, 487, 499, 500, 503, 504 y 505 del Código de Procedimiento Penal; artículo 2314 y siguientes del Código Civil y ley N° 18.216.

Se declara,

A. 
EN CUANTO A LA ACCION PENAL.

I.
Que, se condena a Norma Susana Ortiz Ramos, ya individualizada como la autora del cuasidelito de lesiones graves, ocurrido en esta ciudad el día 25 de noviembre de 1981, en la persona de Verónica Cecilia Meza Rivera, a sufrir la pena de 61 días de reclusión menor en su grado mínimo, a las accesorias de suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa.

II.
Que, se condena a Antonio Mauricio Morales Muñoz, ya individualizado, como autor del cuasidelito de lesiones graves en la persona de Verónica Cecilia Meza Rivera ocurrido en esta ciudad el día 25 de noviembre de 1981 a sufrir la pena de 61 días de reclusión menor en su grado mínimo, a las accesorias de suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa.

B.  
EN CUANTO A LA ACCION CIVIL

I. Que, se rechaza la objeción interpuesta por la demandada civil a fs. 329.

II. Que, se acoge la demanda deducida por la parte querellante, sólo en cuanto se condena a los sentenciados Antonio Mauricio Morales Muñoz, Norma Susana Ortiz Ramos y al Servicio de Salud Occiden​te, representado por Juan Gustavo Dragicevic Arancibia, para que en forma solidaria pague al actor Eugenio Meza Cabezas las sumas de $ 100.000 por concepto de lucro cesante; la suma de $ 80.000 por daños materiales y la suma de $ 2.000.000 por concepto de daño moral. Además la suma de $ 2.500.000 por concepto de daño material sufrido por Verónica Cecilia Meza Rivera, la suma de $ 1.000.000 por concepto de lucro cesante y la suma de $ 6.000.000 por concepto de daño moral, con los reajustes del Indice de Precios al Consumidor entre los períodos comprendidos entre la fecha en que quede ejecutoriada esta sentencia y la de un mes anterior al pago efectivo de ella.

III. Que, no se da lugar a las costas en esta acción por haber tenido el demandado motivos plausibles para litigar y que se rechaza en lo demás la demanda civil.

No obstante lo anterior, reuniéndose por parte de los sentenciados los requisitos del artículo 4° de la ley N° 18.216, la pena privativa de libertad, se les remite condicionalmente, debiendo firmar durante un año en el Centro Abierto Manuel Rodríguez y deberán dar cumplimiento a las exigencias que dicho establecimiento les imponga, en conformidad a la ley N° 18.216 y su Reglamento.

Si este beneficio le fuere revocado y tuvieren que cumplir la pena corporal impuesta le servirá de abono a Norma Susana Ortiz Ramos el día 22 de septiembre de 1983 que permaneció privada de libertad, según consta de fs. 113 y 113 vta. y a Antonio Morales Muñoz el día 14 de octubre de 1983, que permaneció privado de libertad, según consta de fs. 119 vta. y 120.

Una vez ejecutoriada esta sentencia, cúmplase con lo dispuesto en el artículo 73 del Código de Procedimiento Penal y ofíciese a la Contraloría General de la República para los efectos de las penas accesorias.

Regístrese, notifíquese y archívese, si no se apelare. Rol N° 3.123. Dictado por doña Silvia Dupuis Pinillos, Juez Titular y autorizado por doña Nancy Zepeda Astorga, Secretaria Subrogante.

SENTENCIA, DE SEGUNDA INSTANCIA Santiago, 15 de enero de 1990. 

Vistos:

Se reproduce la sentencia en alzada con excepción de los fundamentos 6°, 7°, 8°, 9°, 12°, 13°, 14°, 15°, 16°, 17°, 18°, 19°, 22°, 39°, como asimismo, lo escrito desde la línea quince del considerando tercero, desde donde se lee “paro que a juicio...”, sustituyéndose por un punto ( . ) que le antecede. Se suprime, también, la parte final del fundamento trigésimo sexto, que comien​za: "En cuanto".

Y se tiene presente:

1°.
Que los elementos de convicción ponderados en el fundamento segundo del fallo que se revisa, permiten concluir, como se señala en el fundamento tercero, que el daño cerebral orgánico sufrido por Verónica Meza Rivera, el 25 de noviembre de 1981, por anoxia, se debió a un paro cardíaco subsecuente de una segunda dosis epidural que le fue suministrada por la matrona de turno del Hospital Félix Bulnes, por indicación del médico obstetra que atendía a la parturien​ta, con motivo de que continuaba con los dolores del parto.

2°.
Que de los referidos elementos de convicción, en especial del informe de ginecología forense de fs. 79, de las declaraciones de Lidia Torres Gajardo de fs. 69, de Jorge Rodríguez Aguirre de fs. 82, unidos al informe de fs. 370 de la Sociedad de Anestesiología de Chile y a la declaración del doctor Rafael Avaria Valenzuela de fs. 331, antece​dentes estos últimos que se refieren a las precauciones que deben adoptarse al aplicar una segunda dosis del anestésico, puede concluir​se que en el caso de autos existieron los siguientes hechos irregulares:

a)
Que el médico obstetra determinó el suministro de una segunda dosis de epidural por parte de la matrona, sin examinar previamente a la paciente, especialmente para constatar si el catéter que le había colocado con motivo de la primera dosis, hora y media antes, estaba en Posición correcta.

b)
Que el suministro de la segunda dosis se efectuó sin supervisión del médico que debió estar presente para hacer frente a cualquier riesgo, omitiéndose una "dosis de prueba" para prevenir cual​quier reacción contraria por parte de la paciente.

c)
Al momento de producirse el paro cardíaco la afectada se encon​traba sola, esto es, sin el cuidado y el control médico.

3°.
Que el paro cardíaco sufrido por Verónica Meza Rivera, pudo deberse a alguna de las siguientes causas:

a)
Paso del anestésico local al torrente circulatorio, por su introduc​ción en un vaso sanguíneo, produciéndose una hipertensión acentuada.

b)
Perforación de la duramadre y transformación de una anestesia epidural en espinal total.

c)
Reacción anafilástica, alérgica al anestésico.

4°.
Que en los casos señalados en el fundamento anterior, es obvio que estamos en presencia de consecuencias que estaban dentro de lo posible cuando se emplea un tratamiento anestésico, pero que la lex artis aconseja para prevenirlo la adopción de medidas tales como la dosis de prueba, la presencia del profesional médico, etc.

5°.
Que, en todo caso, resulta incuestionable, que cualquiera que hubiere sido la causa que produjo el paro cardíaco, al acontecer éste, no se le dio a la víctima el cuidado y protección profesional por parte de quienes la estaban atendiendo, toda vez que se encontraba sola, perdiéndose minutos valiosos entre que se produjo el paro hasta que de él se dio cuenta una auxiliar que lo puso en conocimiento de la matrona y ésta del médico.

6°.
Que, en las condiciones expuestas, forzoso es concluir que los hechos irregulares indicados en la motivación segunda y en especial el señalado en la letra c), cuya trascendencia se resalta en la consideración que antecede, importan negligencia profesional por parte del médico obstetra y de la matrona a quienes correspondía el cuidado de la parturienta, constituyendo el cuasidelito contemplado en el artícu​lo 491 del Código Penal.

7°.
Que, por lo expuesto en las motivaciones que anteceden, no puede aceptarse la conclusión del sumario administrativo, de no existir responsabilidad profesional y que la única explicación del paro cardíaco fue una reacción de hipersensibilidad al anestésico emplea​do, pues ello, pudo preverse, de haberse practicado la "dosis de prueba" con ocasión de la segunda dosis de epidural. No obstante ello, en todo caso, la negligencia profesional resulta evidente, si se advierte que el médico delegó sus funciones en quien abandonó a la paciente al suministrarle la dosis, sin percatarse mayormente de su preparación y sin que resultara de urgencia e imprescindible abando​nar el cuidado directo de la parturienta a quien se le iba a suministrar una segunda dosis de epidural.

8°.
Que, contrariamente a lo sustentado por la defensa de los imputados, existe relación causal entre el resultado dañino y las acciones y omisiones de los enjuiciados que se ha estimado que constituyen negligencia profesional, por cuanto cualquiera que hubiera sido la causa del paro cardíaco a las que se ha hecho referencia, ella obedecía, necesariamente, a la actuación de una persona no preparada adecua​damente al efecto ni supervisada directamente por el médico, pero, lo que es más, resulta determinante en la tipificación del ilícito investi​gado, el hecho que se ha resaltado, esto es, el haberse dejado a la víctima sin control ni auxilio médico cuando se produjo el paro, perdiéndose, como se ha dicho, minutos valiosos que causaron el daño cerebral irreversible, sin que pueda sostenerse que tal daño pudo haberse originado de todos modos, por cuanto tal posibilidad no fluye de autos y, lo natural es que tratándose de un paro cardíaco, de él puede recuperarse un afectado, sí tiene un tratamiento oportuno y eficaz.

9°.
Que no alteran las conclusiones de este fallo, la ampliación del informe de ginecología forense de fs. 194 e informe de fs. 202, como asimismo, las declaraciones de Hernán Santibáñez de fs. 287, Oscar Améstica de fs. 289, Daniel Cortés de fs. 300, Manuel Martínez de fs. 304 vta. y de Claudio Atala de fs. 308, en cuanto concluyen que en la especie no hubo negligencia, toda vez que se actuó dentro de la realidad médica nacional que obliga a emplear en los tratamientos anestésicos a un médico no especialista y aun a que se apliquen las dosis posteriores por una matrona, por cuanto la mala práctica no puede ser causal de exención ni de atenuación de responsabilidad, máxime si con ello se pone en peligro la vida y la salud de las personas, sin dejar de advertir que lo anterior obligó al Ministerio de Salud a emitir la circular 325 de 1985, restringiendo los procedimien​tos anestésicos exclusivamente a los médicos.

10°. 
Que no se concuerda con el criterio sustentado en la ampliación del informe de fs. 194 que distingue entre el suministro de una primera dosis de anestesia epidural que obliga la intervención de un médico por la colocación del catéter y el suministro de dosis posteriores que pueden ser efectuadas por una matrona especializada, por cuanto si bien pudiera aceptarse que el suministro de las dosis posteriores las realice una matrona especializada, es necesario que lo haga bajo el control directo y la supervisión del médico, previa la constatación por parte de éste de las condiciones generales y de la adecuada colocación del catéter, para evitar riesgos y resultados funestos, como el que se produjo en el caso en estudio.

11°.
Que, en las condiciones expuestas, no pueden aceptarse las eximentes aún como incompletas, alegadas por las defensas, fundada en los N°s. 8 y 12 del artículo 12 del Código Penal, toda vez que el acto ejecutado por los encausados, en la forma establecida, no puede calificarse como un tratamiento ejecutado conforme a las reglas propias de la lex artis médica y, de otro lado, tampoco aparece acreditado fehacientemente que los profesionales involucrados ha​yan estado impedidos por una causa legítima e insuperable para su estricto cumplimiento.

12°. 
Que los reos deben ser condenados como autores, el médico por haber delegado sus funciones, no haber examinado a la paciente con ocasión de la segunda dosis de epidural y no haber estado presente cuando se le suministró, como lo ha reconocido en autos, sin que por lo demás haya tenido el cuidado de dar las instrucciones precisas de las precauciones que debería adoptar la matrona en este último caso.

La matrona, por haber asumido una función respecto de la cual reconoce no estaba preparada y, además, por haber dejado abandona​da a su suerte a la paciente después que le suministró la segunda dosis de epidural.

13°.
Que, del modo indicado en las motivaciones precedentes, esta Corte se ha hecho cargo de lo dictaminado por el Ministerio Público, no aceptándose su parecer de revocar el fallo en alzada.

14°. 
Que no se puede acoger el lucro cesante alegado por el querellante y que funda en lo que habría dejado de percibir la víctima, como en cuanto a su padre, por tener que dedicarse a su cuidado, en razón de no existir prueba fehaciente y convincente sobre el particular.

Y visto, además, lo dispuesto en los artículos 514 y 527 del Código de Procedimiento Penal, se revoca la sentencia de ocho de febrero del año recién pasado, escrita a fs. 577 en cuanto acoge la pretensión del acusador particular de condenar a los querellados al pago del lucro cesante, declarándose que no se hace lugar a ello.

Se confirma en lo demás apelado y se aprueba en lo consultado la referida sentencia, con las siguientes declaraciones:

a)
Que se reduce a dos millones de pesos la indemnización por daño material que debe pagarse al actor por el que ha sufrido su hija Verónica Meza Rivera, y a cuatro millones de pesos, el daño moral que afecta a ésta.

b)
Que los encausados gozarán de la remisión condicional sin que se les exija el pago previo de las indemnizaciones civiles, sin perjuicio de que se les pueda hacer efectivas en la forma ordinaria que correspon​da, para evitar hacer ilusorio tal beneficio.

Se deja constancia que las consideraciones y declaraciones formuladas respecto a la reo Ortiz Ramos, lo han sido para mantener la unidad de la sentencia y la igualdad de tratamiento respecto de los encausados.

Redacción del Ministro Sr. Luis Correa Bulo. Regístrese y devuélvase con el sumario tenido a la vista. Rol N° 3.192‑89.

SENTENCIA DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA Santiago, 30 de diciembre de 1992.

Vistos:

En estos autos Rol N° 3.123 del Vigésimo cuarto Juzgado del Crimen de Santiago, se dictó la sentencia de primera instancia de ocho de febrero de mil novecientos ochenta y nueve, escrita a fojas 577, por la que se condena a los procesados Norma Susana Ortiz Ramos y Antonio Mauricio Morales Muñoz, en calidad de autores del cuasidelito de lesiones graves en la persona de Verónica Cecilia Meza Rivera, a sufrir, cada uno de ellos, la pena de sesenta y un días de reclusión menor en su grado mínimo, accesorias y costas de la causa. Se acoge la demanda civil deducida por la parte querellante sólo en cuanto se condena a los enjuiciados a pagar las sumas que se indica, como también al Servicio de Salud Occidente, por los conceptos de lucro cesante, daños materiales y daño moral, a los actores Eugenio Meza Cabezas y Verónica Cecilia Meza Rivera. El fallo concede a los encausados el beneficio de la remisión condicional de la pena que se les impuso.

Apelada dicha sentencia por la parte del encausado Morales Muñoz, por la querellante y por el Servicio de Salud Occidente, una de las Salas de la Corte de Apelaciones de Santiago, por fallo de quince de enero de mil novecientos noventa, que se lee a fojas 641, la revocó en cuanto daba lugar al pago de lucro cesante, y la confirmó y aprobó, en lo demás, con declaración que reduce las indemnizaciones por daño moral y material y que los enjuiciados gozarán del beneficio de la remisión condicional de la pena, sin que se les exija el pago previo de las indemnizaciones civiles.

En contra de esa sentencia de segunda instancia, la parte del Servicio de Salud Occidente dedujo recurso de casación en el fondo, apoyándose en la causal del N° 9 del artículo 541 del Código de Procedimiento Penal y la parte de los querellantes y demandantes Verónica Cecilia Meza Rivera y Eugenio Orlando Meza Cabezas, interpuso recurso de casación en la forma, basándose en las causales de los números 9 y 10 del artículo 541 del Código de Procedimiento Penal en relación con los numerales 5 y 4 del artículo 768 de Código de Procedimiento Civil, respectivamente, como, asimismo, recurso de casación en el fondo, apoyándose en el artículo 767 Inciso primero del Código de Procedimiento Civil en relación con el artículo 546 N° 7 del Código de Procedimiento Penal.

Se trajeron los autos en relación para conocer de los referidos recur​sos.

Considerando:

I.
En cuanto al recurso de casación en el fondo deducido por el Servicio de Salud Occidente.

1°
Que, como se señaló precedentemente, la demandada Servicio de Salud Occidente, interpuso recurso de casación en el fondo en contra de la sentencia de segunda instancia, apoyándose en la causal del "número 9° del artículo 541 del Código de Procedi​miento Penal”, alegándose que debido a este vicio se ha conde​nado a los demandados en lugar de absolvérseles y se solicita que se invalide el fallo impugnado y se dicte el de reemplazo por el que se absuelva de la acusación a los enjuiciados y, por ende, se declare que no procede pagar indemnización alguna;

2°
Que resulta suficiente para desestimar el recurso en estudio el hecho que él no se ha interpuesto ni fundado en la causal procedente, sino que, en una causal del todo diferente, pues se invoca la causal del N° 9 del artículo 541 del Código de Procedi​miento Penal ‑procedente para la casación en la forma‑ cuando la sentencia no ha sido extendida en la forma dispuesta por la ley y efectuándose alegaciones propias de un recurso de casación en el fondo;

3°
Que, en consecuencia, siendo el recurso de casación de derecho estricto por lo que debe fundarse en causales ciertas y precisas, el de la especie no cumple con ello y deberá ser desestimado, sin que sea ocioso destacar que la sola mención que se hace en el mismo de los artículos 491 y 499 N° 4, de los Códigos Penal y de Procedimiento Penal, respectivamente, y del artículo 160 del Código de Procedimiento Civil, en nada habría influido en la suerte del recurso para el caso de haber interpuesto correctamen​te.

II.
En cuanto al recurso de casación en la forma deducido por los querellantes y demandantes en el primer otrosí de fojas 649.

4°
Que, primeramente, este recurso se basa en la causal del N° 9 del artículo 541 del Código de Procedimiento Penal, esto es, en que la sentencia no ha sido extendida en la forma dispuesta por la ley, en relación con similar causal del artículo 768 N° 5 del Código de Procedimiento Civil, alegándose la omisión en el fallo impugna​ do de los requisitos de los números 4, 5, 6 y 7 del artículo 500 del Código citado en primer término;

5°
Que basta para desestimar el recurso por este capítulo el indicar que la sentencia impugnada, como se desprende de un mero análisis de ella, y que reprodujo en parte la de primer grado, cumple a cabalidad con las exigencias que la ley impone a este tipo de resoluciones judiciales, sin que obste a ello que las mismas no se ajusten a la tesis sustentada por el recurrente;

6°
Que, en efecto, el fallo atacado contiene las consideraciones a que aluden los Nos. 4 de los artículos 500 y 170 de los Códigos de Procedimiento Penal y Civil, respectivamente; las exigencias de los Nos. 5 de tales normas; las citas legales en que se funda, y que impone el N° 6 del aludido artículo 500, como, asimismo, la resolución del asunto, como lo manda el N° 7 de la misma disposición legal;

7°
Que, en segundo término, el recurso de casación en estudio denuncia como vicio del fallo que ataca el del N° 10 del artículo 541 del Código de Procedimiento Penal, esto es, el de haber sido dado ultra petita, es decir, extendiéndolo a puntos inconexos con los que hubieren sido materia de la acusación y la defensa, en relación con el N° 4 el artículo 768 del Código de Procedimiento Civil, o sea, la ultra petita por otorgar más de lo pedido por las partes o extenderse la sentencia a puntos no sometidos a la decisión del tribunal, alegándose, sobre el particular, que el fallo sin petición de parte y de oficio, sin tener facultad para ello, eliminó el lucro cesante y disminuyó las sumas correspondientes a daños materiales y morales;

8°
Que el vicio de ultra petita que se denuncia se produce cuando el tribunal, apartándose de los términos en que las partes situaron la controversia, por medio de sus respectivas acciones o excepcio​nes, altera el contenido de ésta cambiando su objeto o modifican​do su causa de pedir, cuyo no es el caso de autos;

9°
Que, en efecto, la sentencia impugnada ha revocado, parcialmen​te, el fallo de primer grado y efectuado las declaraciones que señala en forma concordante con lo pedido por las partes del enjuiciado Morales Muñoz y del Servicio de Salud Occidente en sus respectivos escritos de apelaciones;

10° 
Que por lo expresado en las motivaciones anteriores el recurso de casación en la forma en análisis deberá ser desestimado;

III.
En cuanto al recurso de casación en el fondo deducido por los querellantes y demandantes en lo principal de fojas 649.

11° Que este recurso se fundamenta en el inciso primero del artículo 767 del Código de Procedimiento Civil "en relación hasta donde sea aplicable o pertinente con la causal N°7 del art. 546 del C.P.P. relativa a la infracción de las leyes reguladoras de la prueba", señalándose como infringidos por la sentencia recurrida "diver​sos" preceptos, "entre otras las siguientes: 1.‑ art. 2329 del Código Civil -C.C. en adelante‑; 2.‑ arts. 514 y 527 del C.P.P.; 3.‑ arts. 342 y siguientes, 384 N° 2 y 426 del C.P.C. en relación con los arts. 1698 y siguientes de C.C. y en relación, además, con los arts. 459, 464, 472, 473, 477 y 488 del C.P.P., conjunto al cual nos referiremos como leyes reguladoras de la prueba; y 4.‑ arts. 144, 145 y 146 del C.P.C.";

l2° 
Que atendiendo al claro tenor del inciso primero del artículo 772 del Código de Procedimiento Civil que preceptúa que "el escrito en que se deduzca el recurso de casación en el fondo hará Mención expresa y determinada de la ley o leyes que se suponen Infringi​das, de la forma en que se ha producido la infracción y de la manera como ésta influye en lo dispositivo del fallo", el recurso de casación en el fondo en análisis aparece mal planteado;

13° 
Que, en efecto, no es procedente que se denuncien en el recurso como infringidos determinados artículos "y siguientes”, que no se precisan en manera alguna, ni que se mencionen normas infringidas sin analizar ni determinar el alcance o sentido de ellas, la forma en que se produjo la infracción y la recta aplicación de las mismas a la situación de hecho que corresponda, todo, de manera tal que el tribunal de casación quede en condiciones de abocarse de una manera perfectamente concreta y definida al análisis de los problemas jurídicos que se someten a su decisión;

14° Que, finalmente, es preciso advertir que el recurso en ningún caso habría prosperado, por cuanto los jueces de la instancia han dado una correcta aplicación a la ley al sentenciar en la forma en que lo hicieron en el fallo atacado.

Y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 535, 536, 5 37, 538, 541, 544, 546 y 547 del Código de Procedimiento Penal y 767, 768, 772, 787 y 809 del Código de Procedimiento Civil, se declaran sin lugar los recursos de casación en la forma y en el fondo interpuestos a fojas 647 y 649, por las partes del Servicio de Salud Occidente y de los querellantes y demandantes Verónica Cecilia Meza Rivera y Eugenio Orlando Meza Cabezas, en contra de la sentencia de quince de enero de mil novecientos noventa, escrita a fojas 641, con costas, en las que se condena solidariamente a dichas partes y a sus abogados patrocinantes, sentencia que, por ende, no es nula.

Se aplica a beneficio de la Corporación Administrativa del Poder Judicial la suma a que se refiere la certificación de fojas 660 vuelta, debiendo girarse cheque por la Corte de Apelaciones de Santiago.

Regístrese y devuélvase. Pronunciado por los Ministros señores Enrique Zurita C., Roberto Dávi​la D., Arnaldo Toro L., Marco A. Perales M., y el Abogado Integrante señor Fernando Castro A. Rol N° 27.759.
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